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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 6 de julio de 2010. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión ordinaria en régimen de cuarto intermedio 
mañana miércoles 7 de julio, a la hora 9:30, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y continuar consi- 
derando el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


1% por el que se establece una nueva excepción 
al plazo máximo establecido por el artículo 1782 del 
Código Civil, sobre Contrato de arrendamiento. 

Carp. N* 176/10 - Rep. N* 80/10 


22) por el que se faculta al Poder Ejecutivo a adop- 
tar medidas jurídicas, administrativas y financieras a 
fin de remediar la situación de riesgo y especial vul- 
nerabilidad que atraviesa el sistema Penitenciario 
Nacional. 

Carp. N* 192/10 - Rep. N* 72/10 Anexo l 


3%) por que se modifica la Ley N” 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, sobre Fondo de Ahorro Previsional. 


Carp. N* 177/10 - Rep. N* 79/10 Anexo l 


49) por el que se modifica el plazo de amortización 
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Molino Carmelo S.A.....occccconcconccnnconcnns 137 


- Por moción de la señora Senadora Dal- 
más, el Senado resuelve declarar urgente 
y considerar el proyecto de ley en la pre- 
sente Sesión. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


8) Sistema Penitenciario Nacional........... 140 


- Proyecto de ley por el que se faculta al 
Poder Ejecutivo a adoptar medidas jurí- 
dicas, administrativas y financieras a fin 
de remediar la situación de riesgo y vul- 
nerabilidad. 


- Por moción del señor Senador Larrañaga, 
el Senado resuelve postergar la conside- 
ración del tema hasta la próxima Sesión. 


9) Levantamiento de la Sesión.................. 159 


del préstamo establecido por el artículo 2” de la Ley 
N* 18.302, de 11 de junio de 2008, para la compra de 
lanchas para utilizar en las operaciones de manteni- 
miento de la paz de la Organización de las Naciones 
Unidas en la República de Haití. 

Carp. N* 157/10 - Rep. N* 81/10 


5) por el que se designa con el nombre “Ariel Tato 
Álvarez” el Complejo Médico Deportivo de la ciudad 
de Rocha, dependiente del Ministerio de Salud 
Pública. 

Carp. N* 162/10 - Rep. N* 60/10 


6%) por el que se designa con el nombre “Doctor 
Luis Eduardo Juan” el Centro Departamental de Salud 
Pública del departamento de Artigas, dependiente 
de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. 

Carp. N* 161/10 - Rep. N* 59/10 


7%) por el que se aprueba la “Enmienda al Artículo 
3 del Convenio Constitutivo del Fondo para el Desa- 
rrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y 
el Caribe” (Fondo Indígena), adoptada por la Resolu- 
ción N* 8 de la Octava Asamblea General Ordinaria 
del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
de América Latina y el Caribe (FILAC), que tuvo lu- 
gar en la ciudad de México DF, en los días 7 y 8 de 
noviembre de 2008. 

Carp. N* 155/10 - Rep. N* 83/10 
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8%) por el que se aprueba el “Protocolo entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Che- 
ca” sobre enmiendas al Acuerdo para la Promoción 
y Protección de Inversiones, del 26 de setiembre de 
1996, firmado en la ciudad de Praga, República Che- 
ca, el 15 de mayo de 2009. 

Carp. N* 185/10 - Rep. N* 82/10 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, 
Agazzi, Álvarez, Amorín, Baráibar, Bordaberry, 
Chiruchi, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Fonticiella, 
Gallinal, Guarino, Heber, Larrañaga, López 
Goldaracena, Martínez, Michelini, Moreira 
(Carlos), Moreira (Constanza), Pasquet, 
Penadés, Rubio, Saravia, Solari, Tajam, 
Topolansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Fer- 
nández Huidobro, Lacalle Herrera, Lorier y 
Nin Novoa; y, sin aviso, el señor Senador García 
Costa. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se le- 
vanta el cuarto intermedio votado en el día de ayer 
por el Senado. 


(Es la hora 9 y 33 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado fuera de hora. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑOR DIRECTOR GENERAL (Walter Alex Co- 
fone).- “La Comisión de Asuntos Internacionales de 
la Cámara de Senadores comunica al Cuerpo que en 
su Sesión del día 1” de julio del corriente consideró y 
aprobó la constitución de los Grupos de Amistad In- 
terparlamentaria con la República Federativa de Bra- 
sil y la República de Paraguay. 

-TÉNGASE PRESENTE?. 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 
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SEÑOR DIRECTOR GENERAL (Walter Alex Co- 
fone).- “El señor Senador Abreu presenta, con expo- 
sición de motivos, un proyecto de ley sobre Arbitraje 
Comercial Internacional. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES.” 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“PROYECTO DE LEY 
ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL 
CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1*. Ámbito de aplicación. 


1) La presente Ley se aplicará al arbitraje comer- 
cial internacional, en defecto de tratados multilatera- 
les o bilaterales vigentes en la República. 


2) Las disposiciones de la presente Ley, con ex- 
cepción de los artículos 8, 9, 40 y 41, se aplicarán 
únicamente si el lugar del arbitraje se encuentra en 
el territorio de la República. 


3) Un arbitraje es internacional, si: 


a) las partes en un acuerdo de arbitraje tienen, al 
momento de celebración de ese acuerdo, sus estable- 
cimientos en Estados diferentes, o 


b) el lugar del cumplimiento de una parte sustan- 
cial de las obligaciones de la relación comercial o el 
lugar con el cual el objeto del litigio tenga una rela- 
ción más estrecha, esté situado fuera del Estado en el 
que las partes tienen su establecimiento. 


4) La sola voluntad de las partes no podrá deter- 
minar la internacionalidad del arbitraje. 


5) A los efectos del párrafo 3) de este Artículo: 


a) si alguna de las partes tiene más de un 
establecimiento, el establecimiento será el que 
guarde una relación más estrecha con el acuerdo de 
arbitraje; 


b) si una parte no tiene ningún establecimiento, 
se tomará en cuenta su residencia habitual. 


6) La presente Ley no afectará a ninguna otra ley 
vigente en la República en virtud de la cual deter- 
minadas controversias no son susceptibles de arbi- 
traje o se pueden someter a arbitraje únicamente de 
conformidad con disposiciones que no sean las de la 
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presente ley. 


7) La expresión “comercial” debe ser interpre- 
tada ampliamente de modo que abarque las cues- 
tiones que se planteen en todas las relaciones de 
índole comercial contractuales o no. Las relaciones 
de índole comercial comprenden las operaciones 
siguientes sin limitarse a ellas: cualquier operación 
comercial de suministro o intercambio de bienes o 
servicios, acuerdo de distribución, representación 
o mandato comercial, transferencia de créditos 
para su cobro (factoring), arrendamiento de bie- 
nes con opción de compra (leasing), construcción 
de obras, consultoría, ingeniería, concesión de li- 
cencias, inversión, financiación, banca, seguros, 
acuerdo de concesión o explotación, asociaciones 
de empresas y otras formas de cooperación indus- 
trial o comercial, transporte de mercaderías o de 
pasajeros por vía aérea, marítima, férrea o por ca- 
rretera. 


Artículo 2”. Definiciones y reglas de interpreta- 
ción. 


A los efectos de la presente Ley: 


a) “arbitraje” significa cualquier arbitraje con in- 
dependencia de que sea o no una institución arbitral 
permanente la que haya de ejercitarlo; 


b) “tribunal arbitral” significa tanto un solo árbitro 
como una pluralidad de árbitros; 


c) “tribunal” significa un órgano del sistema judi- 
cial de un país; 


d) “costas” significa los honorarios del tribunal 
arbitral, los gastos de viaje y demás expensas rea- 
lizadas por los árbitros, los costos de la asesoría 
pericial o de cualquier otra asistencia requerida 
por el tribunal arbitral: los gastos de viaje y otras 
expensas realizadas por los testigos, siempre que 
sean aprobados por el tribunal arbitral; el costo 
de representación y asistencia legal de la parte 
vencedora si se reclamó dicho costo durante el 
procedimiento arbitral y solo en la medida en que 
el tribunal arbitral decida que el monto es razo- 
nable; 


e) cuando una disposición de la presente Ley, ex- 
cepto el artículo 28, deje a las partes la facultad de 
decidir libremente sobre un asunto, esa facultad en- 
traña la de autorizar a un tercero, incluida una insti- 
tución, que adopte esa decisión; 


f) cuando una disposición de la presente Ley se 
refiera a un acuerdo que las partes hayan celebrado 
o que puedan celebrar, se entenderán comprendidas 
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en ese acuerdo todas las disposiciones del reglamento 
de arbitraje en él mencionado; 


g) cuando una disposición de la presente Ley, 
excepto el inciso a) del Artículo 25 y el inciso a) 
del párrafo 2) del Artículo 32, se refiera a una 
demanda, se aplicará también a una reconven- 
ción, y cuando se refiera a una contestación, se 
aplicará asimismo a la contestación a esa recon- 
vención. 


h) en la interpretación de la presente Ley habrán 
de tenerse en cuenta su origen internacional y la ne- 
cesidad de promover la uniformidad de su aplicación 
y la observancia de la buena fe. 


i) las cuestiones relativas a las materias que se 
rigen por la presente Ley que no estén expresa- 
mente resueltas en ella se decidirán de conformi- 
dad con los principios generales en que se basa la 
presente Ley. 


Artículo 3”. Recepción de comunicaciones 
escritas. 


1) Salvo acuerdo en contrario de las partes: 


a) se considerará recibida toda comunicación 
escrita que haya sido entregada personalmente 
al destinatario o que haya sido entregada en su 
establecimiento, residencia habitual o domicilio 
postal. En el supuesto de que no se conozca, tras 
una indagación razonable, ninguno de esos luga- 
res, se considerará recibida toda comunicación 
escrita que haya sido enviada al último estable- 
cimiento, residencia habitual o domicilio postal 
conocido del destinatario por carta certificada o 
cualquier otro medio que deje constancia del in- 
tento de entrega; 


b) la comunicación se considerará recibida el día 
en que se haya realizado tal entrega. 


2) Las disposiciones de este artículo no se aplican 
a las comunicaciones realizadas en un procedimiento 
ante un tribunal. 


Artículo 4”. Renuncia al derecho a objetar. 


Se considerará que la parte que prosiga el arbitra- 
je conociendo que no se ha cumplido alguna disposi- 
ción de la presente Ley de la que las partes puedan 
apartarse o algún requisito del acuerdo de arbitraje y 
no exprese su objeción a tal incumplimiento sin de- 
mora injustificada o, si se prevé un plazo para hacer- 
lo, dentro de ese plazo, ha renunciado a su derecho 
a objetar. 
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Artículo 5”. Alcance de la intervención del tri- 
bunal. 


En los arbitrajes que se rijan por la presente Ley 
no intervendrá ningún tribunal salvo en los casos en 
que esta Ley así lo disponga. 


Artículo 6”. Tribunal competente para el cum- 
plimiento de determinadas funciones de asistencia y 
supervisión durante el arbitraje. 


Las funciones a que se refieren los artículos 11 3) 
y 4), 13. 3), 14, 16.3), 17. 3) y 39.2) serán ejercidas 
por los Tribunales de Apelaciones en lo Civil. 


CAPÍTULO 11 
ACUERDO DE ARBITRAJE 


Artículo 7”. Definición y forma del acuerdo de 
arbitraje. 


1) El “acuerdo de arbitraje” es un acuerdo por 
el que las partes deciden someter a arbitraje todas 
las controversias o ciertas controversias que hayan 
surgido o puedan surgir entre ellas respecto de una 
determinada relación jurídica, contractual o no con- 
tractual. 


2) El acuerdo de arbitraje podrá adoptar la forma 
de una cláusula compromisoria incluida en un con- 
trato o la forma de un acuerdo independiente. 


3) El acuerdo de arbitraje deberá constar por 
escrito. Se entenderá que el acuerdo es escrito 
cuando esté consignado en un documento firmado 
por las partes o en un intercambio de cartas, fac- 
símil, telegramas u otros medios de comunicación 
electrónica que dejen constancia del acuerdo, o en 
un intercambio de escritos de demanda y contes- 
tación en los que la existencia de un acuerdo sea 
afirmada por una parte sin ser negada por otra. La 
referencia hecha en un contrato a un documento 
que contiene una cláusula compromisoria consti- 
tuye acuerdo de arbitraje siempre que el contrato 
conste por escrito y la referencia implique que esa 
cláusula forma parte del contrato. 


Artículo 8”. Acuerdo de arbitraje y demanda en 
cuanto al fondo ante un tribunal. 


1) El tribunal al que se someta un litigio sobre un 
asunto que es objeto de un acuerdo de arbitraje, re- 
mitirá a las partes al arbitraje si lo solicita cualquiera 
de ellas, a más tardar, en el momento de presentar el 
primer escrito sobre el fondo del litigio, a menos que 
se compruebe que dicho acuerdo es nulo, ineficaz o 
de ejecución imposible. 


CÁMARA DE SENADORES 


111-C.S. 


2) Si se ha entablado la acción a que se refiere 
el párrafo 1) del presente Artículo, se podrá, no obs- 
tante, iniciar o proseguir las actuaciones arbitrales y 
dictar un laudo mientras la cuestión esté pendiente 
ante el tribunal. 


Artículo 9. Acuerdo de arbitraje y adopción de 
medidas provisionales por el tribunal. 


No será incompatible con un acuerdo de arbi- 
traje que una parte, ya sea con anterioridad a las 
actuaciones arbitrales o durante su transcurso, so- 
licite de un tribunal la adopción de medidas caute- 
lares provisionales ni que el tribunal conceda esas 
medidas. 


CAPÍTULO IM 
COMPOSICIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL 
Artículo 10. Número de árbitros. 


1) Las partes podrán acordar el número de 
árbitros. 


2) A falta de tal acuerdo, los árbitros serán tres. 
Artículo 11. Nombramiento de los árbitros. 


1) Salvo acuerdo en contrario de las partes, la na- 
cionalidad de una persona no será obstáculo para que 
esa persona actúe como árbitro. 


2) Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos 4) 
y 5) del presente Artículo, las partes podrán acordar 
libremente el procedimiento para el nombramiento 
del árbitro o los árbitros. 


3) A falta de tal acuerdo, 


a) en el arbitraje con tres árbitros, cada 
parte nombrará un árbitro y los dos árbitros así 
designados nombrarán al tercero Si una parte no 
nombra al árbitro dentro de los treinta días del 
recibo de un requerimiento de la otra parte para 
que lo haga, o si los dos árbitros no consiguen 
ponerse de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de 
los treinta días contados desde su nombramiento, 
la designación será hecha, a petición de una de 
las partes, por el tribunal competente conforme 
al artículo 6%; 


b) en el arbitraje con árbitro único, si las partes 
no consiguen ponerse de acuerdo sobre la designa- 
ción del árbitro, este será nombrado, a petición de 
cualquiera de las partes, por el tribunal competente 
conforme al artículo 6”. 
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4) Cuando en un procedimiento de nombramiento 
convenido por las partes, 


a) una parte no actúe conforme a lo estipulado en 
dicho procedimiento, o 


b) las partes o dos árbitros no puedan llegar a 
acuerdo conforme al mencionado procedimiento, o 


c) un tercero, incluida una institución, no cumpla 
la función que se le confiera en dicho procedimien- 
to, cualquiera de las partes podrá solicitar al tribunal 
competente conforme al Artículo 6” que adopte la 
medida necesaria, a menos que en el acuerdo sobre 
el procedimiento de nombramiento se prevean otros 
medios para conseguirlo. 


5) Toda decisión sobre las cuestiones encomen- 
dadas en los párrafos 3) o 4) del presente artículo 
al tribunal competente, conforme al artículo 6” será 
inapelable. Al nombrar un árbitro, el tribunal compe- 
tente tendrá debidamente en cuenta las condiciones 
requeridas para un árbitro por el acuerdo entre las 
partes y tomará las medidas necesarias para garan- 
tizar el nombramiento de un árbitro independiente 
e imparcial En el caso de árbitro único o del tercer 
árbitro, tendrá en cuenta asimismo la conveniencia 
de nombrar un árbitro de nacionalidad distinta a la 
de las partes. 


Artículo 12. Motivos de recusación. 


1) La persona a quien se comunique su posible 
nombramiento como árbitro deberá revelar todas las 
circunstancias que puedan dar lugar a dudas justifi- 
cadas acerca de su imparcialidad o independencia. 
El árbitro, desde el momento de su nombramiento y 
durante todas las actuaciones arbitrales, revelará sin 
demora tales circunstancias a las partes, a menos que 
ya les haya informado de ellas. 


2) Un árbitro solo podrá ser recusado si existen 
circunstancias que den lugar a dudas justificadas 
respecto de su imparcialidad o independencia, o si 
no posee las calificaciones convenidas por las partes. 
Una parte solo podrá recusar al árbitro nombrado por 
ella, o en cuyo nombramiento haya participado, por 
causas de las que haya tenido conocimiento después 
de efectuada la designación. 


3) En los arbitrajes en que sea parte un Estado 
o una entidad pública, la condición de funcionario 
público del árbitro designado por esa parte no supone 
necesariamente causal de recusación. 
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Artículo 13. Procedimiento de recusación. 


1) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3) 
del presente Artículo, las partes podrán acordar el 
procedimiento de recusación de los árbitros. 


2) A falta de tal acuerdo, la parte que desee re- 
cusar a un árbitro enviará al tribunal arbitral, dentro 
de los quince días siguientes a aquel en que tenga 
conocimiento de la constitución del tribunal arbitral 
o de cualquiera de las circunstancias mencionadas 
en el párrafo 2) del artículo 12, un escrito en el que 
exponga los motivos para la recusación. A menos que 
el árbitro recusado renuncie a su cargo o que la otra 
parte acepte la recusación, corresponderá al tribunal 
arbitral decidir sobre esta. 


3) Si no prosperase la recusación incoada con 
arreglo al procedimiento acordado por las partes o en 
los términos del párrafo 2) del presente artículo, la 
parte recusante podrá pedir al tribunal, conforme al 
artículo 6”, dentro de los treinta días siguientes al re- 
cibo de la notificación de la decisión por la que se re- 
chaza la recusación, que decida sobre la procedencia 
de la recusación. El tribunal dispondrá de un plazo 
máximo de sesenta días para fallar y su decisión será 
inapelable Mientras esa petición esté pendiente, el 
tribunal arbitral suspenderá sus actuaciones, las que 
se reanudarán una vez resuelta la recusación o trans- 
currido el plazo de sesenta días antes indicado sin 
que hubiese habido resolución al respecto. 


Artículo 14. Falta o imposibilidad de ejercicio de 
las funciones. 


1) Cuando un árbitro se vea impedido de jure o de 
facto en el ejercicio de sus funciones o por otros moti- 
vos no las ejerza dentro de un plazo razonable, cesará 
en su cargo si renuncia o si las partes acuerdan su 
remoción. De lo contrario, si subsiste un desacuer- 
do respecto a cualquiera de esos motivos, cualquiera 
de las partes podrá solicitar del tribunal competente 
conforme al artículo 6” una decisión que declare la 
cesación del mandato, decisión que será inapelable, 
la que deberá adoptarse en un plazo máximo de se- 
senta días. 


2) Si, conforme a lo dispuesto en el presente Ar- 
tículo o en el párrafo 2) del artículo 13, un árbitro 
renuncia a su cargo o una de las partes acepta la ter- 
minación del mandato de un árbitro, ello no se con- 
siderará como una aceptación de la procedencia de 
ninguno de los motivos mencionados en el presente 
artículo o en el párrafo 2) del artículo 12. 
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Artículo 15. Nombramiento de un árbitro 
sustituto. 


Cuando un árbitro cese en su cargo en virtud de 
lo dispuesto en los artículos 13 o 14, o en los casos 
de renuncia por cualquier otro motivo o de remoción 
por acuerdo de las partes o de expiración de su man- 
dato por cualquier otra causa, se procederá al nom- 
bramiento de un sustituto conforme al mismo proce- 
dimiento por el que se designó al árbitro que se ha de 
sustituir. 


CAPÍTULO IV 
COMPETENCIA DEL TRIBUNAL ARBITRAL 


Artículo 16. Facultad del tribunal arbitral para 
decidir acerca de su competencia. 


1) El tribunal arbitral estará facultado para deci- 
dir acerca de su propia competencia, incluso sobre 
las excepciones relativas a la existencia o a la validez 
del acuerdo de arbitraje. A ese efecto, una cláusu- 
la compromisoria que forme parte de un contrato se 
considerará como un acuerdo independiente de las 
demás estipulaciones del contrato. La decisión del tri- 
bunal arbitral de que el contrato es nulo no entrañará 
ipso jure la nulidad de la cláusula compromisoria. 


2) La excepción de incompetencia del tribunal 
arbitral deberá oponerse a más tardar en el momento 
de presentar la contestación. Las partes no se verán 
impedidas de oponer la excepción por el hecho de 
que hayan designado a un árbitro o participado en 
su designación. La excepción basada en que el tribu- 
nal arbitral ha excedido su mandato deberá oponerse 
tan pronto como se plantee durante las actuaciones 
arbitrales la materia que supuestamente exceda su 
mandato. El tribunal arbitral podrá, en cualquiera de 
los casos, examinar una excepción presentada tardía- 
mente si considera justificada la demora. 


3) El tribunal arbitral podrá decidir las excep- 
ciones a que se hace referencia en el párrafo 2) del 
presente artículo como cuestión previa o en un laudo 
sobre el fondo. También podrá decidir como cuestión 
previa o en el laudo sobre el fondo, la excepción basa- 
da en la falta de legitimación activa del demandante 
Si como cuestión previa el tribunal arbitral se declara 
competente, cualquiera de las partes, dentro de los 
treinta días siguientes a la notificación de esa deci- 
sión, podrá solicitar del tribunal competente, confor- 
me al artículo 6”, que resuelva la cuestión dentro de 
un plazo máximo de sesenta días y la resolución de 
este tribunal será inapelable. Mientras esté pendien- 
te dicha solicitud, el tribunal arbitral podrá proseguir 
sus actuaciones y dictar un laudo. 
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Artículo 17. Facultad del tribunal arbitral de or- 
denar medidas provisionales cautelares 


1) Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tri- 
bunal arbitral podrá, a petición de una de ellas, or- 
denar la adopción de medidas cautelares que estime 
necesarias respecto del objeto del litigio. El tribunal 
arbitral podrá exigir del solicitante de una medida 
cautelar, que preste una garantía adecuada respecto 
de la medida. 


2) Toda medida cautelar ordenada por un tribunal 
arbitral se reconocerá como vinculante, y salvo que el 
tribunal arbitral disponga otra cosa, si la parte con- 
cernida no se somete voluntariamente o si su efec- 
tividad lo requiere, será ejecutada, al ser solicitada 
tal ejecución, por el tribunal competente conforme lo 
dispuesto en el artículo 6. 


3) Por medida cautelar se entenderá toda medi- 
da temporal, otorgada en forma o no de laudo, por 
la que, en cualquier momento previo a la emisión 
de laudo por el que se dirima definitivamente la 
controversia, el tribunal ordene a una de las partes 
que: 


a) mantenga o restablezca el statu quo en espera 
de que se dirima la controversia; 


b) adopte medidas para impedir algún daño ac- 
tual o inminente o el menoscabo del procedimiento 
arbitral, o que se abstenga de llevar a cabo ciertos 
actos que probablemente ocasionarían dicho daño o 
menoscabo al procedimiento arbitral; 


c) proporcione algún medio para preservar bienes 
que permitan ejecutar el laudo o laudos que puedan 
dictarse; 


d) preserve elementos de prueba que pudieran ser 
relevantes y pertinentes para resolver la controversia. 


4) La medida cautelar será otorgada por el tri- 
bunal arbitral cuando estime que es necesaria para 
la protección de un derecho y siempre que exista 
peligro de lesión o frustración del mismo por la du- 
ración del proceso. Esta estimación no prejuzgará 
la decisión subsiguiente a que pueda llegar el tri- 
bunal arbitral. 


5) Toda medida cautelar se decretará previa co- 
municación a la contraparte, salvo que el tribunal 
arbitral considere que, en razón del peligro en la de- 
mora, debe resolverse sin dar aviso previo. 


6) El solicitante de una medida cautelar será res- 
ponsable de las costas y de los daños y perjuicios que 
dicha medida ocasione a cualquier parte, siempre que 
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el tribunal arbitral determine ulteriormente que, en 
las circunstancias del caso, no debería haberse solici- 
tado la medida. El tribunal arbitral podrá condenarle 
en cualquier momento de las actuaciones al pago de 
las costas y de los daños y perjuicios. 


7) El tribunal gozará de la misma competencia 
para dictar medidas cautelares al servicio de actua- 
ciones arbitrales, con independencia de que estas se 
substancien o no en la República. El tribunal ejercerá 
dicha competencia de conformidad con sus propios 
procedimientos y teniendo en cuenta los rasgos dis- 
tintivos del arbitraje internacional. 


8) La medidas cautelares dictadas por el tribunal, 
antes de la iniciación de los procedimientos arbitrales 
expirarán a los treinta días contados a partir de la 
fecha en que el tribunal la haya emitido, si en ese 
plazo no se hubiesen efectuado actos concretos de 
iniciación de tales procedimientos. 


CAPÍTULO V 


SUSTANCIACIÓN DE LAS ACTUACIONES 
ARBITRALES 


Artículo 18. Trato equitativo de las partes. 


Deberá tratarse a las partes con igualdad y darse 
a cada una de ellas plena oportunidad de hacer valer 
sus derechos. 


Artículo 19. Determinación del procedimiento. 


1) Con sujeción a las disposiciones de la presen- 
te Ley, las partes tendrán libertad para convenir el 
procedimiento a que se haya de ajustar el tribunal 
arbitral en sus actuaciones. 


2) A falta de acuerdo, el tribunal arbitral podrá, 
con sujeción a lo dispuesto en la presente Ley, dirigir 
el arbitraje del modo que considere apropiado. Esta 
facultad conferida al tribunal arbitral incluye la de 
determinar la admisibilidad, la pertinencia y el valor 
de las pruebas. 


Artículo 20. Lugar del arbitraje. 


1) Las partes podrán acordar el lugar del arbitraje. 
En caso de no haber acuerdo al respecto, el tribunal 
arbitral determinará el lugar del arbitraje, atendidas 
las circunstancias del caso, inclusive la conveniencia 
de las partes. 


2) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo pre- 
cedente, el tribunal arbitral podrá, salvo acuerdo en 
contrario de las partes, reunirse en cualquier lugar 
que estime apropiado para celebrar deliberaciones 
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entre sus miembros, para oír a los testigos, a los peri- 
tos o a las partes, o para examinar mercancías u otros 
bienes o documentos. 


Artículo 21. Iniciación de las actuaciones arbi- 
trales. 


Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, 
las actuaciones arbitrales respecto de una determina- 
da controversia se iniciarán en la fecha en que el de- 
mandado haya recibido el requerimiento de someter 
esa controversia a arbitraje. 


Artículo 22. Idioma. 


1) Las partes podrán acordar el idioma o los idio- 
mas que hayan de utilizarse en las actuaciones ar- 
bitrales. A falta de tal acuerdo, el tribunal arbitral 
determinará el idioma o los idiomas que hayan de 
emplearse en las actuaciones. Este acuerdo o esta de- 
terminación será aplicable, salvo que en ellos mismos 
se haya especificado otra cosa, a todos los escritos de 
las partes, a todas las audiencias, y a cualquier laudo, 
decisión o comunicación de otra índole que emita el 
tribunal arbitral. 


2) El tribunal arbitral podrá ordenar que cual- 
quier prueba documental vaya acompañada de una 
traducción al idioma o los idiomas convenidos por las 
partes o determinados por el tribunal arbitral. 


Artículo 23. Demanda y contestación. 


1) Dentro del plazo convenido por las partes o de- 
terminado por el tribunal arbitral, el demandante de- 
berá exponer los hechos en que se funda la demanda, 
los puntos controvertidos y el objeto de la demanda. 
El demandado deberá responder a los extremos ex- 
puestos en la demanda, a menos que las partes ha- 
yan acordado otra cosa respecto de los elementos que 
la demanda y la contestación deban necesariamente 
contener. Las partes podrán aportar, conjuntamente 
con sus escritos de demanda y de contestación, todos 
los documentos que consideren pertinentes o hacer 
referencia a los documentos u otras pruebas que ha- 
yan de diligenciarse. 


2) Salvo acuerdo en contrario de las partes, en 
el curso de las actuaciones arbitrales cualquiera de 
las partes podrá modificar o ampliar su demanda o 
contestación, a menos que el tribunal arbitral lo con- 
sidere improcedente en razón de la demora con que 
se ha hecho. 


Artículo 24. Audiencias y actuaciones por 
escrito. 


1) Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tri- 
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bunal arbitral decidirá si han de celebrarse audien- 
cias para la presentación de pruebas o para alegatos 
orales, o si las actuaciones se sustanciarán sobre la 
base de documentos y demás pruebas presentadas 
por las partes. No obstante, a menos que las partes 
hubiesen convenido que no se celebrarían audien- 
cias, el tribunal arbitral celebrará dichas audiencias 
en la fase apropiada de las actuaciones, a petición de 
una de las partes. 


2) Deberá notificarse a las partes con suficiente 
antelación, la celebración de las audiencias y las re- 
uniones del tribunal arbitral para examinar mercan- 
cías u otros bienes o documentos. 


3) De todas las declaraciones, documentos o de- 
más información que una de las partes suministre 
al tribunal arbitral se dará traslado a la otra parte. 
Asimismo, deberán ponerse a disposición de ambas 
partes los peritajes o los documentos probatorios en 
los que el tribunal arbitral pueda basarse al adoptar 
su decisión. 


Artículo 25. Rebeldía de una de las partes. 


Salvo acuerdo en contrario de las partes cuando, 
sin invocar causa suficiente, 


a) el demandante no presente su demanda con 
arreglo al párrafo 1) del artículo 23, el tribunal arbi- 
tral dará por terminadas las actuaciones; 


b) el demandado no presente su contestación con 
arreglo al párrafo 1) del artículo 23, el tribunal arbi- 
tral continuará las actuaciones, sin que esa omisión 
se considere por si misma como una aceptación de las 
alegaciones del demandante; 


c) una de las partes no comparezca a una audien- 
cia o no presente pruebas documentales, el tribunal 
arbitral podrá continuar las actuaciones y dictar el 
laudo basándose en las pruebas de que disponga. 


Artículo 26. Nombramiento de peritos por el tri- 
bunal arbitral. 


1) Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tri- 
bunal arbitral 


a) podrá nombrar uno o más peritos para que le 
informen sobre materias concretas que determinará 
el tribunal arbitral; 


b) podrá solicitar a cualquiera de las partes que 
suministre al perito toda la información pertinente 
o que le presente para su inspección todos los docu- 
mentos, mercancías u otros bienes pertinentes, o le 
proporcione acceso a ellos. 
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2) Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
cuando una parte lo solicite o cuando el tribunal ar- 
bitral lo considere necesario, el perito, después de la 
presentación de su dictamen escrito u oral, deberá 
participar en una audiencia en la que las partes ten- 
drán oportunidad de hacerle preguntas y de presen- 
tar peritos para que informen sobre los puntos con- 
trovertidos. 


Artículo 27. Asistencia de los tribunales para la 
práctica de pruebas. 


El tribunal arbitral o cualquiera de las partes, 
con la aprobación del tribunal arbitral, podrá pedir la 
asistencia de un tribunal competente de la República 
para la práctica de pruebas. El tribunal podrá atender 
dicha solicitud dentro del ámbito de su competencia y 
de conformidad con las normas aplicables sobre me- 
dios de prueba. 


CAPÍTULO VI 


PRONUNCIAMIENTO DEL LAUDO Y 
TERMINACIÓN 
DE LAS ACTUACIONES 


Artículo 28. Normas aplicables al fondo del 
litigio. 


1) El tribunal arbitral decidirá el litigio de con- 
formidad con las normas de derecho elegidas por 
las partes como aplicables al fondo del litigio. Se 
entenderá que toda indicación del derecho u or- 
denamiento jurídico de un Estado determinado se 
refiere, a menos que se exprese lo contrario, al de- 
recho sustantivo de ese Estado y no a sus normas de 
conflicto de leyes. 


2) Si las partes no indican el derecho aplicable, el 
mismo será escogido por el tribunal arbitral conforme 
a los criterios que estime convenientes. 


3) El tribunal arbitral decidirá ex aequo et bono o 
como amigable componedor solo si las partes lo auto- 
rizan expresamente. 


4) En todos los casos, el tribunal arbitral decidirá 
con arreglo a las estipulaciones del contrato y tendrá 
en cuenta los usos del comercio internacional aplica- 
bles al caso. 


Artículo 29. Adopción de decisiones cuando hay 
más de un árbitro. 


En las actuaciones arbitrales en que haya más 
de un árbitro, toda decisión del tribunal arbitral se 
adoptará, salvo acuerdo en contrario de las partes, 
por mayoría de votos de todos los miembros. Sin em- 
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bargo, el árbitro presidente podrá decidir cuestiones 
de procedimiento, si así lo autorizan las partes o todos 
los miembros del tribunal. 


Artículo 30. Transacción. 


1) Si durante las actuaciones arbitrales las partes 
llegan a una transacción que resuelva el litigio, el tri- 
bunal arbitral dará por terminadas las actuaciones y, 
silo piden ambas partes y el tribunal arbitral no se 
opone, hará constar la transacción en forma de laudo 
arbitral en los términos convenidos por las partes. 


2) El laudo en los términos convenidos se dictará 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 31 y se hará 
constar en él que se trata de un laudo. Este laudo 
tiene la misma naturaleza y efecto que cualquier otro 
laudo dictado sobre el fondo del litigio. 


Artículo 31. Forma y contenido del laudo. 


1) El laudo se dictará por escrito y será firmado 
por el árbitro o los árbitros. En actuaciones arbitrales 
con más de un árbitro bastarán las firmas de la mayo- 
ría de los miembros del tribunal arbitral, siempre que 
se deje constancia de las razones de la falta de una o 
más firmas. 


2) El laudo del tribunal arbitral deberá ser moti- 
vado, a menos que las partes hayan convenido otra 
cosa o que se trate de un laudo pronunciado en los 
términos convenidos por las partes conforme al artí- 
culo 30. 


3) Constarán en el laudo la fecha en que ha sido 
dictado y el lugar del arbitraje determinado de con- 
formidad con el párrafo 1) del artículo 20. El laudo se 
considerará dictado en ese lugar. 


4) Después de dictado el laudo, el tribunal lo no- 
tificará a cada una de las partes mediante entrega 
de una copia firmada por los árbitros de conformidad 
con el párrafo 1) del presente artículo. 


Artículo 32. Terminación de las actuaciones. 


1) Las actuaciones arbitrales terminan con el lau- 
do definitivo o por una orden del tribunal arbitral dic- 
tada de conformidad con el párrafo 2) del presente 
artículo 


2) El tribunal arbitral ordenará la terminación de 
las actuaciones arbitrales cuando 


a) el demandante retire su demanda, a menos que 
el demandado se oponga a ello y el tribunal arbitral 
reconozca un legítimo interés de su parte en obtener 
una solución definitiva del litigio; 
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b) las partes acuerden dar por terminadas las ac- 
tuaciones; 


c) el tribunal arbitral compruebe que la prosecu- 
ción de las actuaciones resultaría innecesaria o im- 
posible. 


3) El tribunal arbitral cesará en sus funciones 
al terminar las actuaciones arbitrales, salvo lo 
dispuesto en el artículo 33 y en el párrafo 4) del 
artículo 39. 


Artículo 33. Corrección e interpretación del lau- 
do y laudo adicional. 


1) Dentro de los treinta días siguientes a la recep- 
ción del laudo, salvo que las partes hayan acordado 
otro plazo: 


a) cualquiera de las partes podrá, con notificación 
a la otra, pedir al tribunal arbitral que corrija en el 
laudo cualquier error de cálculo, de copia o tipográfi- 
co o cualquier otro error de naturaleza similar; 


b) cualquiera de las partes podrá, con notificación 
a la otra, pedir al tribunal arbitral que dé una inter- 
pretación sobre un punto o una parte concreta del 
laudo. 


Si el tribunal arbitral estima justificado el reque- 
rimiento, efectuará la corrección o dará la interpre- 
tación dentro de los treinta días siguientes a la recep- 
ción de la solicitud. La interpretación formará parte 
del laudo. 


2) El tribunal arbitral podrá corregir cualquier 
error del tipo mencionado en el inciso a) del párrafo 
1) del presente artículo por su propia iniciativa den- 
tro de los treinta días siguientes a la fecha del laudo. 


3) Salvo acuerdo en contrario de las partes, den- 
tro de los treinta días siguientes a la recepción del 
laudo, cualquiera de las partes, con notificación a la 
otra parte, podrá pedir al tribunal arbitral que dicte 
un laudo adicional respecto de reclamaciones for- 
muladas en las actuaciones arbitrales, pero omitidas 
del laudo. Si el tribunal arbitral estima justificado el 
requerimiento, dictará el laudo adicional dentro de 
sesenta días. 


4) El tribunal arbitral podrá prorrogar hasta por 
sesenta días, de ser necesario, el plazo en el cual 
efectuará una corrección, dará una interpretación o 
dictará un laudo adicional con arreglo a los párrafos 
1) o 3) del presente artículo. 


5) Lo dispuesto en el artículo 31 se aplicará a las 
correcciones o interpretaciones del laudo o a los lau- 
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dos adicionales. 
CAPÍTULO VII 
COSTAS 
Artículo 34. Régimen de las costas. 


Las partes podrán adoptar, ya sea directamente o 
por referencia a un reglamento de arbitraje, reglas 
relativas a las costas del arbitraje. A falta de acuer- 
do entre las partes, se aplicarán las disposiciones del 
presente capítulo. 


Artículo 35. Fijación y revisión de los honorarios. 


1) El tribunal arbitral fijará en el laudo las costas 
del arbitraje. 


2) Cuando el tribunal arbitral dicte una orden de 
conclusión del procedimiento arbitral o un laudo en 
los términos convenidos por las partes, fijará las cos- 
tas del arbitraje en el texto de esa orden o laudo. 


3) El tribunal arbitral no podrá cobrar honorarios 
adicionales por la interpretación, rectificación o por 
completar su laudo. 


Artículo 36. Criterios para la fijación de hono- 
rarios. 


1) Los honorarios del tribunal arbitral serán de 
un monto razonable, teniendo en cuenta el monto en 
disputa, la complejidad del tema, el tiempo dedicado 
por los árbitros y cualesquiera otras circunstancias 
pertinentes del caso. 


2) Sin perjuicio de lo expresado en el párrafo 1) 
el tribunal arbitral podrá tener en cuenta, al fijar los 
honorarios, los aranceles existentes en las institucio- 
nales arbitrales internacionales, tal como el arancel 
de la Cámara Internacional de Comercio de París. 


3) Los honorarios de cada árbitro se indicarán por 
separado. 


Artículo 37. Condena en costas. 


1) Salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente, 
las costas del arbitraje serán de cargo de la par- 
te vencida. Sin embargo, el tribunal arbitral podrá 
prorratear cada uno de los elementos de estas cos- 
tas entre las partes si decide que el prorrateo es 
razonable, teniendo en cuenta las circunstancias 
del caso. 


2) En todos los casos, las partes responderán 
solidariamente de los honorarios del tribunal ar- 
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bitral, gastos de viaje y demás expensas realizadas 
por los árbitros y costos de asesoría pericial o de 
cualquier otra asistencia requerida por el tribunal 
arbitral. 


3) Respecto del costo de representación y de 
asistencia legal, el tribunal arbitral decidirá, te- 
niendo en cuenta las circunstancias del caso, qué 
parte deberá pagar dicho costo o podrá prorratear- 
lo entre las partes si decide que es lo razonable. 


Artículo 38. Anticipo de costas. 


1) Una vez constituido, el tribunal arbitral po- 
drá requerir a cada una de las partes que depo- 
site una suma igual, por concepto de anticipo de 
honorarios del tribunal arbitral, gastos de viaje y 
demás expensas realizadas por los árbitros y costos 
de asesoría pericial o de cualquier otra asistencia 
requerida por el tribunal arbitral. 


2) En el curso de las actuaciones, el tribunal 
arbitral podrá requerir depósitos adicionales de las 
partes. 


3) Si transcurridos treinta días desde la comu- 
nicación del requerimiento del tribunal arbitral 
los depósitos requeridos no se han efectuado en 
su totalidad, el tribunal arbitral informará de este 
hecho a las partes a fin de que cualquiera de ellas 
haga el pago requerido Si este pago no se efectúa, 
el tribunal arbitral podrá ordenar la suspensión o 
la conclusión del procedimiento de arbitraje. 


4) Respecto de los honorarios de los árbitros, el 
tribunal podrá requerir a cada una de las partes, en 
cualquier estado del procedimiento, una garantía su- 
ficiente del pago que corresponda. 


5) La parte que efectúe un pago que corresponde 
a la otra podrá repetir contra ella la suma abonada. 


6) Una vez dictado el laudo, el tribunal arbitral 
entregará a las partes un estado de cuenta de los de- 
pósitos recibidos y les reembolsará todo saldo no uti- 
lizado. 


CAPÍTULO VIII 
IMPUGNACIÓN DEL LAUDO 


Artículo 39. La petición de nulidad como único 
recurso contra un laudo arbitral. 


1) El laudo solo podrá recurrirse ante un tribunal 
mediante una petición de nulidad conforme a los pá- 
rrafos 2) y 3) del presente Artículo. 
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2) El laudo arbitral solo podrá ser anulado por el 
tribunal indicado en el artículo 6 cuando 


a) la parte que interpone la petición pruebe: 


i) que una de las partes en el acuerdo de arbi- 
traje a que se refiere el artículo 7” estaba afectada 
por alguna incapacidad en virtud de la ley que les es 
aplicable, o que dicho acuerdo no es válido en virtud 
de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se 
hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley 
del Estado en el que se haya dictado el laudo; o 


ii) que no ha sido debidamente notificada de la de- 
signación de un árbitro o de las actuaciones arbitrales 
o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer 
sus derechos; o 


iii) que el laudo se refiere a una controversia no 
prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisio- 
nes que exceden los términos del acuerdo de arbitra- 
je, no obstante, si las disposiciones del laudo que se 
refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pue- 
den separarse de las que no lo están, solo se podrán 
anular estas últimas; o 


iv) que la composición del tribunal arbitral o el 
procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo 
entre las partes, salvo que dicho acuerdo estuviera en 
conflicto con una disposición de la presente ley o de 
otra ley de la República de la que las partes no pue- 
dan apartarse o, a falta de dicho acuerdo, que no se 
han ajustado a esta ley; o 


b) el tribunal compruebe: 


i) que según la ley de la República, la materia 
objeto de la controversia no es susceptible de ar- 
bitraje; o 


ii) que el laudo es contrario al orden público inter- 
nacional de la República. 


3) La petición de nulidad no podrá formularse 
después de transcurridos tres meses contados desde 
la fecha de la fecha de la última notificación del laudo 
o, si la petición se ha hecho con arreglo al artículo 33 
desde la fecha de la última notificación de la resolu- 
ción que recaiga en esa petición. 


4) El tribunal, cuando se le solicite la anulación 
de un laudo, podrá suspender las actuaciones de nuli- 
dad, cuando corresponda y cuando así lo solicite una 
de las partes, por un plazo que determine, a fin de 
dar al tribunal arbitral la oportunidad de reanudar 
las actuaciones arbitrales o de adoptar cualquier otra 
medida que a juicio del tribunal arbitral elimine los 
motivos para la petición de nulidad. 
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CAPÍTULO IX 


RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LOS 
LAUDOS 


Artículo 40. Reconocimiento y ejecución. 


1) Un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en 
que se haya dictado, será reconocido como vinculante 
en la República y, tras la presentación de una petición 
por escrito al tribunal competente, será ejecutado de 
conformidad con las disposiciones de este artículo y 
del artículo 41. 


2) La parte que invoque un laudo o pida su ejecu- 
ción deberá presentar el original debidamente auten- 
ticado del laudo o copia debidamente certificada del 
mismo, y el original del acuerdo de arbitraje a que se 
refiere el artículo 7” o copia debidamente certificada 
del mismo. Si el laudo o el acuerdo no estuvieran re- 
dactados en el idioma oficial de la República, la par- 
te deberá presentar una traducción a ese idioma de 
dichos documentos, realizada por traductor público 
nacional o por el agente consular de la República del 
lugar de donde procede el documento. 


Artículo 41. Motivos para denegar el reconoci- 
miento o la ejecución. 


1) Solo se podrá denegar el reconocimiento o la 
ejecución de un laudo arbitral, cualquiera sea el país 
en que se haya dictado: 


a) a instancia de la parte contra la cual se invoca, 
cuando esta parte pruebe ante el tribunal competente 
del país en que se pide el reconocimiento o la 
ejecución: 


i) que una de las partes en el acuerdo de arbitraje 
a que se refiere el artículo 7” estaba afectada por al- 
guna incapacidad, o que dicho acuerdo no es válido 
en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o 
si nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud 
de la ley del país en que se haya dictado el laudo, o 


1i) que la parte contra la cual se invoca el laudo 
no ha sido debidamente notificada de la designación 
de un árbitro o de las actuaciones arbitrales o no ha 
podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus de- 
rechos; o 


iii) que el laudo se refiere a una controversia no 
prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisio- 
nes que exceden los términos del acuerdo de arbitra- 
je, no obstante, si las disposiciones del laudo que se 
refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pue- 
den separarse de las que no lo están, se podrá dar 
reconocimiento y ejecución a las primeras, o 
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iv) que la composición del tribunal arbitral o el 
procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo 
celebrado entre las partes o en defecto de tal acuer- 
do, que no se han ajustado a la ley del país donde se 
efectuó el arbitraje; o 


v) que el laudo no es aún obligatorio para las par- 
tes o ha sido anulado o suspendido por un tribunal 
del país en que, o conforme a cuyo derecho, ha sido 
dictado ese laudo; o 


b) cuando el tribunal compruebe: 


i) que según la ley de la República, la materia 
objeto de la controversia no es susceptible de ar- 
bitraje; o 


ii) que el reconocimiento o la ejecución del laudo 
son contrarios al orden público internacional de la 
República. 


2) Si se ha pedido a un tribunal de los previstos en 
el inciso v) del apartado a) del párrafo 1) del presente 
artículo la nulidad o la suspensión del laudo, el tri- 
bunal al que se pide el reconocimiento o la ejecución 
podrá, silo considera procedente, aplazar su decisión 
y, a instancia de la parte que pida el reconocimiento 
o la ejecución del laudo, podrá también ordenar a la 
otra parte que dé garantías apropiadas. 


Exposición de motivos 
I. ANTECEDENTES. 


La Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial Interna- 
cional (en adelante designada como “Ley Modelo”), 
aprobada el 21 de junio de 1985 por la Comisión de 
las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Inter- 
nacional (CNUDMI-UNCITRAL) es un instrumento 
jurídico destinado a constituir un importante factor 
de armonización de los regímenes nacionales en la 
señalada materia. 


A su respecto, la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas, en su resolución 40/72, de diciembre de 
1985, recomendó “que todos los Estados examinen 
debidamente la Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial 
Internacional, teniendo en cuenta la conveniencia de 
la uniformidad del derecho procesal arbitral y las ne- 
cesidades especificas de la práctica del Arbitraje Co- 
mercial Internacional”. 


Sus redactores -entre ellos, miembros del Insti- 
tuto de Derecho Internacional Privado de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de la República- procu- 
raron recoger el consenso mundial en relación a los 
principios y aspectos más relevantes de la práctica del 
arbitraje comercial internacional, de modo que resul- 
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tara aceptable para los ordenamientos jurídicos de los 
Estados de todas las regiones. 


Entre los trabajos preparatorios, la CNUDMI exa- 
minó las leyes nacionales de arbitraje a nivel mun- 
dial, estudio que puso de manifiesto disparidades de 
diverso orden entre ellas. En efecto, algunas equi- 
paran el proceso arbitral a los juicios ante los tribu- 
nales nacionales, en tanto otras son fragmentarias o 
contemplan exclusivamente el arbitraje nacional, lo 
que no resulta satisfactorio como técnica; caso este 
último en el que se encuentra nuestro país, dada la 
regulación del Código General del Proceso referente 
al arbitraje doméstico. Ello dista de ser la situación 
ideal, en virtud de que en el arbitraje internacional 
las partes deben enfrentarse con disposiciones o pro- 
cedimientos extranjeros con los que no están familia- 
rizados o no son adecuados. 


Por otra parte, la carencia de una regulación com- 
pleta determina que ciertos aspectos deban regirse 
por disposiciones imperativas o supletorias, respecto 
de las que las leyes nacionales difieren con frecuen- 
cia en relación al proceso arbitral. 


Esta falta de certeza respecto del alcance de las 
leyes nacionales puede afectar negativamente no 
solo el desarrollo del proceso arbitral sino la propia 
elección del lugar del arbitraje. Es posible por ello 
que una de las partes no acepte un lugar que, de no 
mediar el señalado inconveniente, sería procedente 
por razones prácticas en el caso concreto. Ello sucede 
hoy con relación a nuestro país, que es parte de las 
más importantes convenciones en la materia, posee 
una muy buena jurisprudencia, pero carece de una 
ley. 


Como se expresa en la Nota explicativa de la Se- 
cretaría de la CNUDMI sobre la Ley Modelo a que re- 
fiere este Mensaje, “la adopción por los Estados de la 
Ley Modelo, que es fácilmente reconocible, responde 
a las necesidades específicas del Arbitraje Comercial 
Internacional y proporciona una norma internacional 
con soluciones aceptables para partes de Estados y 
ordenamientos jurídicos diferentes, (o que) aumen- 
taría las posibilidades en cuanto a los lugares del ar- 
bitraje y facilitaría la sustanciación de las actuaciones 
arbitrales”. 


A esta fecha, se han promulgado leyes basadas en 
la Ley Modelo en: 


Armenia (2006), Alemania (1998), Australia 
(1991), Austria (2005), Azerbaiyán (1999), Bahrein 
(1994), Bangladesh (2001), Belarús (1999), Bulgaria 
(2002), Camboya (2006), el Canadá (1986), Chile 
(2004), China: Hong Kong (1996) y Macao (1998), 
regiones administrativas especiales; Chipre, Croacia 
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(2001), Dinamarca (2005), Egipto (1996), España 
(2003), Estonia (2006), la ex República Yugoslava de 
Macedonia (2006), la Federación de Rusia (1993), 
Filipinas (2004), Grecia (1999), Guatemala (1995), 
Hungría (1994), la India (1996), Irán (República 
Islámica del) (1997), Irlanda (1998), el Japón 
(2003), Jordania (2001), Kenia (1995), Lituania 
(1996), Madagascar (1998), Malta (1995), México 
(2005), Nicaragua (2005), Nigeria (1990), Noruega 
(2004), Nueva Zelanda (1996), Omán (1997), 
Paraguay (2002), Polonia (2005), la República de 
Corea (1999), el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte: Escocia (1990) y las Bermudas, 
territorio de ultramar, Serbia (2006), Singapur 
(2001), Sri Lanka (1995), Tailandia (2002), Túnez 
(1993), Turquía (2001), Ucrania (1994); los Estados 
Unidos de América: California (1996), Connecticut 
(2000), Illinois (1998), Louisiana, Oregón y Texas; 
Uganda (2000), Venezuela (República Bolivariana 
de) (1998), Zambia (2000) y Zimbabwe (1996). 


Y se han promulgado leyes basadas en la Ley Mo- 
delo, con las enmiendas aprobadas en 2006 en: 


Irlanda (2008), Mauricio (2008), Nueva Zelanda 
(2007), el Perú (008) y Eslovenia (2008). 


Nuestro país ha tenido invariablemente una posi- 
ción favorable a la institución del arbitraje tanto in- 
terno como internacional. El Poder Ejecutivo, en el 
año 2004, presentó un proyecto similar, que recibie- 
ra aprobación en la Cámara de Diputados, sin haber 
concluido su trámite parlamentario. 


Importa recordar la ratificación por Uruguay de 
los Tratados de Derecho Procesal Internacional de 
Montevideo de 1889 y de 1940. Asimismo, la Repúbli- 
ca es Parte de la Convención Interamericana sobre 
Arbitraje Comercial Internacional (Panamá, 1975) 
aprobada por Ley N*14.534, de 24 de junio de 1976, 
de la Convención Interamericana Sobre Eficacia 
Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitra- 
les (Montevideo, 1979) aprobada por Ley N*14.953, 
de 6 de noviembre de 1979, y de la Convención de 
Nueva York sobre Reconocimiento y Ejecución de las 
Sentencias Arbitrales Extranjeras (Nueva York, 1958) 
aprobada por Ley N*15.229, de 11 de diciembre de 
1981, y de los Acuerdos sobre Arbitraje Comercial 
Internacional del Mercosur aprobados por Leyes 
N*17.834 y 17.751. 


No obstante, los citados instrumentos internacio- 
nales no son suficientes por diversas razones, entre 
ellas, en virtud de que el contenido regulado está aco- 
tado a algunos temas específicos y no a la globalidad 
del procedimiento arbitral. 


A diferencia de la mayoría de los Estados del mun- 
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do y de la región, nuestro país carece aún de una 
legislación interna que regule los aspectos funda- 
mentales del desarrollo del Arbitraje Comercial In- 
ternacional, pues el Código General del Proceso se 
limita a reglamentar el arbitraje de carácter interno y 
no el arbitraje internacional. 


La aprobación de la Ley Modelo se revela, pues, 
como necesaria, sería acorde a esa postura tradicio- 
nal de la República con relación al arbitraje, asumida 
reiteradamente en el seno de la comunidad interna- 
cional y vendría a completar, en línea con los com- 
promisos internacionales antes referidos, nuestra 
legislación interna, dándose así un apoyo ineludible 
para el desarrollo del Uruguay como sede de arbitra- 
jes internacionales. 


Con la aprobación de este proyecto, Uruguay se 
alinearía con la mayoría de los países del mundo y 
de Latinoamérica que cuentan con legislación en la 
materia. 


De este modo, Uruguay podrá consolidarse como 
sede de arbitrajes entre partes extranjeras, pero tam- 
bién permitirá que las empresas uruguayas puedan 
proponer al Uruguay, con mayores posibilidades de 
aceptación, como sede de los arbitrajes que pacten en 
sus contratos internacionales. 


II. ASPECTOS PRINCIPALES DEL PROYECTO 
DE LEY. 


La ley proyectada se estructura en nueve capítu- 
los que, a partir de las disposiciones generales, regu- 
lan las siguientes materias: el acuerdo de arbitraje, la 
composición del tribunal arbitral, la competencia del 
tribunal arbitral, la sustanciación de las actuaciones 
arbitrales, el pronunciamiento del laudo y termina- 
ción de las actuaciones, las costas del arbitraje, la im- 
pugnación del laudo y el reconocimiento y ejecución 
de los laudos. 


11.1. Ámbito de aplicación. 


El artículo 1 contempla el ámbito de aplicación 
material y el que se ha denominado “ámbito territo- 
rial”, que en realidad es un ángulo complementario 
del ámbito material vinculado a una conexión terri- 
torial. 


El ámbito material. El proyecto de ley esta- 
blece que sus disposiciones se aplicarán al Arbitraje 
Comercial Internacional, sin perjuicio de cualquier 
tratado multilateral o bilateral vigente. En virtud de 
este alcance, es menester precisar los conceptos de 
“comercial” y de “internacional” a los que la norma 
hace referencia. 
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En lo que respecta a la expresión “comercial”, 
el artículo 1, numeral 7), incorpora textualmente el 
contenido de la nota explicativa de pie de página a 
que refiere al artículo 1? de la Ley Modelo, disponien- 
do que la expresión “comercial” debe ser interpreta- 
da ampliamente de modo que abarque las cuestiones 
que se plantean en todas las relaciones de índole co- 
mercial, contractuales o no. Se incorpora así la defi- 
nición del criterio de comercialidad dentro de la Ley, 
según el criterio de la Ley Modelo, el cual es de am- 
plio recibo en el derecho internacional actual. 


La disposición contiene, a titulo ilustrativo, la nó- 
mina que la indicada nota de pie de página de la Ley 
Modelo como relaciones que se consideran comercia- 
les. Establece que “las relaciones de índole comercial 
comprenden las operaciones siguientes, sin limitarse 
a ellas: cualquier operación comercial de suminis- 
tro o intercambio de bienes o servicios, acuerdo de 
distribución, representación o mandato comercial, 
transferencia de créditos para su cobro (factoring), 
arrendamiento de bienes de equipo con opción de 
compra (leasing), construcción de obras, consultoría, 
ingeniería, concesión de licencias, inversión, finan- 
ciación, banca, seguros, acuerdo o concesión de ex- 
plotación, asociaciones de empresas y otras formas 
de cooperación industrial o comercial, transporte de 
mercancías o de pasajeros por vía aérea, marítima, 
férrea o por carretera”. Ejemplificación esta muy 
importante a la hora de determinar el alcance de la 
disposición. 


En cuanto a la naturaleza “internacional” del ar- 
bitraje, el artículo 1%, numeral 3) establece los crite- 
rios básicos. El literal a) dispone que el arbitraje será 
internacional si “las partes en un acuerdo de arbitraje 
tienen, al momento de la celebración de ese acuerdo, 
sus establecimientos en Estados diferentes”. Este cri- 
terio responde a la mayoría de las situaciones que se 
consideran internacionales. 


El literal b) otorga relevancia al lugar del cum- 
plimiento de parte sustancial de las obligaciones, así 
como al lugar con el cual el objeto del litigio tenga 
una relación más estrecha. Cuando alguno de esos 
lugares se encuentra situado fuera del Estado en el 
que las partes tienen su establecimiento, el arbitraje 
se considera internacional. 


El numeral 4) establece que la sola voluntad de las 
partes no podrá determinar por sí la internacionali- 
dad del arbitraje. Se descarta, en suma, mediante la 
formulación proyectada, de conformidad con la doc- 
trina más moderna y con la tradición de la República, 
la posibilidad de que el arbitraje nacional se transfor- 
me en internacional por sola voluntad de las partes. 


La conexión territorial. De conformidad con el 
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artículo 1%, numeral 2), la ley proyectada se aplicará 
si el lugar del arbitraje se encuentra en el territorio 
de la República. No obstante, el mismo párrafo señala 
excepciones a este principio que surgen de la apli- 
cación de los artículos 8*, 9”, 40 y 41, en los que los 
jueces nacionales están llamados a aplicar la ley en 
algunos supuestos específicos en los que el arbitraje 
no se llevará o no se ha llevado a cabo en Uruguay, 
pero se ventilan en la República cuestiones vincula- 
das a un arbitraje o laudo extranjero. 


En efecto, el artículo 8”, numeral 1) establece que 
se remitirá a las partes el arbitraje, a solicitud de una 
de ellas, cuando un litigio sea sometido a un juez esta- 
tal y exista un acuerdo de arbitraje válido. El artículo 
9” refiere a la compatibilidad del arbitraje con las medi- 
das cautelares (provisionales o conservatorias) diligen- 
ciadas por un tribunal a solicitud de una de las partes 
en el diferendo. Por último los artículos 40 y 41, que 
integran el capítulo sobre reconocimiento y ejecución 
de los laudos, contemplan situaciones vinculadas al re- 
conocimiento y ejecución extraterritorial de los laudos, 
disposiciones que se aplican independientemente del 
lugar en el que se haya llevado a cabo el arbitraje. 


El criterio territorial por el que en principio opta 
la Ley Modelo y que el proyecto recoge, fue oportuna- 
mente justificado por razones de certeza y con fun- 
damentos de orden práctico, advirtiéndose que buena 
parte de las leyes nacionales consideran el lugar del 
arbitraje como criterio exclusivo. Desde otro ángulo y 
de modo complementario, la práctica demuestra que 
cuando dichas leyes otorgan a las partes la facultad 
de elegir la ley procesal de un Estado que no es aquel 
donde se sustancia el arbitraje, excepcionalmente se 
hace uso de esta opción. 


11.2. Definiciones. Reglas de interpretación 
e integración. 


El artículo 2* del proyecto prevé definiciones y re- 
glas de interpretación y de integración. Se consideró 
conveniente agregar una definición sobre “costas”, 
conforme a lo que es de orden en toda reglamenta- 
ción del proceso arbitral, a las ya contempladas en 
la Ley Modelo, que define los términos “arbitraje”, 
“tribunal arbitral” y “tribunal”. Asimismo, se incorpo- 
raron en los apartados h) ei) los criterios de interpre- 
tación e integración añadidos en las enmiendas del 
año 2006 y que no hacen más que retomar criterios 
de amplio recibo recogidos en otros instrumentos in- 
ternacionales. 


11.3. El acuerdo de arbitraje. 
Definición y forma. 


El capítulo II regula diversos aspectos del acuer- 
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do de arbitraje, así como su reconocimiento por los 
tribunales judiciales. Estas normas se inspiran en la 
Convención sobre reconocimiento y ejecución de las 
sentencias arbitrales extranjeras de Nueva York de 
1958 (denominada en adelante como “Convención 
de Nueva York”). 


El artículo 7*, numerales 1) y 2), otorga a la cláu- 
sula compromisoria incluida en un contrato igual tra- 
tamiento que a un acuerdo de arbitraje independien- 
te. Esta identificación es de interés, en virtud de que 
en algunas legislaciones nacionales este último tipo 
de acuerdo no tiene plena eficacia. 


De conformidad con el criterio adoptado por la 
Convención de Nueva York, se exige que el acuerdo 
arbitral conste por escrito. El numeral 3) del artículo 
7% de la Ley Modelo establece qué se entiende por 
“escrito”, incorporando “télex u otros medios de te- 
lecomunicación que dejen constancia del acuerdo”, o 
cuando hay “un intercambio de escritos de demanda 
y contestación en los que la existencia de un acuerdo 
sea afirmada por una parte sin ser negada por otra”. 
El proyecto moderniza esta enumeración, eliminando 
el télex, en desuso, e incorporando el facsímil y a otros 
medios de comunicación electrónica. El proyecto no 
recoge la nueva redacción del artículo 7” aprobada en 
el año 2006 de modo de mantener coherencia con lo 
establecido en la Convención de Nueva York de 1958, 
en los Acuerdos del Mercosur y en el Proyecto de Ley 
de Derecho Internacional Privado que recibiera me- 
dia sanción en la anterior legislatura. 


Tribunales estatales y arbitraje. 


Diversas normas diseminadas a lo largo del texto 
tratan de las relaciones entre el tribunal arbitral y los 
tribunales estatales nacionales. 


El artículo 5” estatuye el principio general: la in- 
tervención de los tribunales estatales será por indi- 
cación expresa: “no intervendrá en ningún tribunal 
salvo en los casos en que esta ley así lo disponga”. 


Por su parte, los artículos 6*, 8”, 9?, 11, 13, 14, 16, 
27, 39, 40 y 41 regulan estas relaciones y competen- 
cias. De ellos se desprende que tanto la Ley Modelo 
como el proyecto solo contemplan la intervención de 
los tribunales nacionales en cuestiones tales como el 
nombramiento, la recusación y terminación del man- 
dato de los árbitros, la nulidad del laudo arbitral, la 
asistencia de los tribunales para la práctica de prue- 
bas, el reconocimiento del acuerdo de arbitraje y el 
reconocimiento y ejecución de los laudos arbitrales. 


Los artículos 8” y 9” del proyecto tratan algunos 
aspectos de esta relación, que se ponen de manifiesto 
cuando se somete a un tribunal estatal un litigio re- 
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lativo a un asunto que ha sido objeto de un acuerdo 
de arbitraje. 


El numeral 1) del artículo 8” de la Ley Modelo, 
también incorporado al proyecto, del mismo modo 
que la Convención de Nueva York, establece que “un 
asunto que es objeto de un acuerdo de arbitraje”, “re- 
mitirá a las partes al arbitraje si lo solicita cualquie- 
ra de ellas” “... a menos que se compruebe que el 
acuerdo de arbitraje es nulo, ineficaz o de ejecución 
imposible”. Esta solicitud de remisión deberá reali- 
zarse por cualquiera de las partes a más tardar en 
el momento de presentar el primer escrito sobre el 
fondo del litigio. 


En caso de requerirse la intervención judicial, 
el artículo 6” del proyecto prevé la competencia de 
los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, siguiendo 
el criterio surgido de la aplicación más frecuente del 
artículo 501 del Código General del Proceso. 


Medidas cautelares. 


El artículo 9* del proyecto establece la compatibi- 
lidad de los acuerdos de arbitraje con medidas caute- 
lares (provisionales o conservatorias) solicitadas por 
una parte de dicho acuerdo a un tribunal judicial en 
aplicación de leyes procesales nacionales, o por la 
adopción de dichas medidas por parte de éste. 


Composición del tribunal arbitral 


El Capítulo III regula el nombramiento, la recusa- 
ción, la terminación del mandato y la sustitución de 
los árbitros. El proyecto, siguiendo lo dispuesto por la 
Ley Modelo, pretende eliminar en este capítulo las 
dificultades derivadas de normas inadecuadas o frag- 
mentarias en las señaladas materias. 


Como se dispone en el artículo 10 y siguientes 
del proyecto, las partes tienen libertad para determi- 
nar el número de árbitros y el procedimiento para su 
nombramiento respetando los requisitos que se es- 
tablecen. En defecto de decisión de las partes -del 
mismo modo que en la Ley Modelo- se incorporan en 
el proyecto normas supletorias que permiten la cons- 
titución del tribunal arbitral. 


El artículo 12 dispone causales de recusación de 
los árbitros, las que solo podrán circunscribirse a “cir- 
cunstancias que den lugar a dudas justificadas res- 
pecto de su imparcialidad o independencia o si no 
poseen las calificaciones convenidas por las partes”. 


En el numeral 3) del mismo artículo se prevé que 
en los arbitrajes en que sea parte un Estado o una 
entidad pública, la condición de funcionario público 
del arbitro designado por esa parte no supone necesa- 
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riamente una causal de recusación. 


Los artículos 11, 13 y 14 del proyecto regulan la 
intervención de tribunales judiciales ante cuestiones 
suscitadas en el proceso de nombramiento, recusa- 
ción o terminación del mandato de un árbitro. Con el 
objeto de evitar dilaciones injustificadas se contem- 
plan recursos con plazos breves, así como la inapela- 
bilidad de la decisión. 


Siguiendo numerosas legislaciones y reglamentos 
arbitrales, se consideró conveniente sustituir la pre- 
visión de la Ley Modelo que establece que el planteo 
de la recusación ante el juez nacional no suspende 
el arbitraje. El artículo 13, numeral 3) del proyecto 
incorporó una solución que prevé la suspensión del 
arbitraje hasta tanto exista un pronunciamiento res- 
pecto de la recusación planteada o venza el plazo de 
sesenta días de que el juez dispondrá para fallar al 
respecto. 


La competencia del tribunal arbitral. 


El Capítulo IV prevé la competencia del tribunal 
arbitral básicamente en dos importantes planos. El 
artículo 16 le atribuye la prerrogativa de decidir acer- 
ca de su propia competencia y el artículo 17 le faculta 
para ordenar medidas cautelares. 


El artículo 16, numeral 1) refiere al principio 
“competencia-competencia”, según el cual el tribu- 
nal arbitral puede decidir acerca de su propia com- 
petencia, incluso sobre las excepciones relativas a la 
existencia o a la validez del acuerdo de arbitraje. Se 
trata de un principio general consagrado universal- 
mente. 


El proyecto recoge, además, otro principio de 
singular utilidad y universalmente reconocido a los 
efectos del arbitraje: el de autonomía de la cláusula 
arbitral. Se considera al acuerdo de arbitraje como un 
acuerdo independiente de las demás estipulaciones 
del contrato, por lo que la decisión del tribunal arbi- 
tral que considera que el contrato es nulo no implica- 
rá la nulidad ipso jure de la cláusula compromisoria 
(artículo 16, numeral 1). 


El artículo 17 faculta al tribunal arbitral, salvo 
acuerdo en contrario de las partes y a petición de una 
de ellas, a ordenar medidas cautelares respecto del 
objeto del litigio. No se prevé la ejecución extraterri- 
torial de dichas medidas, por lo que corresponderá 
aplicar en ese caso los principios y convenios sobre 
asistencia judicial entre los Estados involucrados o 
los recogidos por la legislación procesal interna, en 
defecto de tratado internacional. 


Se han incorporado algunas previsiones tomadas 
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de la enmienda de 2006 en orden a recoger conceptos 
recibidos en la materia. 


Sustanciación de las actuaciones arbitrales 


Principios generales. El capítulo V del proyec- 
to trata de la sustanciación de las actuaciones arbi- 
trales, en cuya base se encuentran los principios de 
igualdad, contradicción y eficacia. 


El artículo 18 consagra el principio fundamental 
del debido proceso, al establecer que “deberá tratarse 
a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas 
plena oportunidad de hacer valer sus derechos”. 


Normas subsiguientes desarrollan esta regla bási- 
ca respecto a determinados derechos fundamentales 
de las partes. 


El artículo 24, numeral 1) preceptúa que a peti- 
ción de parte se celebrarán audiencias en los casos 
que se determinan, pese a la facultad del tribunal 
arbitral de decidir acerca de si han de celebrarse au- 
diencias para la presentación de pruebas o alegatos 
orales, o si las actuaciones se sustanciarán por escri- 
to. Ello, siempre que las partes no hubiesen conve- 
nido válidamente que no se celebrarían audiencias. 


Hace, asimismo, al debido proceso lo dispuesto en 
el artículo 24, numeral 3), que estipula que “de todas 
las declaraciones, documentos o demás información 
que una de las partes suministre al tribunal arbitral 
se dará traslado a la otra parte”, y que “deberán po- 
nerse a disposición de ambas partes los peritajes o los 
documentos probatorios en los que el tribunal arbitral 
pueda basarse al adoptar su decisión”. 


Con similar criterio, el artículo 26, numeral 2), 
que contempla las pruebas presentadas por peritos 
designados por el tribunal arbitral, dispone que estos 
expertos, a solicitud de una parte y salvo acuerdo en 
contrario entre ellas, participarán en una “audiencia 
en la que las partes tendrán oportunidad de hacerle 
preguntas y de presentar peritos para que informen 
sobre los puntos controvertidos”. 


Determinación del procedimiento. El artículo 
19 del proyecto establece el régimen general confor- 
me al principio universal que confiere a las partes la 
“libertad para convenir el procedimiento que ha de 
seguir el tribunal arbitral en sus actuaciones”, con 
sujeción a las disposiciones -imperativas- de la Ley 
Modelo que se recogen en el proyecto. Faculta asimis- 
mo al tribunal arbitral a dirigir el arbitraje del modo 
que considere apropiado en defecto de acuerdo de 
partes. Esta última potestad incluye la de determi- 
nar la admisibilidad, la pertinencia, y el valor de las 
pruebas. 
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Otras normas sobre aspectos específicos adoptan 
igualmente el criterio de la autonomía de las partes 
como principio y la facultad del tribunal arbitral de 
decidir en defecto de acuerdo entre aquellas; por 
ejemplo el artículo 20, que prevé el lugar del arbitraje 
y el 22, el idioma de las actuaciones. 


Rebeldía de una de las partes. Mención parti- 
cular requiere el supuesto de rebeldía de una de las 
partes previsto en el artículo 25. Las actuaciones ar- 
bitrales podrán continuar en ausencia de una de las 
partes únicamente si se han hecho las notificaciones 
pertinentes. Á estos efectos se prevé que el tribunal 
arbitral podrá continuar las actuaciones cuando el 
demandado no presente su contestación, o una de las 
partes no comparezca a una audiencia o no presente 
pruebas documentales. 


Por el contrario, como es natural, si es el deman- 
dante quien no presenta su demanda se darán por 
finalizadas las actuaciones. 


Estas previsiones dotan al Arbitraje Comercial In- 
ternacional de la eficacia necesaria en un marco de 
justicia procesal, habida cuenta de que, a veces, la 
parte demandada carece de interés en cooperar con 
la sustanciación de los procedimientos. 


Pronunciamiento del laudo y terminación 
de las actuaciones. 


Diversas disposiciones relevantes se encuentran 
en el Capítulo VI del proyecto, tales como las que 
prevén el derecho aplicable al fondo del asunto, la 
adopción de decisiones por tribunales arbitrales plu- 
ripersonales, la forma y contenido del laudo, su co- 
rrección e interpretación. 


La ley aplicable. 


De conformidad con un principio universal en 
materia de arbitraje, ya aceptado por nuestro país 
con la adopción de las Convenciones de Arbitraje de 
Nueva York y de Panamá, el artículo 28 preceptúa 
que el litigio será decidido por el tribunal arbitral “de 
conformidad con las normas de derecho elegidas por 
las partes como aplicables al fondo del asunto”. 


La referencia a “normas de derecho” y no a la ley 
o al derecho de un Estado determinado se ha inter- 
pretado como una opción valiosa, en virtud de que 
la Ley Modelo consagra la posibilidad de indicar no 
solo normas nacionales, sino aquellas elaboradas por 
organismos internacionales no incorporadas a orde- 
namientos jurídicos estatales, tal como sucede fre- 
cuentemente con los Principios, organismo del cual 
Uruguay forma parte. 
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En defecto de selección por las partes, el tribunal 
arbitral aplicará el derecho que estime apropiado. 


Como es asimismo habitual en el derecho del ar- 
bitraje, se prevé que las partes puedan autorizar al 
tribunal arbitral que decida el litigio ex aequo et bono 
o como amigable componedor (artículo 28, numeral 
3). No obstante, el numeral 4) aclara que en todos los 
casos -en el arbitraje de derecho o ex aequo et bono- 
el tribunal arbitral “decidirá con arreglo a las esti- 
pulaciones del contrato y tendrá en cuenta los usos 
mercantiles aplicables al caso”. 


Pronunciamiento del laudo y otras 
decisiones. 


El artículo 29 prevé el pronunciamiento del laudo 
en el supuesto de integración pluripersonal del tribu- 
nal arbitral. En este caso, los laudos u otras decisio- 
nes se adoptarán por mayoría de árbitros, a excepción 
de las cuestiones de procedimiento sobre las que po- 
drá decidir el árbitro Presidente mediando autoriza- 
ción de las partes. El mismo principio se aplica a la 
firma del laudo, siempre que se deje constancia de las 
razones de la falta de una o más firmas. 


En cuanto al contenido del laudo, el artículo 31, 
numeral 3), establece que en él constará la fecha y el 
lugar del arbitraje, considerándose dictado en dicho 
lugar. No obstante, corresponde consignar que el pro- 
nunciamiento definitivo del laudo constituye un acto 
jurídico, que en los hechos no tiene necesariamente 
que consistir en un único acto. Puede desarrollarse 
mediante intercambios en diversos lugares y a través 
de medios a distancia. Tampoco se estima necesario 
que el laudo sea firmado por los árbitros en un mismo 
lugar. 


El artículo 31, numeral 2) dispone que el laudo 
arbitral debe dictarse por escrito y ser motivado, a 
menos que las partes hayan convenido otra cosa o 
que las partes hayan finalizado el litigio mediante 
transacción. 


Régimen de costas. 


En cuanto al régimen de costas incorporado al Ca- 
pítulo VII del proyecto, materia considerada de sin- 
gular importancia práctica a efectos de la puesta en 
marcha y desarrollo del proceso arbitral, se consagra 
una vez más la libertad de las partes para adoptar 
las reglas. Al respecto el proyecto prevé, además, un 
régimen subsidiario para el caso de que las partes no 
hayan acordado el régimen de costas, inspirado en el 
Reglamento de Arbitraje de la CNUDMI. Se establece 
que los honorarios serán fijados por el tribunal arbi- 
tral en el laudo y que tales honorarios deberán ser 
razonables, teniendo en cuenta el monto en disputa, 
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la complejidad del tema, el tiempo dedicado por los 
árbitros y cualesquiera otras circunstancias pertinen- 
tes del caso. Por lo demás, se establece una norma 
original que dispone que el tribunal arbitral podrá 
consultar y fundar la fijación de honorarios en los 
aranceles adoptados por las instituciones arbitrales 
internacionales. 


Impugnación del laudo. 


El único recurso admitido por la Ley Modelo y por 
el proyecto es la petición de nulidad del laudo -lo que 
se ha advertido como ventaja ante soluciones que ad- 
miten recursos múltiples- la que debe interponerse 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha de re- 
cepción del laudo (artículo 39). Esta impugnación se 
realiza ante el tribunal judicial al que refiere el artí- 
culo 6” del proyecto. 


Es ventajoso que se incorpore una nómina taxati- 
va de motivos por los que un laudo puede declararse 
nulo. Ella está básicamente contenida en el artículo 
39, numeral 2), inspirada en la enumeración realiza- 
da en el artículo V de la Convención de Nueva York. 


Esta enumeración se ciñe a que las partes estén 
afectadas por alguna incapacidad para celebrar el 
acuerdo de arbitraje o este no sea válido; que no se 
haya notificado a una de las partes la designación de 
un árbitro o las actuaciones arbitrales o que una parte 
no haya podido hacer valer sus derechos; que el laudo 
se refiera a cuestiones no sometidas al arbitraje; que 
la composición del tribunal arbitral o el procedimien- 
to arbitral no se hayan ajustado al acuerdo celebrado 
entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, a lo dis- 
puesto en el proyecto; que el objeto de la controversia 
no sea susceptible de arbitraje o que el laudo sea con- 
trario al orden público internacional de la República. 


Reconocimiento y ejecución de los laudos. 


Requisitos procesales y motivos para dene- 
gar el reconocimiento o la ejecución. 


La Ley Modelo, así como el proyecto, no contem- 
plan los aspectos procesales del diligenciamiento in- 
terno del reconocimiento o la ejecución, respetando 
el principio de que el diligenciamiento se rige por 
normas nacionales. Solo se prevén ciertos requisitos 
mínimos en el artículo 40, numeral 2), la petición 
por escrito, acompañada del laudo y del acuerdo de 
arbitraje. 


El numeral 1) del mismo artículo dispone que todo 
laudo arbitral, cualquiera sea el país en que se haya 
dictado, será reconocido como vinculante y podrá eje- 
cutarse, de conformidad con las reglas del capítulo. 
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III. CONSIDERACIONES FINALES 


Se estima que Uruguay debe continuar su apertu- 
ra hacia el exterior, asumiendo los nuevos retos polí- 
ticos y económicos que se presentan hoy en el ámbito 
internacional. La creciente interdependencia a nivel 
regional y global, hace evidente la necesidad de con- 
tinuar adecuando las acciones de la República a las 
nuevas realidades emergentes de la globalización. 
Tal adecuación conduce a la adopción de medidas de 
modernización que permitan también al país mejorar 
su competitividad internacional e interactuar en un 
mercado mundial de intensos intercambios. 


En este contexto, se observa que existen lagunas 
legales que se convierten en obstáculos al comercio 
internacional al no existir soluciones adecuadas y 
modernas para regular, por ejemplo, eventuales di- 
ferencias entre los operadores comerciales interna- 
cionales. 


Dentro de este contexto aparece la figura del Ar- 
bitraje Comercial Internacional como instrumento 
natural para la solución de controversias mercantiles, 
tal como lo muestra la realidad. 


Es, pues, conveniente adecuar la legislación inter- 
nacional de fuente interna a las nuevas necesidades 
en esta materia. El Arbitraje Comercial Internacional 
ha probado su utilidad en la solución de diferencias 
comerciales internacionales que no reciben una solu- 
ción adecuada a través de los mecanismos tradiciona- 
les del derecho internacional privado resolutivos de 
los llamados conflictos de leyes y de jurisdicciones. 
Hoy en día el arbitraje, a través del acuerdo de volun- 
tad de las partes, ha demostrado ser un instrumento 
apto para dirimir las diferencias entre los operado- 
res del comercio internacional. Se estima por consi- 
guiente conveniente la adopción de una legislación 
moderna en la señalada materia. 


De ser adoptada por la Asamblea General, se in- 
corporaría a nuestra legislación una ley basada e ins- 
pirada fundamentalmente en las disposiciones de la 
Ley Modelo de la CNUDMI, que aparece reproducida 
casi en su totalidad en el texto nacional, salvo algunas 
mínimas adaptaciones e incorporaciones necesarias 
para su adecuado funcionamiento en el ámbito in- 
terno. 


Cabe tener presente que la Ley Modelo, inspi- 
radora del proyecto de ley nacional, es producto de 
una negociación universal realizada en el seno de las 
Naciones Unidas. La Asamblea General de este orga- 
nismo recomendó a todos los países que examinaran 
debidamente la mencionada Ley Modelo y tomaran 
en cuenta la conveniencia de unificar el derecho 
procesal arbitral y las necesidades específicas de 


126-C.S. 


la práctica del Arbitraje Comercial Internacional. 


Como lo hace notar la Secretaría de la CNUDMI, 
la Ley Modelo constituye una base sólida y alentadora 
para la armonización y el perfeccionamiento desea- 
dos de las leyes nacionales, regula todas las etapas del 
proceso arbitral, desde el acuerdo de arbitraje has- 
ta el reconocimiento y ejecución del laudo arbitral, 
y refleja la conciencia mundial sobre los principios y 
aspectos más importantes de la práctica del arbitraje 
internacional. Resulta un modelo aceptable para los 
países de todas las regiones y para todos los ordena- 
mientos jurídicos o sistemas económicos del mundo. 


En la elaboración de la Ley Modelo se tuvieron 
en cuenta las necesidades contemporáneas del trá- 
fico mercantil internacional y sus más importantes 
experiencias, tales como el Reglamento de Arbitraje 
de la propia CNUDMI, la Convención de Nueva York 
de 1958, la jurisprudencia arbitral generada en las 
últimas décadas, las más importantes leyes de arbi- 
traje en vigor y las aportaciones de las instituciones 
de arbitraje internacionales que participaron como 
observadoras. 


Como se ha expresado anteriormente, numerosos 
Estados de todas las regiones del mundo han promul- 
gado leyes basadas en la Ley Modelo. 


La incorporación de la Ley Modelo a través del 
proyecto que se remite, estaría además en conso- 
nancia con la adopción por Uruguay de otros ins- 
trumentos emanados de las Naciones Unidas y de 
la CNUDMI, en particular la Convención de Nue- 
va York de 10 de junio de 1958 sobre  Reconoci- 
miento y Ejecución de Laudos arbitrales, la 
Convención de Naciones Unidas sobre los Contratos 
de Compraventa Internacional de Mercaderías de 
11 de abril de 1980 y la Convención de Naciones 
Unidas sobre Prescripción en Materia de Compra- 
venta Internacional de Mercaderías de 14 de junio 
de 1974 y su Protocolo de enmienda. Constituiría 
un paso adelante en el esfuerzo de contar con una 
regulación nacional del arbitraje comercial interna- 
cional lo más amplia y universal posible. 


En síntesis, la presente iniciativa responde a la 
preocupación de contar con una normativa de fuente 
nacional en materia de Arbitraje Comercial Interna- 
cional, formulada en base a un instrumento, la Ley 
Modelo de la CNUDMI, de amplio reconocimiento 
internacional. 


Cabe asimismo destacar que la adopción de la Ley 
Modelo, a través del proyecto que se remite, favore- 
cerá la realización de arbitrajes internacionales en 
nuestro país. En efecto, una de las cuestiones que 
más interesa a las partes cuando proceden a deter- 
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minar el lugar del arbitraje es precisamente el con- 
tenido de la ley aplicable al juicio arbitral. De este 
modo, la ley nacional proyectada constituiría un fac- 
tor importante para que Uruguay pueda ser sede de 
arbitrajes comerciales internacionales, ya se trate de 
diferencias en las que una de las partes es uruguaya, 
ya se trate de arbitrajes entre partes extranjeras.” 


5) CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ingresa al orden del 
día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: “Proyecto de ley por el que se establece 
una nueva excepción al plazo máximo establecido por 
el artículo 1782 del Código Civil, sobre Contrato de 
Arrendamiento (Carp. N* 176/10 - Rep. N* 80/10)”. 


(Antecedentes: Ver 27* S.O.) 


-Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: el proyecto de ley en cuestión, que remite la 
Cámara de Representantes, tuvo iniciativa del Poder 
Ejecutivo en agosto del año pasado y resultó aprobado 
por la totalidad de los miembros de la Comisión de 
Constitución y Legislación de este Cuerpo. Refiere a 
una modificación del Código Civil en sede de los pla- 
zos de los contratos de arrendamiento, sustituyendo 
el artículo 1782 del cuerpo normativo mencionado, 
e introduciendo una excepción a los plazos máximos 
para la contratación de arrendamientos. De esta ma- 
nera se extendería a 30 años el plazo de los contratos 
referidos a inmuebles cuyo destino sea la producción 
de energía eléctrica, manteniendo el principio gene- 
ral de que el arrendamiento no podrá contratarse por 
más de 15 años, y aquellos contratos que se hicieren 
por más tiempo caducarán en ese plazo. Respeta, asi- 
mismo, las previsiones relativas a las hipotecas que 
puedan tener estos inmuebles, que se regirán por 
el artículo 2328 del Código Civil, y al mismo tiem- 
po no modifica las excepciones existentes, referidas 
a arrendamientos de inmuebles destinados a apoyar 
una presa, a embalses de agua o a la forestación. 


Mlustrar sobre este proyecto implica hacer una bre- 
ve referencia a los tipos contractuales de duración y a 
los contratos de ejecución continuada. Existen tipos 
contractuales en los cuales las relaciones jurídicas 
creadas por el contrato generan situaciones de pres- 
taciones ininterrumpidas para satisfacer el interés de 
las partes. Esto quiere decir que para responder a la 
necesidad que impulsó a las partes a contratar, para 
cumplir con la función económica de un tipo con- 
tractual, el cumplimiento de determinados contratos 
debe prolongarse por un cierto período. Es así que 
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nos ubicamos en los contratos de duración: el arren- 
damiento, el préstamo, la sociedad, la renta vitalicia, 
el comodato, entre otros. 


En el caso que nos ocupa, el contrato de arren- 
damiento implica un contrato de duración de ejecu- 
ción continuada. Esto significa que los intereses de 
los contratantes se van satisfaciendo a medida que 
se va cumpliendo en forma continuada el haz obliga- 
cional al que los contratantes se sometieron cuando 
celebraron la convención. Por consiguiente, para este 
tipo de contratos, el plazo -que en el Derecho de las 
Obligaciones es una modalidad accidental del contra- 
to- pasa a ser un elemento esencial del tipo negocial. 
El plazo en los contratos de arrendamiento es esen- 
cial, porque no puede concebirse el arrendamiento 
de un inmueble sin tiempo para el goce y uso de la 
cosa. A medida que se va cumpliendo en forma con- 
tinuada, se satisfacen los intereses de los contratan- 
tes mediante obligaciones correlativas: el uso y goce 
de la cosa por parte del arrendatario y la percepción 
del precio por parte del arrendador. La determina- 
ción del plazo en este tipo de contratos está sujeta a 
un acuerdo entre las partes en virtud del principio 
de la autonomía de la voluntad, principio de Derecho 
Privado por el cual los sujetos de derecho son libres 
y están facultados para crear situaciones jurídicas y 
determinar el contenido de esas situaciones. Una vez 
que lo hacen, deben someterse al régimen que esta- 
blecieron como si fuese la propia ley, ya que nuestro 
Derecho -en virtud del artículo 1291 del Código Civil- 
no solamente recoge el principio de la autonomía de 
la voluntad, sino que también incorpora el elemento 
de imperatividad para aquello que las partes hayan 
convenido. 


Sin embargo, la autonomía de la voluntad para 
los contratos de duración está limitada por normas 
de orden público. Específicamente en materia de 
contratos de arrendamiento existen plazos mínimos 
en beneficio de los arrendatarios cuando el destino 
del inmueble es, por ejemplo, casa habitación, pro- 
ducción rural o industria y comercio, aunque desde 
larga data nuestra legislación también estableció pla- 
zos máximos para evitar la desnaturalización de esos 
contratos. Es así que mediante la Ley N* 2.321, de 27 
de abril de 1895, se estableció un plazo máximo de 10 
años para los contratos de arrendamiento, luego del 
cual estos caducaban. La nueva realidad económica 
hizo que en 1927, mediante la Ley N* 8.153, el plazo 
máximo de estos contratos se extendiera a 15 años 
sin excepciones; y ya en 1930 se reconocieron de or- 
den público en sentencias que fallaron sobre contro- 
versias con relación a estos plazos. Posteriormente, 
el Decreto-Ley N* 15.756, de 15 de junio de 1984, 
introdujo excepciones para aquellos inmuebles que 
apoyaban presas o estaban destinados a embalses de 
agua. Lo mismo sucedió con la Ley N* 17.555, de 
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19 de diciembre de 2002, con relación a los inmue- 
bles destinados a la forestación. Se mantenía en la 
norma el principio de los 15 años, pero para estos 
casos se posibilitaba la extensión a 30 años como pla- 
zo máximo. Precisamente, lo que está proponiendo el 
proyecto en cuestión es extender a 30 años el plazo 
para los contratos de arrendamiento exclusivamente 
destinados a la producción de energía eléctrica. Cree- 
mos que es recomendable modernizar el régimen de 
excepciones establecido en el artículo 1782 del Códi- 
go Civil y sancionar -y así incorporar- este proyecto 
de ley que tiene que ver, esencialmente, con la matriz 
energética del país y con un elemento estratégico de 
desarrollo nacional, como es la producción de energía 
alternativa. 


En lo medular, señor Presidente, la producción de 
energía eólica, la producción de energía a través de 
la biomasa y de la energía solar, requiere de grandes 
inversiones; moviliza capacidades humanas, técnicas 
e industriales, a la vez que impulsa obras de infraes- 
tructura de desarrollo local, nacional y regional, que 
necesariamente requieren un asiento físico y seguri- 
dad jurídica para el emprendedor, que es quien debe 
realizar inversiones a los efectos de poder brindar el 
servicio, venderlo, pero a su vez, tener una tasa de 
retorno de las amortizaciones que realiza. 


Como lo señala el Poder Ejecutivo en el Mensaje 
que acompaña el proyecto de ley, la viabilidad eco- 
nómica de estos emprendimientos está fuertemente 
ligada a la certidumbre de disponer del terreno du- 
rante todo el período de amortización, que suele ser 
mayor o igual a 20 años; por eso frecuentemente se 
viabilizan mediante la firma de contratos de venta 
de energía por igual plazo. Lo que sucede es que no 
cualquier inmueble es apto topográficamente o por 
su ubicación geográfica para servir de asiento a em- 
prendimientos de producción de energía eléctrica de 
esta naturaleza. Normalmente, estos inmuebles no 
pertenecen al dominio fiscal del Estado sino que son 
propiedad privada, y para la seguridad jurídica de la 
vinculación con el inmueble, en ocasiones se requie- 
re la realización de contratos de arrendamiento, sien- 
do exiguo el plazo de 15 años al considerar esta nueva 
realidad. 


No quiero soslayar que en la Comisión de Consti- 
tución y Legislación, durante el debate del proyecto, 
se propuso una discusión más amplia que permitiría 
considerar la extensión general del plazo de 15 a 30 
años para todos los contratos de arrendamiento, ex- 
cluidos los casos de casa habitación, pero finalmen- 
te se resolvió mantener el texto que provenía de la 
Cámara de Representantes. Extender el plazo de 15 
años para todos los contratos implicaría un debate 
mucho más profundo en relación al principio de la 
autonomía de la voluntad y a las normas que regulan 
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los plazos en los contratos de ejecución continuada, 
específicamente de los contratos de arrendamiento. 
Por tal razón es que recomendamos a este Cuerpo 
aprobar el proyecto tal como vino de la Cámara de 
Representantes. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: vamos a 
votar afirmativamente este proyecto de ley porque 
compartimos las razones expuestas en el preciso y 
bien fundado informe realizado por señor Senador 
López Goldaracena. En el seno de la Comisión de 
Constitución y Legislación abogamos por extender 
esta ampliación del plazo del contrato a 30 años, en 
todos los casos en los que el destino del arriendo sea 
industrial, comercial o agropecuario, y habremos de 
insistir oportunamente con ese planteamiento. Sin 
embargo, las razones de urgencia que concurren en 
esta oportunidad, por estar pendiente la realización 
de una licitación tendiente a la instalación de gene- 
radores de energía eléctrica que requieren estipular 
contratos de arrendamiento con plazos más amplios 
que los que actualmente se pueden pactar, nos lleva a 
dejar para otra ocasión nuestro planteo y apoyar este 
proyecto tal como viene de la Cámara de Represen- 
tantes. 


Sí queremos señalar que habrá que encarar una 
reforma de fondo, porque cada vez más frecuente- 
mente distintos tipos de emprendimientos económi- 
cos requieren plazos mayores para que se cumpla el 
ciclo completo de la inversión y su retorno, y si no 
deseamos modificar el Código Civil cada pocos años 
para responder a cada demanda puntual de un sec- 
tor específico de actividad, será conveniente ir a esa 
reforma de fondo que establezca la posibilidad de am- 
pliar el plazo con carácter general. 


Es todo, señor Presidente. 
SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: en el área 
de trabajo sobre el tema energético, en la Comisión 
de Industria y Energía de este Senado estábamos ad- 
virtiendo, desde el Período anterior, la necesidad de 
impulsar un proyecto como el que hoy estamos anali- 
zando. Esto es así en virtud de que recientemente -y 
esto se apreciará desde un punto de vista histórico-, 
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por razones estratégicas y de metas en cuanto al de- 
sarrollo sustentable, en el país se ha dado un gran im- 
pulso a las energías alternativas, sobre todo aquellas 
de carácter autóctono. En dicha Comisión recibimos 
innumerables reclamos por parte de los emprendedo- 
res en esta área, que pedían la extensión del plazo de 
los arrendamientos -que hasta hoy es de 15 años-, en 
virtud de la dependencia topográfica que tienen, so- 
bre todo en los casos de energía eólica, para localizar 
los parques que van a generarla. 


Nos congratulamos de que este proyecto haya sido 
votado en la Comisión de Constitución y Legislación 
por dos causas. Por un lado, porque entre las metas 
estratégicas fijadas por parte del Gobierno está la de 
llegar a 2030 con el 50% de nuestra matriz energéti- 
ca con energías alternativas. Esto ha sido compartido 
por la Comisión Interpartidaria de Energía que ha 
funcionado en este Período y afortunadamente tie- 
ne un sólido acuerdo por parte de todos los partidos 
políticos. Y, por otro lado, porque como bien se ha di- 
cho aquí, se va a producir la apertura de proyectos en 
una licitación de UTE para un nuevo tramo de venta 
de energía eólica y la aceptación de más proyectos, 
cosa que no ocurriría si el plazo no se extendiese a 30 
años, tal como se ha expuesto en esta Sala. 


Por lo tanto, queremos decir que estamos de 
acuerdo con este proyecto y es con convicción que lo 
vamos a votar. 


Nada más, muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: nosotros 
vamos a acompañar el proyecto de ley tal cual viene 
de la Cámara de Representantes en el entendido de 
que, si bien es cierto que determinadas disposiciones 
-fundamentalmente, algunas que refieren a los plazos 
de los contratos- tienen relación con temas en los que 
no es conveniente realizar modificaciones en forma 
periódica o cada poco tiempo, creemos que las razo- 
nes que ameritan la consagración de esta excepción 
son sobradamente importantes y trascendentes. Se 
debe tener en cuenta que estamos hablando -como 
recién lo ha dicho la señora Senadora Dalmás- de 
políticas que también han sido acordadas a nivel de 
los grupos técnicos de trabajo en la Comisión Inter- 
partidaria de Energía, relacionadas con la necesidad 
estratégica de diversificar, de la mayor manera posi- 
ble, la matriz energética y la producción de energía 
del país. Es evidente que esta excepción está referida 
específicamente a un tema que nos parece de sufi- 
ciente entidad y trascendencia para el país desde el 
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punto de vista estratégico, relacionado con políticas 
no solo a corto plazo, sino también a largo plazo. En 
este marco, creemos que se justifica la excepción que 
se consagra en cuanto a la posibilidad de extender el 
plazo del contrato a treinta años, en lugar de quince, 
tal como lo dispone el artículo 1782 del Código Civil. 


Por otra parte, en este proyecto también se con- 
sagra una excepción con relación a inmuebles des- 
tinados a la forestación. Todos sabemos que en los 
últimos veinte años esta actividad ha tenido una ex- 
traordinaria expansión y que ha pasado a ser, desde 
el punto de vista estratégico, un rubro de primerísima 
importancia en la economía del Uruguay. Además, 
está impactando fuertemente sobre la economía y so- 
bre la sociedad uruguaya en varias zonas del país, al 
mismo tiempo que está produciendo un incremento 
muy importante de las exportaciones, con la consi- 
guiente generación de divisas. Por lo tanto, entende- 
mos que se justifica plenamente esta excepción. 


En la Comisión el señor Senador Pasquet presentó 
una iniciativa tendiente a generalizar la extensión de 
este plazo a inmuebles que tengan como destino la 
actividad industrial, comercial o agropecuaria, la cual 
examinamos. No cabe ninguna duda de que en este 
caso opera el principio de la autonomía de la voluntad 
de las partes, y muchas veces, de acuerdo con el tipo 
de negocio o actividad que se vaya a desarrollar, con- 
viene que la extensión del plazo sea la máxima posi- 
ble, incluso para asegurar la explotación que se va a 
realizar en determinado inmueble. Pero, más allá de 
que es un tema que, naturalmente, merece ser consi- 
derado, quienes trabajan en esta actividad vinculada 
con la realización y ejecución de contratos de arren- 
damiento de inmuebles, en general consideran que 
no es muy prudente la extensión del plazo en forma 
genérica, en virtud de que pueden darse situaciones 
no queridas por el legislador. 


En función de estas consideraciones, señor Presi- 
dente, reitero que vamos a acompañar el proyecto de 
ley tal cual viene de la Comisión, porque entendemos 
que es una iniciativa realista, que se ajusta a las nece- 
sidades que tiene el país en esta materia, fundamen- 
talmente en lo que tiene que ver con la generación de 
energía a través de embalses de agua, pero también 
en lo que refiere a la forestación. Creemos que es 
conveniente que en estos casos se permita una exten- 
sión del plazo a treinta años y se modifique en este 
aspecto la disposición consagrada en el artículo 1782 
del Código Civil. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
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Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: tal como ha 
sido informado, esta iniciativa tiende a contemplar 
una situación puntual, que es la necesidad de facili- 
tar la realización de inversiones para la generación de 
energía eléctrica. En ese sentido, en mi caso también 
lo voy a votar afirmativamente, pero quiero hacer al- 
gunas consideraciones al respecto. 


Como es por todos conocido, generalmente el Có- 
digo Civil establece normas en función del derecho 
de las partes, en este caso, del propietario de un bien 
por un lado y, por otro, de quienes tienen el uso y 
goce y pagan por ello un precio. Lo que ocurre es 
que, por imperativo de la evolución que se ha dado, 
ingresa otro factor, que es el interés general del país. 
Este elemento muchas veces condiciona la forma en 
que cada una de las partes ejerce su derecho En este 
marco, a medida que se van desarrollando nuevas ac- 
tividades, se requieren excepciones adaptadas a sus 
características. En realidad, en cierto sentido, el Có- 
digo Civil es determinante a corto plazo, pero a largo 
plazo está determinado, como todo el Derecho. 


Respecto al caso concreto que nos ocupa, quiero 
señalar que cuando se discuta el tema con mayor pro- 
fundidad, habrá que analizar algunas anomalías que 
se están dando en los contratos de arrendamiento, 
como por ejemplo el uso de los contratos de pastoreo 
para arrendamiento de tierra en una forma encubier- 
ta. Hay un elemento que se debe tener en cuenta, 
que es el hecho de que en este momento existe una 
política de Estado, acordada entre los partidos políti- 
cos, sobre el uso sostenible de los recursos naturales, 
y muchas veces los arrendamientos encubiertos bajo 
la forma de contratos de pastoreo no cumplen con 
los requisitos que se exigen en estos casos; se logran 
por acuerdo de partes, pero con frecuencia son con- 
trarios al interés general, y terminan por esquilmar y 
utilizar mal los recursos naturales. Por eso, es nece- 
sario plantearse seriamente cuál es la forma de apli- 
car una política sostenible de manejo responsable de 
los recursos naturales. 


Algunas empresas, en función de principios de 
responsabilidad empresarial, no celebran contratos 
de corto plazo sino a cinco años, e incluyen una uti- 
lización sostenible de los recursos naturales por de- 
cisión de la propia empresa; pero hay otras que no lo 
razonan así. Por lo tanto, este tema deberá ser dis- 
cutido cuando se analice el problema general de los 
arrendamientos, sobre todo en el Uruguay, donde en 
algunas actividades -por ejemplo, la lechería- la mitad 
de la superficie se maneja bajo la forma de arrenda- 
miento. De manera que hasta la forma de arrendar 
y cómo se administra es un factor de competitividad 
en la lechería nacional, frente a otros países donde 
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esta actividad no se realiza bajo arrendamiento. Esto 
ocurre, por ejemplo, en el gran gigante lechero que 
es Nueva Zelanda, porque emprendió una reforma 
agraria en el siglo XIX. Nuestros productores lecheros 
tienen que competir en los mercados internacionales 
pagando una renta de más de US$ 100 por hectárea, 
contra otros muy eficientes, que hacen las cosas muy 
bien y que no tienen que pagar renta. No estoy ne- 
gando con esto el derecho del propietario del suelo, 
sino que quiero decir que la evolución económica de 
las distintas actividades tendrá que estar incluida en 
la discusión más de fondo del Código Civil en este 
aspecto. 


Todos estos, reitero, son temas de fondo, como lo 
son los que han mencionado otros señores Senadores 
en el debate, pero, en particular, para este caso con- 
creto y en el entendido de que se trata de un pedido 
del Poder Ejecutivo a efectos de otorgar más posibi- 
lidades a una actividad que necesita el país, vamos a 
votar afirmativamente este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ABREU.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: acompañan- 
do alguna de las reflexiones realizadas, quiero decir 
que el tema que planteaba el señor Senador Agazzi 
es de enorme profundidad, pues estamos hablando 
de la forma en que tenemos que administrar un pro- 
yecto de desarrollo en función de determinadas limi- 
taciones relacionadas con el derecho de desarrollo 
sustentable y ambiental. Creo que esto es importante 
en muchos aspectos y, en particular, en cuanto a la 
energía. No es mi intención ingresar en esa discusión 
ahora -aunque en algún momento vamos a tener que 
trabajar en ella-, sino preguntar sobre el alcance que 
tiene este artículo respecto a la excepción para aque- 
llos inmuebles que tengan por destino la generación 
de energía eléctrica. Concretamente quisiera saber si 
se trata de un destino exclusivo o de uno dentro de 
los demás que pueda tener un determinado predio 
rural o inmueble. Parece que todo estaría orientado 
a identificarse con inversiones de gran porte destina- 
das a la generación de energía, que se verían facilita- 
das por un contrato de arrendamiento de mayor flexi- 
bilidad, a treinta años. Digo esto porque la casuística 
siempre termina siendo la enemiga de los conceptos 
y, en virtud de que el texto habla del arrendamiento 
de inmuebles que tengan por destino la generación 
de energía eléctrica, reitero, me gustaría saber si re- 
fiere a ese destino exclusivo, o si pueden ser varios. 


Por otra parte, el destino de generación de energía 
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eléctrica puede estar, como se dice en la exposición 
de motivos, vinculado a fuentes alternativas, en cuyo 
caso estaríamos acompañando el esfuerzo por impul- 
sar un desarrollo sustentable y tratando de descartar 
muchas de las fuentes tradicionales o renovables que 
contaminan. Sin embargo, esto tampoco se define 
muy bien en el texto legal. Se pone como ejemplo 
en la exposición de motivos, pero no se dice de qué 
tipo de energía se trata o, en todo caso, cuáles son los 
condicionamientos que podrían habilitar ese tipo ex- 
cepcional de contrato. Por ello, me pregunto si en la 
Comisión se ha discutido este tema, si se ha obtenido 
el asesoramiento adecuado, y si se ha hecho alguna 
reflexión relativa al destino exclusivo o no. Podría tra- 
tarse, por ejemplo, de un destino compartido entre 
la actividad del sector y una planta de generación de 
energía en base a carbón u otro tipo de energía. Por 
cierto, estos temas están en discusión. 


Más allá de que es compartible la idea de que se 
permita un mayor plazo a las inversiones de esta na- 
turaleza, me da la sensación de que esta amplitud 
quizás pueda tener cierta ambigúedad que, por la ca- 
suística, afecte en forma contraria a los objetivos que 
se persiguen. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- 
Miembro Informante. 


Tiene la palabra el 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: respondiendo a la inquietud y a la muy buena 
reflexión del señor Senador Abreu, creo que la res- 
puesta a este tema la debemos ubicar en el contexto 
y las pautas de interpretación de la norma jurídica. 
En ese sentido, en la Comisión entendimos que la 
introducción textual de la expresión “o la generación 
de energía eléctrica” que se está proponiendo, per- 
mite una interpretación amplia en cuanto a distin- 
tas fuentes de energía. Por supuesto, puede referir a 
distintos tipos de inmuebles o de fuentes de energía 
eléctrica. Por tanto, si en ese inmueble destinado a 
la producción de energía eléctrica se llevaran a cabo 
otro tipo de emprendimientos colaterales necesarios 
—por ejemplo, para la producción de la misma energía 
eléctrica—, también podrían estar comprendidos den- 
tro de ese mismo destino. Creo que lo que debemos 
tener en cuenta al votar la norma es que la excepción 
es al destino, o sea, generación de energía eléctrica. 


Dentro de las pautas de interpretación de la nor- 
ma jurídica, tenemos que aplicar el razonamiento le- 
gal para saber, en un caso concreto, cuándo estamos 
frente a un contrato de arrendamiento con destino a 
energía eléctrica y cuándo no. Eso lo va a determinar 
la aplicación concreta de la norma jurídica al hecho 
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real y si se llegara a generar una controversia puntual 
con relación al interés de las partes vinculadas a este 
tema, serán los Jueces quienes tendrán que dirimir si 
efectivamente ese contrato que se extendió por más 
de quince años cumple o no, en el marco de la inter- 
pretación jurídica, los términos pautados por la ley. 
De la misma manera que sucede con la excepción 
de aquellos inmuebles destinado a apoyar una presa 
o a embalsar el agua -que son destinos específicos-, 
se genera una amplitud que da pautas para esa apli- 
cación. Creemos que restringirlo a la casuística de 
las fuentes de energía podría implicar un acotamien- 
to e, incluso, estaríamos legislando mucho más que 
la excepción. Obviamente la fórmula puede ser per- 
fectible, pero entendemos que tal como viene, con el 
agregado de la expresión “o la generación de energía 
eléctrica”, comprende las distintas fuentes y puede 
comprender otro tipo de actividades vinculadas. De 
esta forma dejaríamos para la dinámica de la aplica- 
ción del contrato aquellas diferencias que se pudie- 
ran suscitar entre las partes y en ese caso serían los 
Jueces quienes tendrían que interpretar, de acuerdo 
con las normas contenidas en el Código Civil, qué se 
entiende por generación de energía eléctrica. A nues- 
tro juicio, el texto es muy claro. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: en el mismo 
sentido y con la misma preocupación del Miembro 
Informante, a efectos de que quede constancia en el 
ámbito del Senado quiero referirme a la íntima rela- 
ción que existe entre generación, trasmisión y distri- 
bución. Cuando decimos que vamos a dar facilidades 
para un arrendamiento de treinta años a quien gene- 
re energía e ingrese en una actividad de inversión pri- 
vada, hay una limitación muy importante que tiene 
que ver con la conexión de la generación energética 
con las líneas de trasmisión, cuyo monopolio natu- 
ral lo tiene UTE. Entonces, más allá de coincidir con 
la política energética o con las propias decisiones de 
UTE, el llamado que se realiza a la generación de 
energía debería ser un poco más amplio de lo que ha 
sido hasta ahora, es decir, de sesenta megavatios. De 
esta forma, cuando se permita una inversión privada 
más fuerte, se podrá trabajar en forma complementa- 
ria con este tipo de proyectos e incentivar la utiliza- 
ción por treinta años de terrenos o inmuebles para la 
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generación de energía sin límites o con concesiones 
más amplias de las que pueda establecer UTE. Digo 
esto sin perjuicio de la generación de energía autóno- 
ma que pueda producir cada emprendimiento para su 
propio sistema productivo. 


En definitiva, se trata de una reflexión sobre la 
conexión que tienen todos estos temas con la políti- 
ca energética y las responsabilidades de los distintos 
actores en las áreas de generación, trasmisión y dis- 
tribución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Sustitúyese el artículo 1782 
del Código Civil, en la redacción dada por la Ley 
N* 16.603, de 19 de octubre de 1994, por el siguiente: 


“Artículo 1782.- El arrendamiento no podrá con- 
tratarse por más de quince años. El que se hiciere por 
más tiempo caducará a los quince años. 


Exceptúase el arrendamiento de aquellos inmue- 
bles que tengan como destino apoyar una presa o em- 
balsar el agua o la generación de energía eléctrica, 
en cuyo caso el plazo máximo será de treinta años. 
El que se hiciere por un mayor tiempo caducará a los 
treinta años. El plazo de arrendamiento de los bienes 
hipotecados se regulará por lo establecido en los inci- 
sos segundo y tercero del artículo 2328. 


Exceptúase, asimismo, el arrendamiento de in- 
muebles con destino a forestación de acuerdo a lo 
preceptuado por el artículo 5% de la Ley N* 15.939, 
de 28 de diciembre de 1987, cuyo plazo máximo será 
de treinta años. El que se hiciere por mayor tiempo 


” » 


caducará a los treinta años”. 
-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 


municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 


nado por ser igual al considerado) 


6) EXTENSIÓN DEL SEGURO POR DESEM- 
PLEO DE LOS TRABAJADORES DE LA EM- 
PRESA TORYAL S.A. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Pido la palabra para una 


cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 


Senador. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En el día de ayer había so- 
licitado, por escrito, que se declarara urgente la con- 
sideración del proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo referido a la extensión del seguro por des- 
empleo de los funcionarios de la empresa Toryal S.A. 
Pensé que este punto se había incluido en el orden 
del día de hoy porque en la sesión de ayer habíamos 
pasado a cuarto intermedio, pero en vista de que me 
he enterado por Secretaría de que no es así, solicito 


que se vote su urgencia y se lo trate de inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le informo al señor Se- 
nador que ese tema no está en el orden del día por- 
que no corresponde, en la medida en que se trata de 


la continuación de la sesión de ayer. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la 
propuesta del señor Senador Chiruchi en el sentido 
de declarar la urgencia en la consideración del pro- 


yecto de ley mencionado. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a considerar el tema: “Proyec- 
to de ley por el que se extiende el seguro de desem- 
pleo de los trabajadores de la empresa TORYAL S.A. 
(Carp. N* 220/10). 
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(Antecedentes:) 
“Carp. N* 220/10 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 


Ministerio de Desarrollo Social 
Montevideo, 28 de junio de 2010. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Alto Cuerpo a fin de remitir, para su consideración, 
un proyecto de ley referente a la extensión del segu- 
ro por desempleo de los trabajadores de la empresa 
Toryal S.A 


Se trata de una empresa de la industria curtido- 
ra, cuya actividad se encuentra en las consideradas 
como vulnerables a la crisis internacional por el Ga- 


binete Productivo. 


La empresa ha tomado medidas a efectos de lograr 
una solución a concretarse en los próximos meses, 
por lo que se estima conveniente asegurar la plantilla 


de trabajadores con los que podrá contar. 
Exposición de Motivos 


El proyecto de ley que se acompaña es una res- 
puesta a la situación económica por la que atraviesa 
la empresa Toryal S.A., que le ha impedido retomar la 


actividad en forma regular. 
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Dicha empresa envió, oportunamente, su personal 
al seguro por desempleo por la causal suspensión to- 
tal, y luego de haberse agotado la cobertura legal, fue 
sucesivamente prorrogada por resoluciones del Poder 
Ejecutivo, en uso de las facultades previstas en el in- 
ciso 2” del artículo 10 del Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981, en la redacción dada por la Ley 
N?* 18.399, del 24 de octubre de 2008. 


Tales prórrogas se han autorizado con el objetivo 
de procurar contribuir a la reactivación de la acti- 
vidad de la referida empresa, cuya inactividad data 
de marzo de 2009, originada en la crisis mundial de 
público conocimiento. 


La empresa Toryal es una industria curtidora, 
cuya inactividad se origina en la pérdida de los mer- 
cados externos, afectados por la referida crisis eco- 
nómica internacional en virtud de que su principal 
cliente de origen ruso no solo ha cesado todo pedido 
de confección desde 2008, sino que tampoco ha pa- 
gado sus deudas comerciales vencidas, provocando la 
crisis económica que se debió enfrentar enviando a la 
totalidad de los trabajadores al seguro por desempleo. 


Asimismo se destaca la existencia de un diálogo 
permanente con la organización sindical, buscando 
alternativas que permitan la reactivación de la mis- 
ma, compareciendo conjuntamente con la empresa y 
la Unión de Obreros Curtidores (UOC), solicitando la 
promoción de una ley especial que autorice la prórro- 
ga del subsidio por desempleo de los más de doscien- 
tos trabajadores involucrados. 


Por otra parte se informa que la empresa ha diver- 
sificado la gama de productos, y la oferta de nuevos 
conceptos de venta con el fin de abrir nuevas tiendas 
exclusivas de la marca, llevando además muestras de 
sus productos a distintas ferias internacionales desa- 
rrolladas en Italia, España, Estados Unidos, Canadá, 
China y Australia. 


Con este cúmulo de medidas, manifiesta la empre- 
sa estar en los próximos meses en condiciones de res- 
tablecer los niveles de producción, de forma de poder 
lograr la reincorporación progresiva de su personal. 


En virtud de que son más de doscientos puestos de 
trabajo, y a efectos de posibilitar su preservación, da- 
mos trámite a la solicitud de promoción del presente 
proyecto de ley, en el entendido de que resulta necesa- 
rio que el personal permanezca cubierto por el seguro 
por desempleo hasta verificarse su reincorporación. 


Razones de interés general en la conservación de 
las fuentes laborales involucradas y sensibles a la si- 
tuación de los trabajadores, y con el fin de evitar la 
pérdida de empleos, se consideró adecuado promover 
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una extensión de la cobertura por desempleo. 


En este sentido, la promoción del presente proyec- 
to de ley pretende ser un aporte más que el Estado 
realiza a fin de procurar la reactivación económica 
y la consiguiente conservación de puestos de trabajo 
genuino, que en el caso particular de Toryal S.A., se 
podrá verificar con la extensión del seguro de paro, 
que se somete a consideración del Cuerpo Legislativo. 


Por las razones y fundamentos expuestos, el Po- 
der Ejecutivo remite a la Asamblea General para su 
consideración el proyecto de ley que se acompaña, el 
que se estima de vital importancia para posibilitar la 
definitiva reincorporación de la totalidad del personal 
de la referida empresa, llevando consigo tranquilidad 
a numerosas familias, cuyo sustento depende de ello. 


Saludamos a ese Cuerpo con nuestra mayor con- 
sideración. 


José Mujica, Presidente de la República; 
Eduardo Brenta, Graciela Muslera, Roberto 
Kreimerman, Ricardo Ehrlich, Héctor Lescano, 
Ana Vignoli, Tabaré Aguerre, Eduardo Bonomi, 
Luis Almagro, Luis Rosadilla, Enrique Pintado, 
Fernando Lorenzo Daniel Olesker. 


Proyecto de ley 


Artículo 1% Facúltase al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores de 
Toryal S.A., en los términos y condiciones que esta- 
blezca la reglamentación. 


Artículo 2% Ampliación del plazo de la prestación 
de desempleo que se otorga en virtud de las faculta- 
des que se conceden en el artículo anterior, alcanza- 
rá a los trabajadores que aún continúen en el goce 
del referido beneficio o hayan agotado el plazo máxi- 
mo de cobertura (artículos 7* y 10 del Decreto-Ley 
N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en la redacción 
dada por la Ley N” 18.399, de 24 de octubre de 2008). 
La ampliación* del plazo de la prestación comenzará 
a regir a partir del mes inmediato posterior al cese 
respectivo del subsidio en todos los casos.” 


SEÑOR PRESIDENTE..- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Chiruchi. 
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SEÑOR CHIRUCHI.- Agradezco a los señores Se- 
nadores por haber votado la declaración de urgencia 
para este proyecto de ley remitido por el Poder Ejecu- 
tivo, que dispone la extensión del seguro de desem- 
pleo para los trabajadores de la empresa Toryal S.A., 
que venciera el pasado 30 de junio; de ahí la necesi- 
dad de su tratamiento en el día de la fecha. 


La empresa está radicada en Ciudad del Plata, 
San José, y se dedica al curtido y terminado de cue- 
ros, fundamentalmente lanares, y a la confección 
de prendas. Inició sus actividades en el Uruguay en 
1998, con una inversión en planta de aproximada- 
mente US$ 20:000.000; además, por tratarse de una 
empresa de curtido, debió realizar una inversión de 
US$ 3:500.000 para el tratamiento de los efluentes. 
Cabe destacar que esta infraestructura se encuentra 
operativa desde la inauguración de la planta indus- 
trial. También es importante agregar que esta em- 
presa llegó a ocupar a más de 500 trabajadores y a 
exportar más del 98% de su producción, básicamente 
a países de la Unión Europea, Rusia, Estados Unidos, 
Canadá y Japón. Por lo tanto, estamos ante uno de los 
casos donde se verifica que la actividad de la empresa 
se ha visto reducida, fundamentalmente, en virtud de 
impactos negativos externos. 


En el pasado mes de junio la consultora Price Water- 
house realizó un estudio sobre la evolución del sector 
cueros en el período 2005-2010, donde señala aspectos 
que es necesario valorar en esta instancia. El sector ha 
tenido un gran impulso en la recuperación del salario 
en los últimos años; las remuneraciones reales de los 
trabajadores del sector no cayeron durante la crisis del 
año 2002, mientras que la disminución promedio del 
salario real en el sector privado fue del 25%. Los sala- 
rios reales crecieron un 20,8% entre los años 2005 y 
2009, presentando el aumento más grande entre 2008 
y 2009, que ascendió a un 5% real en cada año. 


Por su parte, la producción del sector acumuló 
una caída del 33% entre 2008 y 2009, lo que lo ubica 
como el segundo más afectado en estos años debido a 
la crisis global. El valor de las exportaciones cayó un 
38%, lo que representa US$ 130:000.000 menos de 
ingreso de divisas en los últimos dos años. El volumen 
de las exportaciones de cuero bovino terminado tam- 
bién disminuyó; en el año 2009 fue un 43% menor 
que el de 2005. 


Asimismo, en el año 2009 se dio un importante re- 
troceso en el grado de industrialización, con un 238% 
de incremento de las exportaciones de materia prima 
en desmedro de los productos elaborados. En el caso 
de los cueros ovinos, desde 2005 a 2010 se dio una 
caída del 67% en el volumen de prendas de vestir ex- 
portado y una disminución del 8% en las exportacio- 
nes de los cueros terminados. 
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Otro dato para aportar es que en el caso de los 
cueros vacunos los precios se recuperaron en los pri- 
meros meses del año 2010, pero se mantienen entre 
un 12% y un 15% por debajo de los niveles de 2008. 
Por su parte, en el caso de los cueros ovinos, el precio 
de los cueros terminados aumentó un 4%, mientras 
que el de las prendas elaboradas se redujo en un 23%. 


La crisis financiera y económica comenzó a fines 
del año 2008 en los países de destino de la produc- 
ción de Toryal S.A., coincidiendo con la temporada 
de venta de las prendas de invierno del hemisferio 
norte, y castigó muy severamente a los principales 
mercados consumidores, provocando una caída de 
más del 50% en la demanda de los productos. En 
este año 2010, si bien la situación muestra algu- 
na mejoría en la mayoría de los mercados, Rusia 
se mantiene sin cambios dado que había crecido de 
manera importante en los últimos años como desti- 
no de la producción de la empresa. 


Se estima que para el presente año la producción 
de Toryal se ubicará levemente por encima de la del 
año 2009, pero aún manteniendo cifras muy infe- 
riores a las de años anteriores. La inversión civil, la 
inversión en tecnología y el know how acumulados 
en todos estos años en la planta de San José, hacen 
que la empresa tenga como definición estratégica de 
mediano plazo que los cueros que se compraron y 
comprarán en todo el mundo sean procesados en el 
Uruguay. 


Ahora quisiera mencionar la evolución de los tra- 
bajadores ocupados en la empresa. En el período que 
va desde abril de 2007 a marzo de 2008 había 316 
empleados; entre abril de 2008 y marzo de 2009 que- 
daban 287 personas, de las cuales 202 —el 70%- estu- 
vieron en el seguro de desempleo. Al 30 de junio de 
2010, el personal ocupado asciende a 205 trabajado- 
res, de los cuales 103 —el 50%- están en el seguro de 
desempleo. De esto se desprende que la evolución del 
personal en seguro de desempleo ha ido disminuyen- 
do en el último tiempo, pasando del 70% al 50% en 
la actualidad, aun cuando lamentablemente la planti- 
lla total de trabajadores también ha ido decreciendo. 
Además de estos puestos de trabajo directos, hay una 
gran repercusión laboral favorable que ocupa a otras 
personas en forma indirecta, ya sea por servicios, ma- 
terias primas y transporte, como ocurre normalmente 
con una planta industrial instalada en cualquier re- 
gión del país. 


En el período comprendido entre abril de 2007 y 
el 30 de junio de 2010 la exportación de la empresa, 
medida en euros, descendió un 46%, mientras que la 
producción disminuyó un 47%. 


Nos consta que desde el comienzo de la crisis la 
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empresa y el sindicato han sostenido un permanen- 
te diálogo con el compromiso de mantener la mayor 
cantidad de fuentes de trabajo y así evitar la verifica- 
ción de despidos masivos. 


Por otro lado, la exposición de motivos del proyec- 
to de ley que ha enviado el Poder Ejecutivo, el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, destaca que 
se han autorizado sucesivas prórrogas del seguro de 
desempleo para contribuir a la reactivación de la ac- 
tividad resentida por la crisis global. La inactividad se 
origina en la pérdida de mercados externos afectados 
por la crisis y en el hecho de que su principal cliente, 
de origen ruso, cesó todo pedido de confección desde 
el año 2008. Además, debemos considerar que tam- 
poco ha pagado sus deudas comerciales vencidas. 


Como decía anteriormente, en la propia exposi- 
ción de motivos se destaca el permanente diálogo 
existente entre el sindicato y la empresa para bus- 
car alternativas diferentes que permitan la reactiva- 
ción. Incluso, han comparecido junto con la Unión 
de Obreros Curtidores para solicitar la promoción de 
un proyecto de ley en este sentido. La empresa ha 
diversificado su producción y la oferta de nuevos con- 
ceptos de venta, y participa en ferias internacionales 
procurando revertir su situación. 


La presentación de esta iniciativa pretende ser un 
aporte del Estado a fin de procurar la reactivación 
económica y la consiguiente conservación de pues- 
tos de trabajo genuinos. De esta forma, compartimos, 
apoyamos y descartamos que pueda procederse de 
otra manera ante la situación que estamos descri- 
biendo. Se trata de una actividad económica que su- 
fre impactos externos coyunturales que seguramente 
podrán ser superados en beneficio de los trabajadores 
y de la economía nacional. Ahora bien, debemos ser 
realistas. Las evidencias que provienen de Europa no 
parecen indicar que se puedan dar las condiciones 
para que los trabajadores de la empresa sean incor- 
porados en su totalidad en el plazo de seis meses que 
cubre la extensión del seguro de desempleo, por lo 
que desde ya adelantamos que, de continuar esta si- 
tuación, volveremos a compartir y a solicitar que el 
seguro por desempleo sea extendido nuevamente. 


Finalmente, señor Presidente, siempre hemos 
considerado que el Estado debe crear las condiciones 
necesarias para generar oportunidades de trabajo ge- 
nuino, la radicación de emprendimientos económicos 
y la inversión privada nacional y extranjera. Esta em- 
presa es un ejemplo de ello y el Estado debe auxiliar- 
la. Desde nuestra anterior responsabilidad al frente 
de la Intendencia de San José, a través de diferentes 
acciones promovimos la instalación de industrias de 
distintas ramas de actividad en procura de que la po- 
blación contara con fuentes laborales en las cercanías 


CÁMARA DE SENADORES 


135-C.S. 


de su residencia. 


Por lo expuesto, considero que la oportunidad la- 
boral de esta empresa en Ciudad del Plata debe ser 
preservada. Por ese motivo hemos desarrollado rápi- 
damente la coyuntura que vive este sector, que gene- 
ra cientos de puestos de trabajo y de oportunidades 
para la gente, en este caso, del departamento de San 
José. No obstante, sabemos que esta situación tam- 
bién repercute en el resto de las empresas vinculadas 
al sector de los cueros en el país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley 
por el que se amplía el plazo de prestación del segu- 


ro de desempleo para los trabajadores de la empresa 
Toryal S.A. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1%.- Facúltase al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores de 
Toryal S.A., en los términos y condiciones que esta- 
blezca la reglamentación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: hemos dado 
nuestro voto favorable frente a este tema tan sensible, 
que afecta no solamente a una empresa, sino también 
a los sectores de la industria textil y del cuero, porque 
involucra aspectos de competitividad y de productivi- 
dad. Creo que no solo es importante encontrar una 
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solución de carácter provisorio, sino también anali- 
zar, para casos excepcionales de esta naturaleza -si es 
que lo son; deberán ser estudiados debidamente-, la 
posibilidad de que puedan ingresar en esas políticas 
de ayuda directa que el Gobierno o el Estado da. Me 
refiero al sector textil o a aquellos que tienen serias 
dificultades para el acceso al mercado externo, por 
razones de variables no controlables -la mayoría de 
ellas- por parte del propio sector empresarial. 


En definitiva, señor Presidente, damos nuestro 
voto afirmativo, pero dejamos esta reflexión sobre la 
posibilidad de que algunas áreas y sectores sensibles 
también sean incorporadas a las preocupaciones del 
Poder Ejecutivo. Tal es el caso de la calidad agregada 
que se obtiene por el trabajo sobre cuero de nonato 
-en la mayoría de los casos, de cordero- y de otro tipo, 
con gran repercusión en el ámbito de la exportación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el Senado me permi- 
te voy a sugerir incorporar un artículo determinante 
que falta al comienzo del artículo 2%, que debería de- 
cir: “La ampliación del plazo”... 


Por otro lado, en aras de una síntesis imprescindi- 
ble, propongo suprimir la reiteración a la ampliación 
del plazo de la prestación, colocando una coma luego 
del paréntesis y decir: “y comenzará a regir”... 


Léase el artículo 2% con las modificaciones pro- 
puestas. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2*.- La ampliación del plazo de la pres- 
tación de desempleo que se otorga en virtud de las 
facultades que se conceden en el artículo anterior, 
alcanzará a los trabajadores que aún continúen en el 
goce del referido beneficio o hayan agotado el plazo 
máximo de cobertura (artículos 7” y 10 del Decreto- 
Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en la redac- 
ción dada por la Ley N” 18.399, de 24 de octubre de 
2008), y comenzará a regir a partir del mes inmediato 
posterior al cese respectivo del subsidio en todos los 
casos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece oportuna la modifi- 
cación propuesta por el señor Presidente, pero quiero 
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advertir que la ampliación del plazo de la prestación 
no refiere al desempleo. En realidad, debería decir: 
“la ampliación del plazo de prestación del subsidio 
por desempleo”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcta la observa- 
ción; resulta más claro agregar: “prestación del sub- 
sidio por desempleo”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 2” con la redacción que acabamos de leer y la 
modificación propuesta por el señor Senador Agazzi. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será remi- 
tido a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1?.- Facúltase al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores de 
Toryal S.A., en los términos y condiciones que esta- 
blezca la reglamentación. 


Artículo 2*.- La ampliación del plazo de la pres- 
tación del subsidio por desempleo que se otorga en 
virtud de las facultades que se conceden en el ar- 
tículo anterior alcanzará a los trabajadores que aún 
continúen en el goce del referido beneficio o hayan 
agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 
7% y 10 del DecretoLey N* 15.180, de 20 de agosto de 
1981, en la redacción dada por la Ley N* 18.399, 
de 24 de octubre de 2008) y comenzará a regir a par- 
tir del mes inmediato posterior al cese respectivo del 
subsidio en todos los casos”. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: la fundamen- 
tación que de este proyecto de ley expuso el Miembro 
Informante emana de la discusión que se dio en Sala. 
Esto se apoya, además, en que la legislación que re- 
gula el seguro por desempleo -ya sea a través de la 
Ley N* 15.180 o de la N* 18.399- establece, digamos, 
un capítulo particular al que se le ha llamado siempre 
“desocupación especial”. Entiendo que lo que acaba- 
mos de votar se enmarca en él, ya que está referido 
a empleados de alta especialización profesional o que 
se encuentran en situaciones particulares. En fun- 
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ción de lo que aquí se ha dicho, esta es una situación 
particular que no depende de la empresa sino de lo 
que está ocurriendo en el mundo. 


Si no recuerdo mal, la Ley también dice que tiene 
que darse el compromiso de preservar los puestos de 
trabajo, lo cual seguramente va a ser contemplado por 
el Poder Ejecutivo en los términos de la reglamenta- 
ción. Esta empresa ha sido auxiliada por el Estado en 
dos oportunidades: fue promovida como proyecto de 
inversión en el año 2003 y esto se amplió en 2005, lo 
que significa que sus inversiones no le atañen solo a 
ella, sino también a la sociedad. 


En definitiva, voté este proyecto de ley porque 
mantiene el nivel de una actividad para la cual te- 
nemos buena competividad, evita las pérdidas de 
empleo —como dice la ley- y preserva las inversiones, 
todo lo cual va unido a la conservación de los puestos 
de trabajo. De esta manera se redondea el auxilio que 
se le da en este momento particular a algo que el Ga- 
binete Productivo ha considerado que es prioritario. 


Muchas gracias. 


7) EXTENSIÓN DEL SEGURO POR DESEM- 
PLEO DE LOS "TRABAJADORES DE MOLI- 
NO CARMELO S.A. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑOR DALMÁS.- Señor Presidente: por fun- 
damentos similares a los dados al proyecto de ley 
que acabamos de aprobar, solicitamos al Cuerpo 
el tratamiento con carácter urgente de la Carpeta 
N* 219/2010, que refiere a la extensión del seguro 
por desempleo de los trabajadores de Molino Car- 
melo S.A. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la urgencia 
solicitada por la señora Senadora Dalmás. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia aca- 
ba de ser votada: “Proyecto de ley por el que se ex- 
tiende el subsidio por desempleo de los trabajadores 
de Molino Carmelo S.A. (Carp. N* 219/10)”. 


CÁMARA DE SENADORES 


137-C.S. 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 29/10 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 28 de junio de 2010. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Alto Cuerpo a fin de remitir, para su consideración, 
un Proyecto de Ley referente a extensión de seguro 
por desempleo de los trabajadores de la empresa Mo- 
lino Carmelo S.A. 


Exposición de Motivos 


El proyecto de ley que se acompaña es una res- 
puesta a la situación económica por la que atraviesa 
la empresa Molino Carmelo S.A., que le ha impedido 
retomar la actividad en forma regular. 


Dicha empresa envió oportunamente su personal 
al seguro por desempleo por la causal suspensión to- 
tal, y luego de haberse agotado la cobertura legal, fue 
sucesivamente prorrogada por resoluciones del Poder 
Ejecutivo, en uso de las facultades previstas en el in- 
ciso 2” del artículo 10 del Decreto-Ley N* 15.180 de 
20 de agosto de 1981, en la redacción dada por la Ley 
N* 18.399, del 24 de octubre de 2008. 


Tales prórrogas se han autorizado, con el objetivo 
de procurar contribuir a la reactivación de la activi- 
dad de Molino Carmelo S.A., cuya paralización data 
desde comienzos de 2008. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a tra- 
vés del proceso de negociación colectiva que culminó 
con acuerdos celebrados en Dirección Nacional de 
Trabajo, promovió la reincorporación del personal, en 
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forma rotativa. Dicho proceso no pudo efectivizarse 
en el tiempo previsto por lo que, la cobertura por des- 
empleo culminó antes de que pudiera reintegrarse la 
totalidad del personal en la forma acordada. 


La empresa ha manifestado ante esta Secretaria 
de Estado haber suscrito diversos contratos que im- 
plicarán el pleno funcionamiento de su planta indus- 
trial, con la consiguiente recuperación de las fuentes 
de trabajo de todo el personal tal como se ha previsto 
en los acuerdos celebrados en Dirección Nacional de 
Trabajo de fechas 13 de marzo y 26 de marzo de 2009. 


Razones de interés general en la conservación 
de las fuentes laborales involucradas y sensible a la 
situación de los trabajadores, nos lleva a considerar 
adecuado prever una extensión de su cobertura por 
desempleo. 


En este sentido, la promoción del presente pro- 
yecto de ley, es un aporte más que el Estado realiza a 
fin de procurar la reactivación económica y la consi- 
guiente conservación de puestos de trabajo genuino, 
que en el caso particular de Molino Carmelo S.A., se 
podrá verificar con la extensión del seguro de paro 
que se somete a consideración del Cuerpo Legisla- 
tivo. 


Por las razones y fundamentos expuestos, el Po- 
der Ejecutivo remite a la Asamblea General para su 
consideración el proyecto de ley que se acompaña, el 
que se estima de vital importancia para posibilitar la 
definitiva reincorporación de la totalidad del personal 
de Molino Carmelo S.A. 


José Mujica, Presidente de la República; 
Eduardo Brenta, Graciela Muslera, Roberto 
Kreimerman, Ricardo Ehrlich, Héctor Lescano, 
Ana Vignoli, Tabaré Aguerre, Eduardo Bonomi, 
Luis Almagro, Luis Rosadilla, Enrique Pintado, 
Fernando Lorenzo Daniel Olesker. 


Proyecto de ley 


Artículo 1*.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores de 
Molino Carmelo S.A., en los términos y condiciones 
que establezca la reglamentación. 


Artículo 2”.- La ampliación del plazo de la pres- 
tación del subsidio por desempleo que se otorga en 
virtud de las facultades que se conceden en el artí- 
culo anterior, alcanzará a los trabajadores que aún 
continúen en el goce del referido beneficio o hayan 
agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 7? 
y 10 del Decreto-Ley N* 15.180 de 20 de agosto de 
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1981, en la redacción dada por la Ley N* 18.399, de 
24 de octubre de 2008), y la ampliación del plazo de 
la prestación comenzará a regir a partir del mes in- 
mediato posterior al cese respectivo del subsidio en 
todos los casos.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: en este 
caso se trata de la extensión del seguro por desempleo 
del personal de la empresa Molino Carmelo S.A., que 
suspendiera totalmente sus actividades en el 2008 y 
que, afortunadamente, en el año 2009 obtuviera nue- 
vos y promisorios contratos de compra de sus produc- 
tos. Esto motivó que la Dirección Nacional de Trabajo 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social acordara 
reincorporar paulatinamente a los trabajadores de di- 
cha empresa, etapa que aún no ha sido completada. 
Han reingresado algunos trabajadores, pero todavía 
falta que retomen la actividad unos cuantos más. 


En función de ello, y por las mismas razones que 
hemos expuesto en cuanto a la sensibilidad que de- 
bemos tener por el mantenimiento de puestos de tra- 
bajo en empresas que por suerte están logrando su 
recuperación, es que proponemos que se extienda el 
plazo del seguro por desempleo, para poder reincor- 
porar a la última porción de trabajadores. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: con gusto 
vamos a acompañar esta iniciativa por tratarse de una 
empresa de largo arraigo en el departamento de Co- 
lonia, concretamente, en la ciudad de Carmelo. Este 
molino, que tiene casi un siglo de existencia, repre- 
senta a la industria harinera de excepción y no solo 
ha contribuido al desarrollo económico asociado a 
la producción agropecuaria, dándole valor agregado, 
sino que también ha generado cientos de puestos de 
trabajo en toda su larga historia. Como ha sucedido 
con otras industrias en nuestro país, ha enfrentado 
algunas dificultades. Creo que la protección de los 
trabajadores es una iniciativa realmente muy plau- 
sible y esperamos que el molino retome su actividad 
habitual. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodriguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1%.- Facúltase al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores de 
Molino Carmelo S.A., en los términos y condiciones 
que establezca la reglamentación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Con respecto al artículo 2”, la Mesa se adelanta a 
indicar que salvo el artículo “La”, que esta vez está 
presente, se deben realizar las mismas modificacio- 
nes propuestas en el proyecto de ley anterior, esto es, 
establecer lo siguiente: “La ampliación del plazo de 
la prestación del subsidio por desempleo”. Luego el 
texto sigue exactamente igual que el original. De to- 
das maneras, se procederá a dar lectura a la nueva 
versión del artículo 2". 


Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2*.- La ampliación del plazo de la pres- 
tación del subsidio por desempleo que se otorga en 
virtud de las facultades que se conceden en el artí- 
culo anterior, alcanzará a los trabajadores que aún 
continúen en el goce del referido beneficio o hayan 
agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 7” 
y 10 del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 
1981, en la redacción dada por la Ley N* 18.399, de 
24 de octubre de 2008), y comenzará a regir a par- 
tir del mes inmediato posterior al cese respectivo del 
subsidio en todos los casos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1.- Facúltase al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores de 
Molino Carmelo S.A., en los términos y condiciones 
que establezca la reglamentación. 


Artículo 2*”.- La ampliación del plazo de la pres- 
tación del subsidio por desempleo que se otorga en 
virtud de las facultades que se conceden en el ar- 
tículo anterior alcanzará a los trabajadores que aún 
continúen en el goce del referido beneficio o hayan 
agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 7? 
y 10 del DecretoLey N* 15.180, de 20 de agosto de 
1981, en la redacción dada por la Ley N* 18.399, 
de 24 de octubre de 2008) y comenzará a regir a par- 
tir del mes inmediato posterior al cese respectivo del 
subsidio en todos los casos”. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU .- Señor Presidente: hemos votado 
esta prórroga, pero creemos que sería interesante -lo 
digo como reflexión en el Senado- realizar en Comi- 
sión un análisis posterior de estos temas, no vincu- 
lados a una empresa en particular sino a actividades 
sectoriales de la cadena agroindustrial que pueden 
tener dificultades. Más allá de la discusión de las po- 
líticas transversales o la definición de alguna política 
específica a aplicar, me parece que sería bueno estu- 
diar esto, porque tendríamos una fotografía un poco 
más amplia de cuál es la realidad de los sectores, en 
particular, de la cadena vinculada a los molinos y a 
los cueros. La idea es poder determinar si tienen pro- 
blemas estructurales de difícil solución o si se trata 
simplemente de aspectos puntuales coyunturales que 
son solucionables. Sería interesante -lo dejo como re- 
flexión- que el señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería compareciera en esta Casa para que nos brin- 
de su visión de estas cadenas productivas, sobre todo, 
habida cuenta de que tienen una interacción muy 
fuerte en el ámbito regional -particularmente con 
Brasil- que puede repercutir en este y otros sectores. 
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8) SISTEMA PENITENCIARIO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a conside- 
rar el asunto que figura en segundo término del orden 
del día: “Proyecto de ley por el que se faculta al Poder 
Ejecutivo a adoptar medidas jurídicas, administrativas 
y financieras a fin de remediar la situación de riesgo y 
especial vulnerabilidad que atraviesa el sistema peni- 
tenciario nacional. (Carp. N* 192/10 — Rep. N* 72/10 y 
Anexo I)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 192/10 
Rep. N* 72/10 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado 
el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1?.- Autorizase al Poder Ejecutivo hasta el 
31 de diciembre de 2010, con carácter extraordinario, 
por única vez, a recurrir a las fuentes de financiamiento 
necesarias hasta un monto de $ 292:192.931 (doscien- 
tos noventa y dos millones ciento noventa y dos mil nove- 
cientos treinta y un pesos uruguayos), que conforme a lo 
establecido por los procedimientos previstos por el Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera 
y Normas Concordantes y Complementarias (TOCAF) 
sean utilizados exclusivamente con los siguientes fines: 


1) Construcción, instalación, reciclaje, readecuación 
y, en general, toda modificación edilicia en edificios e 
instalaciones penitenciarias o con ese destino. 


2) Realizar contratos de compraventa o contratar, en 
régimen de arriendo o comodato, locales destinados a 
prisiones o penitenciarías. 


3) Adquirir el equipamiento necesario para los edifi- 
cios e instalaciones penitenciarias, a efectos del cumpli- 
miento de los cometidos previstos en la ley. 


4) Los gastos derivados del realojamiento de los re- 
clusos, así como los destinados a su alimentación, cober- 
tura de necesidades básicas, higiene y salud. 


Artículo 2”.- Autorizase, con carácter extraordina- 
rio y hasta el 31 de diciembre del año 2012, salvo que se 
encuentren disponibles antes los centros penitenciarios 
con capacidad para albergar la totalidad de los reclusos, 
a alojar a estos en instalaciones militares, bajo la cus- 
todia interna del Ministerio del Interior y externa del 
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Ministerio de Defensa Nacional. 


Artículo 3*.- A los efectos de la asignación de per- 
sonal para cumplir funciones de Personal Penitenciario, 
autorízase al Poder Ejecutivo a transformar vacantes 
existentes en el Ministerio del Interior (Inciso 04), ex- 
cepto los cargos a proveerse por ascenso. 


Artículo 4”.- Créanse 1.500 cargos en el Ministerio 
del Interior (Inciso 04), unidad ejecutora 26 “Dirección 
Nacional de Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recu- 
peración” y los centros de reclusión dependientes de las 
Jefaturas de Policía departamentales. 


Artículo 5”.- Para alcanzar los objetivos previstos, 
el Poder Ejecutivo, a solicitud del Ministerio del Interior 
y con el informe previo del Ministerio de Economía y 
Finanzas, podrá disponer las ampliaciones y reasignacio- 
nes presupuestales necesarias, incluidas trasposiciones. 


Artículo 6”.- Las erogaciones previstas en los artícu- 
los anteriores, serán de cargo de Rentas Generales. 


A estos efectos, la Contaduría General de la Nación, 
a solicitud del Ministerio del Interior, realizará los ajus- 
tes de créditos necesarios. 


Artículo 7*.- En la instancia de la correspondiente 
Rendición de Cuentas, el Poder Ejecutivo dará cuenta 
de lo actuado. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 9 de junio de 2010. 


Ivonne Passada 
Presidenta 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 


Montevideo, 26 de mayo de 2010. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo a los efectos de remitir el adjunto proyec- 
to de ley de Emergencia Carcelaria que tiene como 
fin facultar en forma amplia al Poder Ejecutivo, en el 
marco de las competencias atribuidas por el numeral 
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1? del artículo 168 de la Constitución de la República, 
para adoptar todas la medidas jurídicas, administrati- 
vas, financieras o de otro tipo, que resulten menester 
con el propósito de remediar la situación de riesgo y 
especial vulnerabilidad que atraviesa el sistema peni- 
tenciario nacional. 


El fundamento teleológico del proyecto, se funda 
en la protección al bien jurídico supremo de la segu- 
ridad interior cuyo rol -como pilar de la estabilidad 
ciudadana- recibe amparo constitucional. 


La emergencia carcelaria en el Uruguay es de vie- 
ja data y, en diversas oportunidades el Estado, con 
el concurso de todos los Poderes y del cuerpo social, 
ha procurado encontrar paliativos a estos problemas. 
La Ley de Seguridad Ciudadana aprobada en 1995 y 
la Ley de Humanización del Sistema Carcelario de 
2005, son solo dos ejemplos en esta búsqueda cons- 
tante de alternativas. 


Sin perjuicio de ello, el debilitamiento constante 
que la situación exhibe en el presente, alcanza nive- 
les críticos, tal como ha sido puesto de manifiesto por 
el señor Presidente de la República en su compare- 
cencia oficiosa al Parlamento recientemente. 


Por ello, y en función de los imperativos constitu- 
cionales señalados, resulta imperioso, en base a los 
criterios que orientan el interés colectivo, adoptar los 
actos de Estado y de Gobierno que intercepten la rea- 
lidad con medidas inmediatas que procuren aminorar 
los efectos perniciosos de esta coyuntura. 


Las facultades para emitir actos legislativos im- 
puestos por las altas necesidades de gobierno, han 
sido reconocidas por la Comisión Especial de Refor- 
ma Constitucional cuando produjera su informe de 
fecha 21 de setiembre de 1951 y coincidentemente, 
el constitucionalista Dr. Héctor Giorgi ha identificado 
a tales actos como “aquellos que traducen la suprema 
directiva del Estado, aquel que atañe a sus intereses 
vitales (...) internos y externos”. 


Como señala el maestro francés Michoud, “el in- 
terés público a la seguridad y estabilidad institucional 
del Estado es el primero en orden de importancia” y, 
este principio, está en la base del planteo que viene 
a formularse. 


Amén de las garantías que es necesario fortale- 
cer en protección de la seguridad interior de toda la 
ciudadanía, el examen de la situación no puede des- 
cuidar la consideración a otros principios de superior 
jerarquía como aquellos vinculados a la protección de 
la dignidad humana. 


La situación carcelaria actual conspira contra es- 
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tos principios, en tanto el deterioro edilicio que pre- 
sentan los centros penitenciarios con el colapso total 
del sistema eléctrico y sanitario de alguno de ellos, 
el hacinamiento generalizado de reclusos, el desbor- 
damiento de la capacidad material de los recursos 
humanos disponibles para la custodia del número 
de internos alojados en las cárceles, conllevan a un 
agravamiento constante de las condiciones de vida de 
los internos y del personal policial encargado de su 
custodia. 


Este panorama justifica la adopción de medidas de 
urgencia ajustadas y proporcionales a la difícil situa- 
ción que se relata y, respecto de lo cual, se ha contado 
con la decidida comprensión de todas las fuerzas polí- 
ticas y sociales como cabal expresión del compromiso 
colectivo de integración y cohesión social que los pro- 
blemas más acuciantes del país demandan. 


Estas facultades que el proyecto de ley contempla, 
permitirán al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio 
del Interior, y en coordinación con otras Secretarías 
de Estado y organismos públicos bajo el estricto mar- 
co de la legalidad de actuación que rige la conducta 
pública y sujeta a los controles correspondientes, dis- 
poner la construcción, reconstrucción, instalación, 
reparación, remodelación o modificación de las ins- 
talaciones destinadas a la internación de reclusos, a 
través de las modalidades de contratación extraor- 
dinarias que resulten más adecuadas a la situación 
de urgencia, y habilitando la asignación especial de 
recursos del Estado a tales fines, los que serán regu- 
larizados en la próxima instancia presupuestal. 


De igual modo, el proyecto contempla la asigna- 
ción, redistribución o contratación de personal a ser 
destinado a la custodia de los presos, a través de mo- 
dalidades adecuadas y manteniendo la excepcionali- 
dad del uso anticipado de fuentes financieras del Es- 
tado para hacer frente a las erogaciones resultantes 
de las mismas. 


Finalmente, la norma proyectada habilita al Po- 
der Ejecutivo para disponer el alojamiento provisio- 
nal de reclusos en unidades militares, por el perío- 
do necesario que medie hasta la finalización de las 
obras de construcción, reconstrucción, instalación, 
reparación, remodelación o modificación de los cen- 
tros carcelarios, en carácter de medida transitoria de 
emergencia. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración. 


José Mujica, Presidente de la República; Eduardo 
Bonomi, Fernando Lorenzo, Luis Rosadilla. 
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Proyecto de ley 


Artículo 1*.- Autorízase al Poder Ejecutivo hasta 
el 31 de diciembre de 2010, con carácter extraordina- 
rio, por única vez, a recurrir a las fuentes de financia- 
miento necesarias hasta un monto de $ 292.192.931 
(doscientos noventa y dos millones ciento noventa y 
dos mil novecientos treinta y un pesos uruguayos), 
que conforme a lo establecido por los procedimientos 
previstos por el TOCAF sean utilizados exclusivamen- 
te con los siguientes fines: 


1% Construcción, instalación, reciclaje, readecua- 
ción y, en general, toda modificación edilicia en edifi- 
cios e instalaciones penitenciarias. 


2?) Realizar contratos de compraventa o contratar, 
en régimen de arriendo o comodato, locales destina- 
dos a prisiones o penitenciarías. 


3%) Adquirir el equipamiento necesario para los 
edificios e instalaciones penitenciarias, a efectos del 
cumplimiento de los cometidos previstos en la ley. 


4%) Los gastos derivados del realojamiento de los 
reclusos, así como los destinados a su alimentación, 
cobertura de necesidades básicas, higiene y salud. 


Artículo 2"”.- Autorízase, con carácter extraordi- 
nario y hasta el 31 de diciembre del año 2012, salvo 
que se encuentren disponibles antes los centros pe- 
nitenciarios con capacidad para albergar la totalidad 
de los reclusos, a alojar a estos en instalaciones mili- 
tares, bajo la custodia interna del Ministerio del In- 
terior y externa del Ministerio de Defensa Nacional. 


Artículo 3”.- A los efectos de la asignación de per- 
sonal para cumplir funciones de Personal Penitencia- 
rio, autorizase al Poder Ejecutivo a transformar va- 
cantes existentes en el Ministerio del Interior (Inciso 
04), excepto los cargos a proveerse por ascenso. 


Artículo 4”.- Créanse hasta 1.500 cargos en el 
Ministerio del Interior (Inciso 04), Unidad Ejecutora 
26 “Dirección Nacional de Cárceles, Penitenciarías y 
Centros de Recuperación”. 


Artículo 5”.- Para alcanzar los objetivos previstos, 
el Poder Ejecutivo a solicitud del Ministerio del In- 
terior y con el informe previo del Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, podrá disponer las ampliaciones 
y reasignaciones presupuestales necesarias, incluidas 
trasposiciones. 


Artículo 6”.- Las erogaciones previstas en los artí- 
culos anteriores, serán de cargo de Rentas Generales. 


A estos efectos, la Contaduría General de la Na- 
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ción, a solicitud del Ministerio del Interior, realizara 
los ajustes de créditos necesarios. 


Artículo 7*.- En la instancia de la correspon- 
diente Rendición de Cuentas, el Poder Ejecutivo dará 
cuenta de lo actuado. 


Montevideo, 26 de mayo de 2010. 


Eduardo Bonomi, Fernando Lorenzo, Luis 
Rosadilla. 


Disposiciones Citadas 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 
SECCIÓN IX 
DEL PODER EJECUTIVO 
CAPÍTULO II 


Artículo 168.- Al Presidente de la República, ac- 
tuando con el Ministro o Ministros respectivos, o con 
el Consejo de Ministros, corresponde: 


1%) La conservación del orden y tranquilidad en lo 
interior, y la seguridad en lo exterior. 


Ley N* 16.707, 
de 12 de julio de 1995 
LEY DE SEGURIDAD CIUDADANA 


Artículo 1?.- Sustitúyese el artículo 18 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“18. Régimen de la culpabilidad. Nadie puede ser 
castigado por un hecho que la ley prevé como delito, 
si no es intencional, ultraintencional o culposo, co- 
metido además con conciencia y voluntad. 


El hecho se considera intencional, cuando el re- 
sultado se ajusta a la intención; ultraintencional 
cuando el resultado excede de la intención, siempre 
que tal resultado haya podido ser previsto; culpable, 
cuando con motivo de ejecutar un hecho, en sí mis- 
mo jurídicamente indiferente, se deriva un resultado 
que, pudiendo ser previsto, no lo fue, por impruden- 
cia, impericia, negligencia o violación de leyes o re- 
glamentos. 


El resultado que no se quiso, pero que se previó, 
se considera intencional, el daño que se previó como 


imposible se considera culpable. 


En ningún caso podrá castigarse por un resultado 
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antijurídico, distinto o más grave que el querido, que 
no haya podido ser previsto por el agente”. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 46 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“46. Atenúan el delito cuando no hubieran sido 
especialmente contempladas por la ley al determinar 
la infracción, las siguientes: 


1% Legítima defensa incompleta. La legítima de- 
fensa propia o ajena, cuando no concurrieran en ella 
todos los requisitos exigidos por la ley; 


2%) Intervención de terceros en el estado de nece- 
sidad. El estado de necesidad, cuando el agente eje- 
cutare el hecho para prevenir el daño que amenazare 
a un tercero extraño, o faltare alguno de sus elemen- 
tos esenciales; 


3%) Cumplimiento de la ley y obediencia al supe- 
rior. El mando de la ley y la obediencia al superior, 
cuando fuere presumible el error respecto de la in- 
terpretación de la primera, o faltara alguno de los re- 
quisitos que caracterizan la segunda; 


4%) La embriaguez voluntaria y la culpable. La 
embriaguez voluntaria que no fuere premeditada 
para cometer el delito, y la culpable plenas, y la pro- 
ducida por fuerza mayor o caso fortuito, semiplena; 


5% Minoría de edad. La edad, cuando el agente 
fuere menor de veintiún años y mayor de dieciocho; 


6% Sordomudez. La sordomudez, cuando el autor 
tuviera más de dieciocho años y fuera declarado res- 
ponsable; 


7%) Buena conducta. La buena conducta anterior; 


8%) Reparación del mal. El haber procurado, por 
medios eficaces, la reparación del mal causado o la 
atenuación de sus consecuencias; 


9%) Presentación a la autoridad. El haberse pre- 
sentado a la autoridad, confesando el delito cuando 
de las circunstancias resultare que el agente pudo 
sustraerse a la pena por la ocultación o la fuga; 


10) Móviles jurídicos altruistas o sociales. El ha- 
ber obrado por móviles de honor o por otros impulsos 
de particular valor social o moral; 


11) La provocación. El haber obrado bajo el im- 
pulso de la cólera, producido por un hecho injusto, o 
el haber cometido el delito en estado de intensa emo- 
ción, determinada por una gran desventura; 
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12) Colaboración con las autoridades judiciales. 
El colaborar eficazmente con las autoridades judicia- 
les en el esclarecimiento de un delito; 


13) Principio general. Cualquier otra circunstan- 
cia de igual carácter, o análoga a las anteriores”. 


Artículo 3".- Sustitúyese el artículo 87 del Códi- 
go Penal, por el siguiente. 


“87. Penalidades del delito tentado. Individualiza- 
ción. El delito tentado será castigado con la tercera 
parte de la pena que correspondería para el delito 
consumado pudiendo elevarse la pena hasta la mitad, 
teniendo en cuenta la gravedad del hecho y la peligro- 
sidad del agente. 


Tratándose de los delitos de violación, homicidio, 
lesiones, rapiña, extorsión y secuestro, y en mérito a 
las mismas consideraciones, el Juez podrá elevar la 
pena hasta las dos terceras partes de las que corres- 
pondería al delito consumado”. 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 150 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“150. Asociación para delinquir. Los que asocia- 
ren para cometer uno o más delitos serán castigados, 
por el simple hecho de la asociación, con seis meses 
de prisión a cinco años de penitenciaría. 


El hecho será castigado con dieciocho meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría si la asociación 
tuviere por objeto la ejecución de cualquiera de los 
delitos previstos en el artículo 1” de la Ley N* 8.080, 
de 27 de mayo de 1927; en los artículos 30 a 35 del 
Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974; en 
el artículo 5% de la Ley N* 14.095, de 17 de noviem- 
bre de 1972, de cualquier actividad ilícita relacionada 
con el tráfico de órganos o tejidos (Ley N* 14.005, 
de 17 de agosto de 1971); el contrabando o la adqui- 
sición, recepción u ocultamiento de dinero o de los 
efectos provenientes de un delito”. 


Artículo 5.- Sustitúyese el artículo 157 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“157. Cohecho simple. El funcionario público que, 
por ejecutar un acto de su empleo recibe, por sí mis- 
mo, o por un tercero, para sí mismo o para un tercero 
una retribución que no le fuera debida, o aceptare la 
promesa de ella, será castigado con una pena de tres 
a quince meses de prisión e inhabilitación especial de 
dos a cuatro años. 


La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, 
cuando el funcionario público acepta la retribución, 
por un acto ya cumplido, relativo a sus funciones”. 
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Artículo 6”.- Sustitúyese el artículo 159 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“159. Soborno. El que indujere a un funcionario 
público a cometer cualquiera de los delitos previstos 
en los artículos 157 y 158, será castigado por el sim- 
ple hecho de la instigación, con una pena de la mitad 
a las dos terceras partes de la pena principal estable- 
cida para los mismos. 


Se considerará agravante especial que el inducido 
sea funcionario policial o encargado de la prevención, 
investigación o represión de actividades ilícitas, siem- 
pre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión 
del ejercicio de sus funciones, o en razón de su cali- 
dad de tal y que esta última circunstancia sea osten- 
sible para el autor del delito”. 


Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 172 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“172. Circunstancias agravantes. Son circunstan- 
cias agravantes: 


19) El que la violencia o amenaza se ejerciera por 
más de tres personas y menos de quince; 


2% El que la violencia o amenaza se ejecutare 
contra más de dos funcionarios o contra un cuerpo 
político, administrativo o judicial, de organización 
jerárquica o colegiada, o contra un funcionario del 
orden judicial o policial; 


39) El que la violencia o amenaza se efectuare con 
armas; 


4%) La calidad de jefe o promotor; 


5%) La elevación jerárquica del funcionario 
ofendido”. 


Artículo 8”.- Sustitúyese el artículo 197 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“197. Encubrimiento. El particular o funciona- 
rio que, después de haberse cometido un delito y 
sin concierto previo a su ejecución con los autores, 
coautores o cómplices, aunque estos fueran inimpu- 
tables, los ayudaren a asegurar el beneficio o el resul- 
tado del delito, a estorbar las investigaciones de las 
autoridades, a sustraerse a la persecución de la justi- 
cia o a eludir su castigo, así como el que suprimiere, 
ocultare o de cualquier manera alterare los indicios 
de un delito, los efectos que de él provinieren o los 
instrumentos con que se hubiere ejecutado, será cas- 
tigado con pena de tres meses de prisión a diez años 
de penitenciaría”. 
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Artículo 9".- Sustitúyese el artículo 272 del Códi- 
go Penal, por el siguiente: 


“272. Violación. Comete violación el que compe- 
le a una persona del mismo o de distinto sexo, con 
violencias o amenazas, a sufrir la conjunción carnal 
aunque el acto no llegara a consumarse. La violencia 
se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 


1.- Con persona del mismo o diferente sexo, me- 
nor de quince años. No obstante se admitirá prue- 
ba en contrario cuando la víctima tuviere doce años 
cumplidos; 


2.- Con persona que, por causas congénitas o ad- 
quiridas, permanentes o transitorias, se halla en el 
momento de la ejecución del acto, privada de discer- 
nimiento o voluntad; 


3.- Con persona arrestada o detenida, siempre que 
el culpable resulte ser el encargado de su guarda o 
custodia; 


4.- Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra 
persona. 


Este delito se castiga, según los casos, con peni- 
tenciaría de dos a doce años”. 


Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 274 del Có- 
digo Penal, por el siguiente: 


“274. Corrupción. Comete corrupción el que, 
para servir su propia lascivia, con actos libidinosos 
corrompiere a persona mayor de doce años y menor 
de dieciocho. 


Este delito se castiga con pena que puede oscilar 
entre seis meses de prisión y seis años de penitencia- 
ría. Comete delito de proxenetismo y se haya sujeto 
a las penas respectivas el que ejecutare alguno de los 
hechos previstos por la Ley Especial de 27 de mayo 
de 1927”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 290 del Có- 
digo Penal, por el siguiente: 


“290. Amenazas. El que fuera de los casos previs- 
tos en el artículo 288 amenazare a otro con un daño 
injusto, será castigado con multa de veinticinco a se- 
tecientas unidades reajustables. 


Son circunstancias agravantes especiales de este 
delito, la gran importancia del daño con que se ame- 
nazare, y todas las indicadas en el artículo anterior, 
con excepción de la última”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 311 del Có- 
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digo Penal, por el siguiente: 


“311. Circunstancias agravantes especiales. El 
hecho previsto en el artículo anterior será castigado 
con diez a veinticuatro años de penitenciaría, en los 
siguientes Casos: 


1% Cuando se cometiera en la persona del as- 
cendiente o del descendiente legítimo o natural, del 
cónyuge, del concubino o concubina “more uxorio”, 
del hermano legítimo o natural, del padre o del hijo 
adoptivo; 


2% Con premeditación; 
3%) Por medio de veneno; 


49) Si el sujeto fuera responsable de un homicidio 
anterior ejecutado con circunstancias atenuantes”. 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 320 del Có- 
digo Penal, por el siguiente: 


“320. Circunstancias agravantes. Son circunstan- 
cias agravantes del delito de lesiones, las previstas en 
los artículos 311 a 312, en cuanto fueren aplicables, 
la calidad ostensible de funcionario policial de la víc- 
tima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o 
en ocasión del ejercicio de sus funciones o de su cali- 
dad de tal, y el haberse cometido el hecho con armas 
apropiadas o mediante sustancias corrosivas”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 322 del Có- 
digo Penal, por el siguiente: 


“322. De la denuncia. El traumatismo, las lesiones 
ordinarias, y las lesiones culposas graves solo se cas- 
tigarán a instancia de parte. 


El Juez o el Ministerio Público podrá proceder de 
oficio, en los casos de traumatismo o de lesiones ordi- 
narias causadas con abuso de las relaciones domésti- 
cas o de la cohabitación. 


Se procederá de oficio cuando medien las circuns- 
tancias previstas en los incisos 3% y 4 del artículo 
59”. 


Artículo 15.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“152 bis. Porte y tenencia de armas. El que portare 
o tuviere en su poder armas cuyos signos de identifi- 
cación hubieran sido alterados o suprimidos, o cuyas 
características o munición hubieren sido alteradas, 
en forma circunstancial o permanente, de manera tal 
de aumentar significativamente su capacidad de daño 
será castigado con tres a dieciocho meses de prisión 
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o multa equivalente, pena por la cual optará el Juez 
según las circunstancias del caso”. 


Artículo 16.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“242 bis. Falsificación de cédulas de identidad y 
de pasaportes. El funcionario público que, en el ejer- 
cicio de sus funciones, expidiere una cédula de iden- 
tidad o un pasaporte falso, así como el particular que 
hiciere una cédula de identidad o un pasaporte falso, 
o alterare una u otro, cuando estos fueren verdade- 
ros, será castigado con pena de seis meses de prisión 
a cuatro años de penitenciaría”. 


Artículo 17.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“310 bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artí- 
culo siguiente, se considerará agravante especial del 
delito, la calidad ostensible de funcionario policial de 
la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz 
o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o en razón 
de su calidad de tal. En este caso, el máximo de la 
pena se elevará en un tercio respecto de la prevista 
en el artículo anterior”. 


Artículo 18.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“321 bis. Violencia doméstica. El que, por medio 
de violencias o amenazas prolongadas en el tiempo, 
causare una o varias lesiones personales a persona 
con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva 
o de parentesco, con independencia de la existencia 
del vínculo legal, será castigado con una pena de seis 
a veinticuatro meses de prisión. 


La pena será incrementada de un tercio a la mitad 
cuando la víctima fuere una mujer o mediaren las 
mismas circunstancias y condiciones establecidas en 
el inciso anterior. 


El mismo agravante se aplicará si la víctima fuere 
un menor de dieciséis años o una persona que, por 
su edad u otras circunstancias, tuviera su capacidad 
física o psíquica disminuida y que tenga con el agente 
relación de parentesco o cohabite con él”. 


Artículo 19.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“323 bis. El que, con motivo o en ocasión de una 
competencia deportiva u otro espectáculo público 
que tuviera por objeto recreación o esparcimiento, 
durante su desarrollo o al ingresar o retirarse del mis- 
mo, participare en una riña o compeliere a participar 
en ella, la dirigiere o la propiciare, será castigado con 
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pena de tres a veinticuatro meses de prisión. 


Con la misma pena será castigado el que, en las 
circunstancias del inciso anterior, portare armas (ar- 
tículo 293) o las introdujere en el recinto en el que 
se desarrollare la competencia deportiva o el espec- 
táculo público. 


En todos los casos, se procederá al comiso de las 
armas incautadas. 


Si de la riña resultare muerte o lesión se aplicará 
lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 323, 
incrementándose la pena en un tercio, siempre que 
el resultado fuere previsible para el partícipe. 


Cuando, bajo las mismas circunstancias del inciso 
primero, pero fuera de las hipótesis en él menciona- 
das, se cometieren por motivos relacionados a la com- 
petencia o espectáculo mismo, los delitos previstos en 
los artículos 310 (homicidio), 316 (lesiones persona- 
les), 317 (lesiones graves) y 318 (lesiones gravísimas) 
las penas máximas de las respectivas figuras se incre- 
mentarán en un tercio”. 


Artículo 20.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“344 bis. Rapiña con privación de libertad. Copa- 
miento. El que, con violencias o amenazas, se apode- 
rare de cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, 
para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de 
ella, con privación de la libertad de su o sus víctimas, 
cualquiera fuere el lugar en que esta se consumare, 
será castigado con ocho a veinticuatro años de peni- 
tenciaría”. 


Artículo 21.- Incorpórase al Código Penal, la si- 
guiente disposición: 


“350 bis. Receptación. El que, después de haber- 
se cometido un delito, sin concierto previo a su eje- 
cución, con los autores, coautores o cómplices, con 
provecho para sí o para un tercero, adquiera, reciba 
u oculte dinero o efectos provenientes de un delito, o 
de cualquier manera interviniere en su adquisición, 
recepción u ocultamiento, será castigado con pena de 
seis meses de prisión a diez años de penitenciaría. 


Se consideran agravantes del delito: 
A) Que los efectos se reciban para su venta; 


B) Que el agente hiciere de esta actividad su modo 
de vida usual”. 


Artículo 23.- Deróganse los artículos 313 (Infan- 
ticidio honoris causa) y 331 (Abandono de un recién 
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nacido por motivo de honor) del Código Penal. 


Artículo 24.- Sustitúyense los artículos 1% y 22 
de la Ley N* 8.080, de 27 de mayo de 1927, por los 
siguientes: 


“ARTÍCULO 1”.- Toda persona de uno u otro sexo, 
que explote la prostitución de otra contribuyendo a 
ello en cualquier forma con ánimo de lucro, aunque 
haya mediado el consentimiento de la víctima, será 
castigada con dos a ocho años de penitenciaría. En 
caso de reincidencia las agravantes se aplicarán sobre 
el máximo de pena legal. 


El que, con ánimo de lucro, indujere o determi- 
nare a otro al ejercicio de la prostitución, en el país o 
en el extranjero, será castigado con tres a doce meses 
de prisión”. 


“ARTÍCULO 2”.- La pena mínima será de cuatro 
años de penitenciaría si la víctima fuere menor de 
dieciocho años o el delincuente fuere funcionario po- 
licial o el hecho se produjere mediante engaño, vio- 
lencia, amenaza de un mal grave, abuso de autoridad 
u otro medio de intimidación o coacción, como tam- 
bién si el actor fuera ascendiente, marido, hermano, 
tutor o encargado de la guarda de la víctima o hiciera 
vida marital con ella”. 


Artículo 25.- Derogado por el Código de la 
Niñez y la Adolescencia, de 7 de setiembre de 
2004, artículo 224. 


Artículo 26.- Sustitúyese el artículo 138 del Có- 
digo del Proceso Penal, por el siguiente: 


“138. Admisibilidad genérica. Podrá concederse 
la excarcelación del procesado que se encontrare en 
prisión preventiva, en cualquier estado de la causa, 
salvo que la ley reprima el delito atribuido con míni- 
mo de penitenciaría, o cuando se estime prima facie, 
que la pena a recaer en definitiva será de penitencia- 
ría (artículo 27 de la Constitución de la República). 


En los casos de procesamiento con prisión, si el 
procesado registrara una o más causas criminales 
pendientes de sentencia ejecutoriada, el auto que 
concediere la excarcelación deberá ser fundado, in- 
cluyendo una evolución sobre la peligrosidad del 
agente y sobre sus posibilidades de reinserción social. 


Lo establecido en esta disposición es sin perjui- 
cio de las previsiones pertinentes del Decreto-Ley 
N* 14.734, de 28 de noviembre de 1977”. 


Artículo 27.- Sustitúyese el artículo 139 del Có- 
digo del Proceso Penal, por el siguiente: 
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“139. Revocación y modificación. El beneficio de 
la excarcelación podrá revocarse o modificarse, de 
oficio o a petición del Ministerio Público, durante 
todo el curso del proceso, por violación de los deberes 
impuestos o por otros fundamentos graves que debe- 
rán expresarse. 


El auto respectivo será apelable en la forma pres- 
cripta por el artículo 158. 


Se considerará fundamento grave la existencia de 
un procesamiento ulterior por delito cometido contra 
el mismo bien jurídico tutelado en el proceso en el 
que se le concedió el beneficio. 


El beneficio deberá ser revocado de oficio cuan- 
do el excarcelado provisionalmente sea nuevamente 
procesado por violación a las disposiciones del mismo 
Título del Código Penal o de las leyes especiales cuya 
transgresión hubiera dado mérito a los anteriores pro- 
cesamientos. A esos efectos, la Sede que dispusiere 
el nuevo procesamiento deberá ponerlo inmediata- 
mente en conocimiento de la que hubiere decretado 
la última excarcelación en causa comprendida en la 
presente disposición y no afectará los beneficios de 
la misma naturaleza que se hubieren concedido en 
otras causas. 


Si la Sede que conoce de la última causa dispusie- 
re la excarcelación del procesado, este permanecerá 
igualmente detenido y a disposición del Juzgado que 
dictó la revocación, sin perjuicio de la continuidad de 
los respectivos procesos. La excarcelación que pudie- 
re corresponder luego de la revocación de tal benefi- 
cio, deberá ser fundada en los mismos términos del 
inciso segundo del artículo anterior y comunicada a 
la Suprema Corte de Justicia, a los fines pertinentes. 


A los efectos de la aplicación de esta disposición, 
la Suprema Corte de Justicia implementará las me- 
didas necesarias para que los Jueces que han con- 
cedido excarcelaciones provisionales tengan conoci- 
miento de las ulteriores causas que se sigan contra el 
liberado provisional. 


En todos los casos, la Suprema Corte de Justicia 
adoptará similares medidas a los efectos de la más 
pronta agregación a los autos de la planilla de ante- 
cedentes judiciales, expedida por el Instituto Técnico 
Forense. 


Sin perjuicio de lo anterior, el Juez de la causa 
podrá, en circunstancias excepcionales, solicitar por 
el medio de comunicación que considere más apro- 
piado, la referida información”. 


Artículo 28.- Sustitúyese el artículo 5% de la Ley 
N* 13.963, de 22 de mayo de 1971, y modificativas 
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(Ley Orgánica Policial), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 5*.- El Servicio Policial debe asegurar 
el cumplimiento de las leyes, reglamentos, órdenes, 
resoluciones y permisos de cuya vigencia efectiva le 
está encomendado el contralor; y le corresponde co- 
laborar con las autoridades judiciales y los Gobiernos 
Departamentales. 


Para el logro de los fines descriptos, los servicios 
policiales se emplearán bajo su responsabilidad, los 
medios razonablemente adecuados y en igual forma 
elegirán la oportunidad conveniente para usarlos. 


A los efectos del cumplimiento de las finalidades 
institucionales y cometidos del artículo 2” de la pre- 
sente ley, el personal policial utilizará las armas, la 
fuerza física y cualquier otro medio material de coac- 
ción, en forma racional, progresiva, y proporcional, 
debiendo agotar antes los medios disuasivos adecua- 
dos que estén a su alcance según los casos. 


El Ministerio del Interior instruirá a dicho per- 
sonal siguiendo las pautas contenidas en el Código 
de Conductas para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la Ley, Declaración de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas (AG/34/169), de 17 de di- 
ciembre de 1979”. 


Artículo 29.- Sustitúyese el artículo 62 del De- 
creto-Ley N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 62.- Para la concesión de la salida 
transitoria, se requerirá poseer buena conducta y 
podrá ser otorgada toda vez que el recluso, perso- 
nalmente o por intermedio de su Defensor, presente 
solicitud por escrito ante el establecimiento donde se 
encuentre recluido. 


En un plazo que no excederá de setenta y dos ho- 
ras desde la presentación de la solicitud, la autoridad 
carcelaria formulará un informe al Juez de la causa. 


Si se entiende que el recluso no tiene buena con- 
ducta o que existe cualquier causa que determine la 
inconveniencia del otorgamiento de la salida, se hará 
saber al Juez de la causa quien en definitiva resolve- 
rá. 

Si el informe de la autoridad carcelaria fuere fa- 
vorable a la salida transitoria, deberá establecer en 


forma precisa el régimen a seguirse y en especial: 


A) El lugar o distancia máxima a que podrá tras- 
ladarse el recluso; 


B) Las normas de conducta que el recluso deberá 
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observar durante las salidas, así como las restriccio- 
nes o prohibiciones que se estime convenientes; 


C) El tiempo de duración de la salida, el motivo y 
el grado de seguridad que se adopte; 


D) Cualquier otro requisito o condición, que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento del ré- 
gimen”. 


Artículo 30.- Sustitúyese el artículo 63 del De- 
creto-Ley N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 63.- El referido informe, le será en- 
tregado en original y una copia al Defensor o al re- 
cluso, el que representará ante la Sede competente 
donde al momento de recibirse se sellará la copia y 
se la devolverá con la constancia del día y hora de su 
presentación. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria respon- 
sabilidad, deberá poner el informe al despacho del 
Juez en forma inmediata, quien en un plazo que no 
excederá de cinco días desde la fecha de su presenta- 
ción, deberá expedirse sobre el régimen propuesto o 
sobre las modificaciones que entendiere pertinentes 
al mismo. 


Vencido el plazo sin que se haya dictado resolu- 
ción, se entenderá que el régimen propuesto ha sido 
aprobado, siendo prueba suficiente la copia entregada 
con la constancia del día y hora de recibido el informe 
por el Juzgado”. 


Artículo 31.- Sustitúyese el artículo 64 del De- 
creto-Ley N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 64.- La salida transitoria, podrá re- 
vocarse, suspenderse o modificarse en cualquier 
momento por el Juez de la causa, cuando considere 
inconveniente su continuación, expresando los fun- 
damentos en los que se base”. 


Artículo 32.- Se dispondrá lo necesario para 
que -a través del Ministerio del Interior, Ministerio 
de Educación y Cultura, Administración Nacional de 
Educación Pública y demás órganos competentes- la 
Escuela Nacional de Policía celebre convenios con la 
Universidad del Trabajo del Uruguay y la Universi- 
dad de la República a efectos de lo dispuesto en los 
artículos 28 y 33 de la presente ley o de otros que 
tengan que ver con el mejoramiento de la formación 
del personal policial. 


Artículo 33.- El Ministerio del Interior coordina- 
rá con el Ministerio de Educación y Cultura, a través 
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del Instituto Nacional de la Juventud (INJU), la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública (ANEP), 
el Instituto Nacional del Menor (INAME), la Junta 
Nacional de Empleo u otros organismos competentes, 
la aplicación de políticas de prevención y educación 
relacionadas con los problemas de la juventud, pu- 
diendo celebrarse los convenios que a tal fin se con- 
sideren necesarios. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición. 


Artículo 34.- Créase una Comisión Honoraria de 
nueve miembros con el cometido de asesorar al Poder 
Ejecutivo, en todo lo relativo al mejoramiento del sis- 
tema carcelario. Esta Comisión será designada por el 
Poder Ejecutivo y tendrá la siguiente integración: un 
miembro propuesto por la Suprema Corte de Justicia 
-ex Ministro de dicha Corporación- que la presidirá; 
uno propuesto por el Ministerio de Salud Pública; 
uno propuesto por la Presidencia de la Asamblea Ge- 
neral del Poder Legislativo; otro por la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República; otro por 
el Colegio de Abogados; un ex Juez en lo Penal; un ex 
Fiscal; un técnico en materia penal propuesto por el 
Ministerio del Interior y otro por una terna propuesta 
por Organizaciones No Gubernamentales de protec- 
ción de los Derechos Humanos. 


El cometido de esta Comisión estará dirigido a: 


A) Promover la actualización de la legislación pe- 
nitenciaria armonizándola con las normas interna- 
cionales aprobadas por el país en la materia; 


B) Proponer métodos para mejorar la clasificación 
de los reclusos, observando el sistema progresivo; 


C) Analizar la habilitación de instalaciones de 
máxima seguridad; 


D) Proyectar la reglamentación de la actividad la- 
boral de los reclusos, el aprendizaje y su adecuación a 
la legislación laboral y de la seguridad social; 


E) Analizar la creación de los Jueces de Ejecución 
y Vigilancia en materia penal; 


F) Otras sugerencias que se estimaren útiles. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el funcionamien- 
to de esta Comisión, la que tendrá un plazo de ciento 
ochenta días para expedirse. 


Artículo 35.- El Ministerio del Interior coordi- 
nará con las Intendencias Municipales la aplicación 
de políticas de prevención del delito, de base zonal, 
pudiendo a tal fin celebrarse los convenios que se 
consideren necesarios. 
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Las instituciones públicas y privadas prestarán su 
concurso en las campañas educativas e informativas 
que se desarrollen a fin de promover la seguridad ciu- 
dadana, procurando el apoyo de los medios de comu- 
nicación. 


Artículo 36.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo 
la implementación de un programa de protección a 
los testigos y denunciantes de hechos presuntamente 
delictivos. 


Artículo 37.- Créase en cada departamento de 
la República una Comisión Honoraria de Promoción 
de la Infancia en Situación de Riesgo integrada con 
un representante del Instituto Nacional del Menor, 
uno del Ministerio de Interior, uno del Ministerio de 
Salud Pública, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno de la Intendencia Municipal 
y uno de la Junta Departamental respectivas y uno 
designado por las Organizaciones No Gubernamenta- 
les del lugar, dedicadas a los problemas de la minori- 
dad, con los siguientes cometidos: 


A) Coordinar la acción de las diferentes institu- 
ciones públicas y privadas, estableciendo las áreas y 
lugares físicos en que se realizará efectivamente esa 
coordinación; 


B) Diseñar planes de prevención y desarrollo local 
destinados a la protección y mejoramiento de la in- 
fancia en situación de riesgo; 


C) Promover la formación de organizaciones ba- 
rriales que colaboren en las referidas tareas; 


D) Confeccionar el mapa departamental de las zo- 
nas de mayor concentración de necesidades básicas 
insatisfechas; 


E) Elevar anualmente un informe a la Asamblea 
General del Poder Legislativo y a las Juntas Departa- 
mentales respectivas. 


Las Intendencias Municipales coordinarán el fun- 
cionamiento de esta Comisión para el desarrollo de 
sus cometidos. 


La Comisión podrá solicitar el asesoramiento de 
las instituciones públicas y privadas que estime con- 
venientes. 


Artículo 38.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo 
y al Poder Judicial, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, la implementación de programas espe- 
cíficos para la asistencia integral a las personas y sus 
familiares, víctimas del delito y del abuso de poder. Se 
tendrá en cuenta para estos programas la normativa 
internacional en la materia. 
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Artículo 39.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo, 
que por intermedio del Ministerio del Interior, instru- 
mente medidas de prevención del abigeato, creando 
equipos especiales y asignando medios que aseguren 
la eficacia de su acción. 


Artículo 40.- El Poder Ejecutivo presentará un 
informe anual a la Asamblea General sobre la situa- 
ción de la seguridad pública y las medidas que consi- 
dere pertinentes para su mejoramiento. 


Ley N* 17.897, 
de 14 de setiembre de 2005 
Libertad Provisional y Anticipada 
Se establece un régimen excepcional 
CAPÍTULO 1 


DEL RÉGIMEN EXCEPCIONAL DE LIBERTAD 
PROVISIONAL Y ANTICIPADA 


Artículo _1*.- (Libertad anticipada y provisional 
excepcionales).- El régimen excepcional de libertad 
anticipada y provisional que se establece en la pre- 
sente ley se aplicará, por única vez, a los procesados 
y penados que estaban privados de libertad al 1% de 
marzo de 2005. 


Esta disposición no será aplicable a los procesa- 
dos y condenados que hayan cometido los siguientes 
delitos: 


A) El delito de homicidio cuando concurran las 
circunstancias agravantes previstas en los artícu- 
los 311 y 312 del Código Penal. 


B) Los delitos de lesiones gravísimas (artículo 318, 
Código Penal). 


C) Los delitos de violación y atentado violento al 
pudor (artículos 272 y 273, Código Penal). 


D) El delito de corrupción (artículo 274, Código 
Penal). 


E) El delito de rapiña agravado por la circunstan- 
cia agravante específica de uso de armas, o cuando 
la rapiña concurre con el delito de lesiones (artícu- 
los 344, numeral 1” del 341, 317 y 318, Código Pe- 
nal). 


F) Los delitos de rapiña con privación de libertad 
-copamiento- y de extorsión (artículos 344 bis y 345, 
Código Penal). 
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G) Los delitos de quiebra fraudulenta y culpable y 
de insolvencia fraudulenta (artículos 253, 254 y 255, 
Código Penal). 


H) El delito previsto en el artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, de 2 de junio de 1893. 


D) Los delitos previstos en la Ley N* 8.080, de 27 
de mayo de 1927, y sus modificativas. 


J) Los delitos previstos en la Ley N* 14.095, de 17 
de noviembre de 1972, y sus modificativas. 


K) Los delitos de cohecho y soborno transnaciona- 
les previstos por el artículo 29 de la Ley N* 17.060, de 
23 de diciembre de 1998, y el delito de blanqueo de 
activos previsto por el artículo 5” de la Ley N* 17.016, 
de 22 de octubre de 1998. 


L) Los delitos previstos en los artículos 30 a 34 y 
55 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, y leyes modificativas. 


Artículo 2*.- El Juez, de oficio y sin más trámite, 
otorgará la libertad anticipada de los penados com- 
prendidos en el artículo 1” de esta ley, cuando hayan 
cumplido: 


A) Las dos terceras partes de la pena impuesta, y 
la misma sea superior a tres años de penitenciaría. 


B) Cuando hayan cumplido la mitad de la pena 
impuesta en el caso que la misma fuese de hasta tres 
años de penitenciaría. 


Artículo 3“.- El Juez o Tribunal que esté cono- 
ciendo en la causa otorgará de oficio y sin más trámi- 
te, la libertad provisional, bajo caución juratoria a los 
procesados comprendidos en el artículo 1* de esta ley, 
conforme al siguiente estado de su causa: 


A) Si el proceso se encuentra en estado de suma- 
rio, cuando hayan cumplido las dos terceras partes 
del máximo de la pena establecida para el más grave 
de los delitos imputados, si este superara el máximo 
de tres años. Si no superara dicho plazo, cuando ha- 
yan cumplido la mitad de la pena establecida para el 
más grave de los delitos imputados. 


B) Si el proceso se encuentra en plenario cuan- 
do hayan cumplido las dos terceras partes de la pena 
requerida por la acusación fiscal, si esta superara el 
máximo de tres años, y cuando hayan cumplido la mi- 
tad de la pena requerida si fuera menor a dicho plazo. 


C) Si el proceso se encuentra en segunda instan- 
cia o en casación, cuando hayan cumplido las dos ter- 
ceras partes de la pena impuesta por sentencia no 


CÁMARA DE SENADORES 


7 de julio de 2010 


ejecutoriada de primera o segunda instancia en su 
caso, si esta superara el máximo de tres años; y cuan- 
do hayan cumplido la mitad de la pena impuesta en 
la respectiva sentencia si fuera menor a dicho plazo. 


D) Si se encuentra pendiente la unificación de pe- 
nas, cuando hayan cumplido las dos terceras partes 
de la pena unificada que el Juez estimare provisional- 
mente con arreglo a lo dispuesto por el artículo 54 del 
Código Penal y la Acordada de la Suprema Corte de 
Justicia N* 7114, si esta superara el máximo de tres 
años; y cuando se haya cumplido la mitad de la pena 
unificada si la misma fuera menor a dicho plazo. 


Artículo 4.- En los casos de procesados y pena- 
dos que se encuentren en condiciones de acceder al 
beneficio, el Juez o Tribunal que esté entendiendo en 
la causa dispondrá de un plazo máximo de sesenta días 
hábiles para otorgar las libertades, las que se concede- 
rán de conformidad con la reglamentación que a tales 
efectos establezca la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 5.- Los procesados y penados a quienes 
se les otorgue la libertad conforme a las prescripcio- 
nes de la presente ley, estarán sujetos a un régimen 
de atención y vigilancia a cargo del Patronato Nacio- 
nal de Encarcelados y Liberados, en las condiciones 
del artículo 102 del Código Penal y las que se estable- 
cieran por vía reglamentaria. En el caso de los pro- 
cesados, el régimen de vigilancia cesará al dictarse 
la respectiva sentencia absolutoria o de condena, en 
este último caso, sin perjuicio del régimen legal apli- 
cable por su condición de penado. 


A los efectos del emplazamiento y notificación de 
las personas bajo vigilancia, el Patronato podrá soli- 
citar directamente el auxilio de la fuerza pública. En 
caso de incumplimiento de las medidas impuestas de 
conformidad al artículo 102 del Código Penal, el Pa- 
tronato deberá comunicar dicho incumplimiento a la 
justicia penal a los efectos pertinentes. 


En caso de incumplimiento al régimen de vigi- 
lancia, el Juez decretará de oficio y sin más trámite, 
la revocación del beneficio, debiéndose reintegrar el 
procesado o penado al establecimiento de detención 
donde cumplía la medida cautelar o la condena en su 
caso. En caso de revocación no se computará como 
pena el tiempo que el condenado estuviera en liber- 
tad bajo vigilancia. 


Artículo 6”.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 40 de la Ley N” 16.320, de 1? de noviembre 
de 1992, en la redacción dada por el artículo 67 de la 
Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002, facúltase 
al Ministerio del Interior a disponer de hasta veinte 
funcionarios más en comisión, en aplicación de las 
disposiciones del Decreto N* 417/85, en lo referido a 
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la provisión de recursos humanos con destino al Pa- 
tronato Nacional de Encarcelados y Liberados. 


Artículo 7*.- El liberado provisional o anticipada- 
mente por la presente ley podrá ser autorizado a salir 
del país por el Juez de la causa, en las condiciones 
pertinentes previstas en el artículo 155 del Código del 
Proceso Penal. 


CAPÍTULO Il 


DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 
PROVISIONALES 


Artículo 8%.- (Medidas de seguridad provisional 
para imputados y condenados enfermos y otras situa- 
ciones especiales).- Sustitúyese el artículo 131 del 
Código del Proceso Penal por el siguiente: 


“ARTÍCULO 131.- Si se presumiera que el impu- 
tado en el momento de cometer el delito, el procesa- 
do, o el penado durante el cumplimiento de su conde- 
na, se encontraren en alguno de los estados previstos 
por el artículo 30 del Código Penal, podrá disponerse 
su internación en un establecimiento especial, previo 
dictamen pericial. 


Si se tratare de enfermedad grave o de circuns- 
tancias especiales que hicieran evidentemente perju- 
dicial para el imputado su internación inmediata en 
prisión, o la continuidad de la privación de libertad en 
el centro de reclusión en que se encuentre, el Juez 
podrá, previo los peritajes que estime pertinentes, 
disponer la prisión domiciliaria u otras medidas ase- 
gurativas. 


Igual criterio se adoptará respecto de la situación 
de la mujer cuando se encuentre en los últimos tres 
meses de estado de gravidez, así como durante los 
tres primeros meses de lactancia materna. En tal 
caso, el Juez requerirá previamente informe pericial 
del Instituto Técnico Forense acerca de la convenien- 
cia o necesidad respecto de la adopción de la medida. 


La persona procesada o penada respecto de quien 
se haya dispuesto la prisión domiciliaria, únicamente 
podrá abandonar su domicilio para efectuar controles 
médicos pertinentes a su estado y condición. El in- 
cumplimiento a dicha disposición implicará la revo- 
cación inmediata del beneficio. 


Habiendo cesado cualquiera de las hipótesis 
contempladas en el presente artículo, el procesado 
o penado en su caso, deberá reintegrarse al estableci- 
miento de detención donde cumplía la medida caute- 
lar o la condena”. 


Artículo 9%. (Prisión domiciliaria).- Agréganse 
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al artículo 127 del Código del Proceso Penal, las si- 
guientes disposiciones: 


“El Juez podrá disponer la prisión domiciliaria de 
personas procesadas o condenadas mayores de se- 
tenta años, cuando ello no involucre riesgos, consi- 
derando especialmente las circunstancias del delito 
cometido. Esta última disposición no será aplicable a 
los procesados y condenados que hayan cometido los 
siguientes delitos: 


1) El delito de homicidio cuando concurran las 
circunstancias agravantes previstas en los artícu- 
los 311 y 312 del Código Penal. 


2) El delito de violación. 


3) Los delitos previstos en el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional (Ley N* 17.510, de 27 
de junio de 2002)”. 


CAPÍTULO HI 


DE LAS MODIFICACIONES AL CÓDIGO DEL 
PROCESO PENAL Y A LA LEY DE SEGURIDAD 
CIUDADANA 


Artículo 10.- (Libertad condicional).- Sustitúye- 
se el artículo 327 del Código del Proceso Penal, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 327.- Si al quedar ejecutoriada la 
sentencia condenatoria el penado se hallara en liber- 
tad provisional se suspenderá su reintegro a la cárcel 
y los autos serán examinados por el Juez dentro de 
tres días de aprobada la liquidación de la pena. Previo 
informe de la Jefatura de Policía respectiva, el Juez 
se expedirá sobre el otorgamiento de la libertad con- 
dicional, cualquiera haya sido el tiempo de detención. 
Se fundará en las pruebas aportadas sobre la conduc- 
ta del penado desde que recuperó la libertad y demás 
datos sobre su personalidad, formas y condiciones de 
vida, que permitan formar juicio sobre su recupera- 
ción moral. Si el penado hubiera cometido un nuevo 
delito durante el lapso que estuvo en libertad provi- 
sional, será preceptivo el informe del Instituto Nacio- 
nal de Criminología. De inmediato elevará los autos 
a la Suprema Corte de Justicia, quien en definitiva 
resolverá, previo dictamen del Fiscal de Corte. El li- 
berado condicionalmente queda sujeto a la vigilancia 
de la autoridad de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 102 del Código Penal. Resuelta la situación 
del condenado, la Suprema Corte de Justicia devol- 
verá los autos al Juez quien dispondrá la liquidación 
del saldo de pena a cumplir en libertad condicional, 
determinando su duración y vencimiento”. 


Artículo 11.- (Libertad anticipada).- Sustitúyese 
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el numeral 3) del artículo 328 del Código del Proceso 
Penal el que quedará redactado de la siguiente ma- 
nera: 


“3) Si el penado ha cumplido las dos terceras par- 
tes de la pena impuesta, la Suprema Corte de Justicia 
concederá la libertad anticipada. Solo podrá negarla, 
por resolución fundada, en los casos en que los sig- 
nos de rehabilitación del condenado no sean mani- 
fiestos”. 


Derógase el numeral 3%) del inciso primero del 
artículo 328 del Código del Proceso Penal en la redac- 
ción dada por el artículo 3% de la Ley N* 16.349, de 
10 de abril de 1993. 


Artículo 12.- (Salidas transitorias).- Sustitúyese 
el artículo 62 del Decreto-Ley N* 14.470, de 2 de di- 
ciembre de 1975, en la redacción dada por el artícu- 
lo 3 de la Ley N* 16.928, de 3 de abril de 1998, por 
el siguiente: 


“ARTÍCULO 62.- Para la concesión de la salida 
transitoria, se requerirá poseer buena conducta y 
podrá ser otorgada toda vez que el recluso, perso- 
nalmente o por intermedio de su Defensor, presente 
solicitud por escrito ante la Dirección del Estableci- 
miento donde se encuentre recluido. En un plazo que 
no excederá de los veinte días desde la presentación 
de la solicitud, la autoridad carcelaria formulará un 
informe al Juez de la causa. Si el informe carcelario 
fuera opuesto a la concesión de la salida transitoria, 
sea porque el recluso no tiene buena conducta o por 
existir otro motivo que determine la inconveniencia 
de su otorgamiento, se hará saber al Juez de la cau- 
sa el que, en definitiva, resolverá, en forma fundada, 
previo dictamen del Ministerio Público. Si el informe 
de la autoridad carcelaria fuera favorable a la salida 
transitoria, deberá establecer, en forma precisa, el ré- 
gimen a seguirse y, en especial: 


A) El lugar o distancia máxima a que podrá tras- 
ladarse el recluso. 


B) Las normas de conducta que el recluso deberá 
observar durante la salida, así como las restricciones 
o prohibiciones que se estimen convenientes. 


C) El tiempo de duración de la salida, el motivo y 
el grado de seguridad que se adopte. 


D) Cualquier otro requisito o condición que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento del ré- 
gimen. El referido informe será presentado por la au- 
toridad carcelaria, bajo la más seria responsabilidad, 
a la sede judicial competente, donde al momento de 
recibirse, se sellará la copia y se la devolverá con la 
constancia del día y hora de presentación. El Actuario 
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del Juzgado, bajo la más severa responsabilidad, de- 
berá poner el informe al despacho del Juez en forma 
inmediata, quien, sin más trámite, dará vista al Mi- 
nisterio Público, por un plazo de cinco días hábiles. 
Vuelto el expediente, el Juez de la causa, dentro de 
igual plazo y bajo su más seria responsabilidad, con- 
forme a lo previsto por los artículos 109 y siguientes 
de la Ley Orgánica de la Judicatura N* 15.750, de 
24 de junio de 1985, y normas concordantes, debe- 
rá expedirse sobre el régimen propuesto o sobre las 
modificaciones que entendiere pertinentes al mismo. 
La resolución que se dicte no será pasible de recurso 
alguno. Si la autorización de salida transitoria fuera 
en definitiva denegada el recluso no podrá presentar 
nueva solicitud, hasta que no hayan transcurrido no- 
venta días desde la anterior denegatoria. Al recluso 
que, autorizado a la salida transitoria, retardare su re- 
greso al establecimiento de detención, sin causa justi- 
ficada, se le incrementará el mínimo para obtener la 
libertad anticipada, a razón de dos días por cada día 
de retraso. La autoridad carcelaria deberá comunicar 
el hecho al Juez de la causa, en un plazo no mayor de 
diez días, a partir del momento en que el recluso se 
reintegre al establecimiento. A los fines del presente 
régimen, se entenderá por autoridad carcelaria a los 
Directores de los Establecimientos Penitenciarios de 
la Dirección Nacional de Cárceles, Penitenciarías y 
Centros de Recuperación y de las Jefaturas Departa- 
mentales en sus respectivas jurisdicciones”. 


CAPÍTULO IV 
DEL RÉGIMEN DE REDENCIÓN DE LA PENA 


Artículo 13.- (Redención de pena por trabajo o 
estudio).- El Juez concederá la redención de pena 
por trabajo a los condenados a pena privativa de liber- 
tad. A los procesados y condenados se les conmutará 
un día de reclusión por dos días de trabajo. Para estos 
efectos no se podrán computar más de ocho horas 
diarias de trabajo. 


La autoridad carcelaria determinará los trabajos 
que deban organizarse en cada centro penitenciario, 
los que junto con los trabajos realizados durante las 
salidas transitorias autorizadas por el Juez competen- 
te, serán los únicos válidos para redimir pena. 


También procurará los medios necesarios para 
crear fuentes de trabajo, industriales, agropecuarias 
o artesanales según las circunstancias y las posibili- 
dades presupuestales. 


Para los efectos de la evaluación del trabajo en 
cada centro de reclusión habrá una Junta Asesora 
formada por personal designado por la autoridad car- 
celaria. 
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El Juez concederá la redención de pena por estu- 
dio a los condenados a pena privativa de libertad. A 
los procesados y condenados se les abonará un día de 
reclusión por dos días de estudio. 


Se computará como un día de estudio la dedica- 
ción a dicha actividad durante seis horas semanales, 
así sea en días diferentes. Para esos efectos, no se po- 
drán computar más de seis horas diarias de estudio. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente dis- 
posición en un plazo no mayor de ciento cincuenta 
días desde la promulgación de la presente ley. 


La fecha de aprobación de la reglamentación de- 
terminará la fecha de entrada en vigencia del presen- 
te artículo. 


Las disposiciones de este artículo también serán 
aplicables a las personas que se encuentren en régi- 
men de salidas transitorias. 


Artículo 14.- (Inserción laboral de personas libe- 
radas).- Inclúyese en todos los pliegos de licitaciones 
de obras y servicios públicos, la obligatoriedad del o de 
los empresarios contratantes, de inscribir en las pla- 
nillas de trabajo un mínimo equivalente al 5% (cinco 
por ciento) del personal afectado a tareas de peones 
o similares, a personas liberadas que se encuentren 
registradas en la Bolsa de Trabajo del Patronato Na- 
cional de Encarcelados y Liberados. 


Asimismo, el Poder Ejecutivo podrá establecer un 
sistema de bonificaciones para aquellas empresas que 
inscriban liberados registrados en la Bolsa de Trabajo 
referida, por encima del 5% (cinco por ciento) estipu- 
lado precedentemente. 


El Poder Ejecutivo, a través del Patronato Nacio- 
nal de Encarcelados y Liberados, promoverá acuerdos 
con los Gobiernos Departamentales para establecer 
regímenes similares respecto de las obras y servicios 
públicos departamentales. 


CAPÍTULO V 


DE LAS DEROGACIONES DE DISPOSICIONES 
PENALES 


Artículo 15.- Derógase el artículo 64 de la Ley 
N* 17.243, de 29 de junio de 2000, suprimiéndose el 
inciso final del artículo 344 del Código Penal. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 341 del Có- 
digo Penal, con la redacción dada por el artículo 65 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, y por el 
artículo 18 de la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre 
de 2003, por el siguiente: 
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“ARTÍCULO 341. (Circunstancias agravantes).- 
La pena será de doce meses de prisión a ocho años de 
penitenciaría cuando concurran las siguientes agra- 
vantes: 


19) Si el sujeto llevara consigo armas o narcóticos, 
aun cuando no hiciera uso de ellos. 


20) Si la sustracción se efectuara sobre persona en 
estado de inferioridad psíquica o física. 


3%) Si el hecho se cometiera con intervención de 
dos o más personas, o por solo una, simulando la ca- 
lidad de funcionario público o con la participación de 
un dependiente del damnificado. 


49) Si el delito se cometiera sobre objetos o dinero 
de los viajeros, cualquiera fuese el medio de transpor- 
te, durante la conducción, así como en los depósitos y 
estaciones, albergues y cualquier otro lugar donde se 
suministran alimentos o bebidas. 


59) Si el delito se cometiera sobre cosas existentes 
en establecimientos públicos o que se hallaren bajo 
secuestro o expuestas al público, por la necesidad o 
costumbre o destinadas al servicio público, o de utili- 
dad, defensa, reverencia o beneficencia públicas. 


6%) Cuando la víctima fuere un encargado de nu- 
merario o valores”. 


Artículo 17.- Derógase el artículo 67 de la Ley 
N* 17.243, de 29 de junio de 2000, suprimiéndose el 
inciso final del artículo 272 del Código Penal. 


Artículo 18.- Deróganse el artículo 72 de la Ley 
N* 17.243, de 29 de junio de 2000 (artículo 346 bis 
del Código Penal); el artículo 76 de la Ley N* 17.243, 
de 29 de junio de 2000 (artículo 348 bis del Código 
Penal) y la Ley N* 17.549, de 22 de agosto de 2002. 


CAPÍTULO VI 


DEL CENTRO DE ATENCIÓN A LAS VÍCTIMAS Y 
COMISIONES 


Artículo 19. (Centro de Atención a las Vícti- 
mas).- Créase el Centro de Atención a las Víctimas de 
la Violencia y el Delito, el cual funcionará en la órbita 
del Inciso 04 “Ministerio del Interior”, programa 001 
“Administración”, unidad ejecutora 001 “Secretaría 
del Ministerio del Interior”. El Centro tendrá como 
cometido principal la asistencia primaria a víctimas 
de violencia y delito, a sus familiares, así como la pro- 
moción de sus derechos y prevención, desarrollando 
para ello acciones de tipo promocional, formativo y 
asistencial. Los cometidos accesorios serán la difu- 
sión, capacitación e investigación. 
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El Poder Ejecutivo reglamentará la presente 
disposición en consonancia con lo establecido en 
la Declaración sobre los principios fundamentales 
de justicia para las víctimas de delitos y del abuso 
de poder, adoptada por la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU), en 
su Resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985. 


Fuente: redacción dada por Ley N* 18.172, de 
31 de agosto de 2007, artículo 146. 


Artículo 20.-: Derogado por Ley N* 18.172, de 
31 de agosto de 2007, artículo 145. 


Artículo 21.- (Comisión para la reforma del 
proceso penal).- Créase una Comisión para ela- 
borar las bases de la reforma del proceso penal, 
la que será integrada por un representante del 
Poder Ejecutivo quien la presidirá, de la Supre- 
ma Corte de Justicia, la Fiscalía de Corte, la 
Universidad de la República, la Asociación de 
Magistrados Judiciales, la Asociación de Magis- 
trados Fiscales, la Asociación de Defensores de 
Oficio, el Colegio de Abogados del Uruguay, la 
Asociación de Funcionarios Judiciales, la Asocia- 
ción de Actuarios Judiciales y el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Artículo 22.- (Comisión para la reforma del 
Código Penal).- Créase una Comisión para elabo- 
rar las bases de la reforma del Código Penal, las 
que estarán inspiradas en modernos principios 
de política criminal e incluyan normas ejempla- 
rizantes en relación a la persecución del crimen 
organizado. La Comisión será integrada por un 
representante del Poder Ejecutivo quien la pre- 
sidirá, de la Suprema Corte de Justicia, la Fis- 
calía de Corte, la Universidad de la República, 
la Asociación de Magistrados Judiciales, la Aso- 
ciación de Magistrados Fiscales, la Asociación de 
Defensores de Oficio, el Colegio de Abogados del 
Uruguay, la Asociación de Funcionarios Judicia- 
les y la Asociación de Actuarios Judiciales. 


CAPÍTULO VII 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 


Artículo 23.- Esta ley entrará en vigencia des- 
de su promulgación por el Poder Ejecutivo. 
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ACTA N?* 10 


En Montevideo, el día veintidós de junio del año 
dos mil diez, a la hora catorce y cuarenta minutos, se 
reúne la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros señores Senadores Eber Da 
Rosa, Antonio Gallicchio, Francisco Gallinal, Carlos 
Moreira, Eduardo Muguruza y Rodolfo Nin Novoa. 

Faltan con aviso los señores Senadores Eleuterio 
Fernández Huidobro, Eduardo Lorier y Ope Pasquet. 

Asiste, especialmente invitado, el señor Ministro 
del Interior, Eduardo Bonomi acompañado de las 
señoras asesoras Ps. Gabriela Fulco y Dra. Silvia Iz- 
quierdo. 

Preside el señor Senador Carlos Moreira, Vicepre- 
sidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y la Prosecretaria, señora Ana 
Veríssimo. 

Asuntos entrados: 1) Carpeta N* 192/10. SIS- 
TEMA PENITENCIARIO NACIONAL. Se adoptan 
medidas jurídicas, administrativas y financieras. Pro- 
yecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. Distribuido N* 143/10. 

2) Carpeta N* 193/10. DIVORCIO POR VOLUN- 
TAD DE LOS CÓNYUGES, MUTUO CONSENTI- 
MIENTO Y SOLA VOLUNTAD. Se sustituyen los 
numerales 2” y 3 del artículo 187 del Código Civil. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por el señor Senador Óscar López Goldaracena. Dis- 
tribuido N* 142/2010. 

3) Nota de la Presidencia de la Cámara de Sena- 
dores, de 15 de junio del corriente año, por la que 
adjunta Oficio N* 117/10 de la Junta Departamen- 
tal de Florida con Resolución N* 14/10 solicitando se 
realice un seguimiento para que la aspiración de la 
Institución respecto a la situación de hacinamiento 
que viven las personas privadas de libertad en la cár- 
cel departamental, sea contemplada en ocasión de la 
asignación de recursos. 

ORDEN DEL DÍA. 

1) Carpeta N* 192/10. SISTEMA PENITEN- 
CIARIO NACIONAL. Se adoptan medidas jurídicas, 
administrativas y financieras. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N* 143/10. 

El señor Presidente da la bienvenida al señor Mi- 
nistro y a las señoras asesoras y les cede el uso de la 
palabra. 

El señor Ministro informa sobre la situación actual 
de los establecimientos carcelarios, sobre la gestión 
de la Comisión Tripartita de Seguridad y las proyec- 
ciones de nuevos establecimientos. Puntualiza que es 
necesario para su Cartera obtener autorización para 
construir y reparar establecimientos, para contratar 
personal fuera del momento presupuestal y para la 
posibilidad de trasladar reclusos a unidades militares. 
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El señor Senador Da Rosa interroga sobre el tiem- 
po que estima en el que se podrá contar con los nue- 
vos establecimientos proyectados y sobre el traslado 
transitorio de reclusos a que refiere el artículo 2* del 
proyecto de ley. 

El señor Ministro responde que se trata de un co- 
modato precario con guardia externa del Ministerio 
de Defensa Nacional y guardia interna del Ministerio 
del Interior. Asimismo, informa sobre la experiencia 
en el departamento de Lavalleja relativa a la utiliza- 
ción de chacras que sirva para descongestionar las 
cárceles. Plantea también que la regionalización será 
incluida en el próximo proyecto de presupuesto na- 
cional. 

El señor Presidente agradece la presencia y los 
aportes del señor Ministro y sus señoras asesoras, 
quienes se retiran de Sala. 

El señor Presidente pone a votación el proyecto de 
ley. Se vota en general: 5 en 5. Afirmativa. UNANTI- 
MIDAD. 

Ingresa a Sala el señor Senador Francisco Gallinal 
y solicita la rectificación del trámite. 

Se rectifica la votación: 5 en 6. Afirmativa. Se vota 
en general: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se 
votan en bloque artículos 1% a 7”: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Rafael Michelini. 

2) Carpeta N* 165/10. UNIDAD ALIMENTARIA 
DE MONTEVIDEO. Creación. Proyecto de ley con 
exposición de motivos presentado por la señora Se- 
nadora Constanza Moreira y los señores Senadores 
Rafael Michelini y Rodolfo Nin Novoa. Distribuido 
N* 111/10. 

El señor Senador Gallinal plantea consideraciones 
desde el punto de vista formal en cuanto a la figura 
jurídica que se crea y desde el aspecto esencial res- 
pecto a la actividad que desarrollará la Unidad que 
se crea. Seguidamente expresa sus fundamentos para 
que se aconseje que el proyecto de ley pase a estudio 
de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 

El señor Senador Nin Novoa manifiesta su acuer- 
do con el señor Senador Gallinal. 

El señor Senador Muguruza plantea que tal vez 
sea más adecuado aconsejar que estudie este texto 
la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 

El señor Senador Gallicchio propone postergar la 
resolución para la próxima sesión. 

El señor Senador Da Rosa solicita que el Presi- 
dente de la Comisión haga un planteamiento verbal al 
señor Presidente de la Cámara de Senadores. 

Los señores Senadores acuerdan postergar el 
tema para la próxima sesión. 

3) Carpeta N* 176/10. CONTRATO DE ARREN- 
DAMIENTO. Se establece una nueva excepción al 
plazo máximo establecido por el artículo 1782 del Có- 
digo Civil. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Distribuido N* 112/10. 
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El señor Senador Da Rosa expresa consideracio- 
nes sobre la extensión del plazo y solicita se postergue 
para la próxima sesión. 

El señor Senador Gallicchio expresa las caracte- 
rísticas concretas del proyecto de ley respecto a la 
inversión en energía eólica. 

Los señores Senadores acuerdan postergar su 
consideración para la próxima sesión. 

Siendo la hora quince y treinta minutos se levanta 
la sesión. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 57/10, que forma parte de 
la presente. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Carlos Moreira. Presidente. 
Teresa Paredes. Secretaria. 
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Proyecto aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes 


Artículo 1%.- Autorízase al Poder Ejecutivo 
hasta el 31 de diciembre de 2010, con carácter 
extraordinario, por única vez, a recurrir a las 
fuentes de financiamiento necesarias hasta un 
monto de $ 292.192.931 (doscientos noventa 
y dos millones, ciento noventa y dos mil nove- 
cientos treinta y un pesos uruguayos), que con- 
forme a lo establecido por los procedimientos 
previstos por el Texto Ordenado de Contabi- 
lidad y Administración Financiera y Nor- 
mas Concordantes y Complementarias 
(TOCAF) sean utilizados exclusivamente con 
los siguientes fines: 


Construcción, instalación, reciclaje, reade- 
cuación y, en general, toda modificación edili- 
cia en edificios e instalaciones penitenciarias o 
con ese destino. 


Realizar contratos de compraventa o contra- 
tar, en régimen de arriendo o comodato, locales 
destinados a prisiones o penitenciarías. 


Adquirir el equipamiento necesario para 
los edificios e instalaciones penitenciarias, a 
efectos del cumplimiento de los cometidos pre- 
vistos en la ley. 


Los gastos derivados del realojamiento de los 
reclusos, así como los destinados a su alimenta- 
ción, cobertura de necesidades básicas, higiene 
y salud. 


C/Mod 


Proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo 


Artículo 1%.- Autorízase al Poder Ejecutivo 
hasta el 31 de diciembre de 2010, con carácter 
extraordinario, por única vez, a recurrir a las 
fuentes de financiamiento necesarias hasta un 
monto de $ 292.192.931 (doscientos noventa 
y dos millones, ciento noventa y dos mil nove- 
cientos treinta y un pesos uruguayos), que con- 
forme a lo establecido por los procedimientos 
previstos por el TOCAF sean utilizados exclusi- 
vamente con los siguientes fines: 


Construcción, instalación, reciclaje, reade- 
cuación y, en general, toda modificación edili- 
cia en edificios e instalaciones penitenciarias. 


Realizar contratos de compraventa o con- 
tratar, en régimen de arriendo o comodato, lo- 
cales destinados a prisiones o penitenciarías. 


Adquirir el equipamiento necesario para los 
edificios e instalaciones penitenciarias, a efec- 
tos del cumplimiento de los cometidos previstos 
en la ley. 


Los gastos derivados del realojamiento de 
los reclusos, así como los destinados a su ali- 
mentación, cobertura de necesidades básicas, 
higiene y salud. 


Artículo 7*.- En la instancia de la correspon- 
diente Rendición de Cuentas, el Poder Ejecuti- 
vo dará cuenta de lo actuado. 


S/Mod. 


Artículo 7?.- En la instancia de la correspon- 
diente Rendición de Cuentas, el Poder Ejecuti- 
vo dará cuenta de lo actuado.” 
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Artículo 2%.- Autorízase, con carácter ex- 
traordinario y hasta el 31 de diciembre del 
año 2012, salvo que se encuentren disponibles 
antes los centros penitenciarios con capaci- 
dad para albergar la totalidad de los reclusos, 
a alojar a estos en instalaciones militares, bajo 
la custodia interna del Ministerio del Interior 
y externa del Ministerio de Defensa Nacional. 


S/Mod. 


Artículo 2%.- Autorízase, con carácter ex- 
traordinario y hasta el 31 de diciembre del año 
2012, salvo que se encuentren disponibles antes 
los centros penitenciarios con capacidad para 
albergar la totalidad de los reclusos, a alojar a 
estos en instalaciones militares, bajo la custodia 
interna del Ministerio del Interior y externa del 
Ministerio de Defensa Nacional. 


Artículo 3%.- A los efectos de la asignación 
de personal para cumplir funciones de Personal 
Penitenciario, autorízase al Poder Ejecutivo a 
transformar vacantes existentes en el Ministe- 
rio del Interior (Inciso 04), excepto los cargos a 
proveerse por ascenso. 


S/Mod. 


Artículo 3%.- A los efectos de la asignación 
de personal para cumplir funciones de Personal 
Penitenciario, autorízase al Poder Ejecutivo a 
transformar vacantes existentes en el Ministe- 
rio del Interior (Inciso 04), excepto los cargos a 
proveerse por ascenso. 


Artículo 4”.- Créanse 1.500 cargos en el Mi- 
nisterio del Interior (Inciso 04), unidad ejecu- 
tora 26 “Dirección Nacional de Cárceles, Pe- 
nitenciarías y Centros de Recuperación” y los 
centros de reclusión dependientes de las 
Jefaturas de Policía departamentales. 


C/Mod. 


Artículo 4%.- Créanse hasta 1.500 cargos en 
el Ministerio del Interior (Inciso 04), unidad 
ejecutora 26 “Dirección Nacional de Cárceles, 
Penitenciarías y Centros de Recuperación”. 


Artículo 5%.- Para alcanzar los objetivos pre- 
vistos, el Poder Ejecutivo, a solicitud del Minis- 
terio del Interior y con el informe previo del 
Ministerio de Economía y Finanzas, podrá dis- 
poner las ampliaciones y reasignaciones presu- 
puestales necesarias, incluidas trasposiciones. 


C/Mod. 


Redac. 


Artículo 5%.- Para alcanzar los objetivos pre- 
vistos, el Poder Ejecutivo a solicitud del Minis- 
terio del Interior y con el informe previo del 
Ministerio de Economía y Finanzas, podrá dis- 
poner las ampliaciones y reasignaciones presu- 
puestales necesarias, incluidas trasposiciones. 


Artículo 6%.- Las erogaciones previstas en 
los artículos anteriores, serán de cargo de Ren- 
tas Generales. 


A estos efectos, la Contaduría General de 
la Nación, a solicitud del Ministerio del Inte- 
rior, realizará los ajustes de créditos necesarios. 


S/Mod. 


Artículo 6”.- Las erogaciones previstas en los 
artículos anteriores, serán de cargo de Rentas 
Generales. 


A estos efectos, la Contaduría General de 
la Nación, a solicitud del Ministerio del Interior, 
realizará los ajustes de créditos necesarios. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Antes de continuar, la Presidencia quiere recor- 
dar a los señores Senadores que unos minutos antes 
de la hora 11 vamos a tener que levantar la sesión a fin 
de concurrir a la Asamblea General. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Se- 
nador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: la Comi- 
sión de Constitución y Legislación me ha concedido 
el honor de informar este proyecto de ley que, si bien 
tiene un nombre rimbombante -tal como lo acaba de 
leer el señor Presidente-, lo cierto es que establece 
adelantos presupuestales tanto en recursos para am- 
pliación, modificación e incluso generación de centros 
penitenciarios, como para la contratación de personal, 
agentes y policías, a los efectos de cumplir su labor 
allí. Consideramos que el Gobierno ha hecho bien en 
enviar este proyecto de ley y me animo a afirmar que 
elevará otras iniciativas relativas al tema cárceles, se- 
parando las que merecen discusión de aquellas que no 
requieren un análisis mayor. 


De modo que nuestro objetivo es aprobar esto rá- 
pidamente -no solo porque dentro de algunos minutos 
comienza la sesión de la Asamblea General- y luego 
discutir el tema de las cárceles y la seguridad en pro- 
yectos de ley que se presenten posteriormente. Todos 
sabemos que a nivel multipartidario se ha ido avanzan- 
do en esta materia y hay consenso general. Hay temas 
o aspectos que los partidos han tomado como propios, 
que habrá que discutirlos cuando corresponda; el Se- 
nado, naturalmente, deberá realizar un análisis más 
exhaustivo cuando se presenten esas iniciativas. De 
todas formas, tal como ocurrió en la Comisión, aspira- 
mos a que este proyecto de ley se apruebe rápidamen- 
te. Cuando el señor Ministro concurrió se le hicieron 
algunas preguntas puntuales, pero ello no dio lugar a 
una discusión sobre aspectos que pueden ser más po- 
lémicos y que seguramente tendrán que ser analizados 
en otra oportunidad. 


Este es un proyecto de ley puntual de ampliación, 
modificación, transformación e incluso generación 
de más plazas de reclusión, en algunos casos, en cen- 
tros penitenciarios, a los efectos de tener, en el mejor 
de los casos, 2.500 lugares más para personas que 
hoy están hacinadas. A raíz de una buena actuación 
de la Policía y de la Justicia, hoy tenemos 9.000 de- 
lincuentes presos, pero las plazas disponibles se ubi- 
can en el entorno de 5.000 ó 6.000. De acuerdo con 
la Constitución de la República primero, y después 
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con las leyes, quien delinque debe ser castigado con 
la pérdida de su libertad, pero eso no significa tratos 
inhumanos de reclusión como es mantenerlos en una 
situación de hacinamiento. Eso no está en el espíritu 
de nuestras leyes y por eso aspiramos a corregir ese 
tipo de situaciones. 


Esta iniciativa, muy concreta, está conformada 
por siete artículos. Por el artículo 1% se autoriza al 
Poder Ejecutivo a la construcción, instalación, reci- 
claje, readecuación y modificación edilicia en edifi- 
cios e instalaciones penitenciarias o con ese destino. 
El numeral 2) de este mismo artículo prevé la rea- 
lización de contratos de compraventa y de arrenda- 
miento de locales destinados a prisiones o penitencia- 
rías, para alojar allí a personas consideradas menos 
peligrosas. Asimismo, este artículo habilita a adquirir 
equipamiento y a realizar gastos derivados del realo- 
jamiento, así como la cobertura de necesidades bási- 
cas, higiene y salud. 


El artículo 2? autoriza a alojar reclusos en instala- 
ciones militares, en forma provisoria, bajo la custodia 
interna del Ministerio del Interior y externa del Mi- 
nisterio de Defensa Nacional. También esto se plan- 
tea de forma excepcional. 


Por el artículo 3% se autoriza al Poder Ejecutivo a 
transformar vacantes existentes en el Ministerio del 
Interior a efectos de cumplir funciones de Personal 
Penitenciario. Naturalmente, al ampliar las plazas y 
los centros de reclusión, se van a necesitar más fun- 
cionarios. 


Por el artículo 4” se crean 1.500 cargos en el Mi- 
nisterio del Interior para cumplir funciones en la Di- 
rección Nacional de Cárceles, Penitenciarías y Cen- 
tros de Recuperación. En razón de la preparación que 
necesitará el personal -naturalmente, esto lo vamos a 
considerar en el proyecto de ley de Presupuesto-, no 
es seguro que se puedan llenar todos esos cargos. En 
fin, se concede esta autorización al Poder Ejecutivo, 
cuya aspiración es llegar a un número muy cercano 
a 1.500. 


En el artículo 5 se otorga la potestad al Poder Eje- 
cutivo de hacer ampliaciones y reasignaciones presu- 
puestales, incluidas trasposiciones, a fin de alcanzar 
los objetivos previstos. 


En el artículo 6% se establece que las erogaciones 
previstas en las disposiciones anteriores serán de car- 
go de Rentas Generales. 


Por último, en el artículo 7%, se dice que en la ins- 
tancia de Rendición de Cuentas el Poder Ejecutivo 
dará cuenta de lo actuado. 
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En la Cámara de Representantes solo se realiza- 
ron dos modificaciones; podemos decir, pues, que se 
aprobó casi íntegramente el texto del proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo. Concretamente, en 
el numeral 1) del artículo 1% se agregó, luego de don- 
de dice “instalaciones penitenciarias”, la expresión 
“o con ese destino”, a fin de que el Poder Ejecutivo 
pueda invertir a esos efectos. Por su parte, en el artí- 
culo 4%, se suprime la palabra “hasta”, porque se trata 
de crear 1.500 cargos y no “hasta 1.500”. Asimismo, 
al final de este artículo se agrega lo siguiente: “y los 
centros de reclusión dependientes de las Jefaturas de 
Policía departamentales”. 


Esto es lo que tengo para informar. Quiero volver 
a reiterar que es absolutamente urgente dotar de los 
recursos necesarios al Poder Ejecutivo y al Minis- 
terio del Interior para la ampliación de los centros 
penitenciarios y la contratación de personal idóneo. 
Naturalmente, repito, aspiramos a que la discusión 
de los temas carcelarios y de seguridad se produzca 
en oportunidad de ingresar los proyectos de ley a que 
aludí al comienzo de mi informe. 


9) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: dado la 
hora y lo expresado por el señor Presidente respec- 
to a la convocatoria de la Asamblea General, quiero 
plantear una moción para que el Cuerpo realice un 
cuarto intermedio hasta la semana que viene, a fin 
de continuar el tratamiento de este tema. Formulo 
el planteo porque los asuntos que vamos a conside- 
rar en la Asamblea General seguramente insumirán 
un tiempo bastante prolongado. Debemos tener en 
cuenta, además, que asumen algunos jerarcas de la 
Educación y pasado mañana lo harán los nuevos Jefes 
comunales, ceremonias a las que algunos de nosotros 
tenemos que concurrir. 


De modo que formulo moción para que se vote un 
cuarto intermedio hasta la semana que viene y, tam- 
bién, para que este asunto figure en primer término 
del orden del día de la sesión del próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Varios señores Senado- 
res han solicitado la palabra, pero entendemos que la 
moción del señor Senador Larrañaga no admite dis- 
cusión y tiene que pasar a votarse. No obstante, si el 
señor Senador Larrañaga me permite, quiero señalar 
que luego de la sesión de la Asamblea General se debe 
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realizar el acto de investidura de quienes van a ser 
designados, lo que va a insumir un tiempo significa- 
tivo; no me animo a cuantificarlo, pero sí a decir que 
va a ser significativo. 


Por otro lado, el señor Senador Larrañaga funda- 
menta acerca de la necesidad de concurrir a otras 
actividades que están programadas para las próximas 
horas. Entonces, creo que una alternativa -pido dis- 
culpas al señor Senador por interpretarlo- es conti- 
nuar con el tratamiento de este punto en la próxima 
sesión ordinaria, es decir, el martes de la semana que 
viene. Eso es lo que tendríamos que pasar a votar, 
lamentablemente sin discusión, porque así lo indica 
el Reglamento. 


Se va a votar la moción formulada por el señor 
Senador Larrañaga. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dado que este punto figurará en primer lugar del 
orden del día de la próxima sesión ordinaria, creo que 
no corresponde pasar a cuarto intermedio. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 10 y 50 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los 
señores Senadores Abreu, Agazzi, Álvarez, 
Baráibar, Bordaberry, Chiruchi, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Fonticiella, Gallinal, Guarino, 
Heber, Larrañaga, López Goldaracena, 
Martínez, Michelini, Moreira (Carlos), Moreira 
(Constanza), Pasquet, Penadés, Rubio, Saravia, 
Solari, Tajam, Topolansky y Xavier.) 


DANILO ASTORI 
Presidente 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


Walter Alex Cofone 
Director General 


Sergio Pereira 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control 
División Gestión de Documentos del Senado 


Armado e Impreso 
División Imprenta del Senado 


